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AUTO DBL G. JÜBZ DE DiSTRITO. 

tlt86rt&mos á co^tiauacion 6l ^ue diicto el Jusgbdo 
tle Díatritoy atacando la Soberanía del E^ado. 

San Luis*Potosí, Enero 2S de lá6£l. 

De conformidWa c6n «I ¿ntetíor peaiménto fiscal, se 
éec^»a haíbenr log'ár b1 j^éiodiBt itnpátd qtté p»oitítík\é 
%l €. Jo§é ÍJlBííia Lcaátfü, én hpA fópréímtémíb áé 
ios detnchüé dcA O. Jtíéa Bti^attafite, cenefa 6'} ■íexc- 
«Ktfte ifíf tfítanoíadú '(Wr la 'Legiiáí&tuifti del £{Akd6 ■ei'^í^ 
<fh'<é«Ql^fiMaéóen 27 M prbxtiüó pttstidd 'Dfoteibí<- 
bra deldSáy&nd'óto «eü^pttille *ÍB ^Ytoa Mitos bñisisl&g; 
débieádó en coñseccfeneia, stispendertíé los tfftítibé áél 
espre'áádo ^¿wétefb, chíirá«t«>M%üsMi64itcioh' y ¥é8ifíb' 
biótí M 'fíÍ(Áb,p»rti!Ctíybekcío láé cóihtAfi^lírá é^6 áu- 
t6%l !Saj[flÑftiní6 TifitSütfbl da StíátíHh M Mtáá6. Y t^cfi^ 
tm'él praébñtecaso tío\ñij oifi úWotidtí& <^i laiíiaríá 
Ifeg^latuVá' dé «fue p^édife él i'e^eti^ib Verédlcfty 6dú' 
^lé'b plidiét^!^idtandiílr»6 «1 jQilció'i6%d!taftté ¿1 tírsfl^'dfr 
ique manda correr á Vá éiifdri^d't^ tíitíiim )á «fúéjk, "éí 
«rt. 7* ílfe feLéíy óígálíitóa de 30 dé NfiVíéirfbi'é de T^í; 
j^cKóhti tíbiipdiñféíehi'éñ i^u ctflidar4 dé'gi>aú |ayt^ 
he rectiso conforme al art ¿Ó dé 1^' Cóimifftrcftflí dié! Ssf¿- 
do; córrasele el trai^tildode déi'e^bo, por co^ád^eb dé la 
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diputación permanente, y evacuado que sea ó pasado el 
término sin hacerlo^ y devuelto el espediente^ córranse 
los correspondientes al quejoso y al C. Promotor Fiscal. 
Lo proveyó el C. Juez de Distrito del Estado y firma 
con testigos de asistencia. — G. Aguirre. — A. — Garlos 
Melendez* — A. — Severo Loya, 



CONTESTACIÓN 

DE LA DIPUTACIÓN PERMANENTE. 

En la sesión ordinaria de hoy, ha aprobado la H. 
Diputación el dictamen siguiente: 

H. DIPUTACIÓN. ' 

Me be impuesto detenidamente del negocio que se 
me pasó para dictaminar coa relación al informe que 
el Juez de Distrito pide al Gran Jurado del Congreso, 
por conducto de la Diputación, sobre el amparo que 
ha promovido el C. Lie. José María Lozano, contra 
el veredicto que pronunció aquel Jurado en el juicio 
de responsabilidad del ex-Gobernador, C. Juan Bus* 
tamante, por varias infracciones constitucionales. 

Con sorpresa ha visto el que suscribe que el Juez 
de Distrito, con audiencia del Promotor Físcali ha de- 
clarado abierto el juicio de amparo, mandando sus- 
pender los efectos del veredicto y mas aún, que se 
dirige al Gran Jurado por conducto de la misma Dipu- 
tación, corriéndole traslado del asunto. 

Sobre esos tres puntos me ocuparé en seguida, y se 
verá que tengo sobrada razón para estrenar conducta 
tan irregular como incalificable. 
¿Ha debido darse entrada k dicho juicio? 
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En concepto del que suscribe, nó^ por la» diversas 
razones que pasa á apuntar. 

1." Porque el Gran Jurado se ocupó en su veredic- 
to de un funcionario público, y por cierto que las ga« 
rantías individuales que atañen al hombre ''solamente," 
no tienen que ver nads^ con Ihs garantías de un fun^ 
cionario público; á no ser que el apoderado del C. ex-- 
Gobernador baya creido que el Gobierno del Estado 
es propiedad y patrimonio de su defenso, á pesar de 
que profesamos principios diametralmente opuestosi y 
de la formnl declaración que la Carta del Estado ha 
hecho sobre el particular en su artículo 115. El Gran 
Jurado no se ocupó del individuo, no de la persona- 
lidad de D. Juan Bustamante, sino del Gobernador. 

2* Porque, disponiendo el artículo 2? de la ley de 30 
de Noviembre de 61, que tenga derecho á solicitar el 
amparo todo el que crea violadas las garantías en ''su 
persona, ó en sus intereses/' claro es que escluye todos 
los casos en que '*esa persona é intereses no sean a- 
tacados." Y yo pregunto; ¿se ataca, por ventura, en 
el veredicto la persona ó intereses del Sr« Bustaman- 
te'^ Claro es que no, porque solo se le ba declarado 
culpable de algunas infracciones constitucionales, que. 
dando separado consiguientemente de su empleo ipso 
Jure, sin tocar su persona ni sus intereses privados, 
porque los públicos son intereses del pueblo potosino, 
y no del C. ex-Gobernador. 

3? Por el artículo 7- de la citada ley se previene 
que se tenga por parte, ps^ra solo el efecto de oiría, á 
la "autoridad responsable," Y como el Gran Jurado 
del Congreso no es ni puede ser "responsable," ¿podría 
abrirse en contra de sus actos un juicio de amparo? Nq 
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ten^ep^o si^perior, caso de negars6|á^cuipplir la ri^yso- 
lucion que se dictara eo definitiva. íá quiéa se diriffi- 
ría el Juez para que se le exigiera l^^ respons^|)ilí,aaai 
ponforine á Vos ariípulos 12 y Í4? 

4* Rprq^e la fracp^on 1* del artículo 1,01 de la Cods- 
titucion, que fiie|iala á íoi^ Tribunajes federales la fa- 
ciilta4^ (^e resiolve^ las controversias "por \pyes ó actos 
^e c9.algu.iera autpri^í^d'- que violen lasrarantías '*ir>.- 
d^yiduales" ba sií^a ya fonmal y aiiténtic^raente inter- 
pretada por el Congreso de la IJnion, al haber apro- 

í^do,^ojvr\S n;9^^% inmensa el^t«pl^^ 4? ?ft 

^?^^9}?m^^^^^^ ?;,?9M9.?fteqt^ porcjue, qo;pp ^^ii.q<lf 
verse delMdi^(^^j;sosdelQS %^ 

y Valles, Ppndé^ ^at^, JV^ontes y otros, las p^Ía|;^^as 
f 'cualquiera autoyid^d^ de dicho artículjo coD»tituc¡opal., 
no se referían sino á las autoridades legislativa y admi- 
nrstratjvay y no á la judicial, en la que. no pensó nj\ 
^ebia pensar siquiera, la Cámara Cpnslituyente^ 9P^.94 
consta de. las discusiones y demás trabajos reíatiYps ^ 
<(ícho articuló constitupionaK 

El negoQiq del veredicto en cuestión es indisputa- 
^J?'?®??^ judicial 7 ?9Í consiguiente no ^^be, el r^ciír- 
«.? ^ ^m^^^i "^ d^l^ abrirse este juicio, jf el ocurs<j> 
qel|í6 haberse devuelto al aj^oderado, cop un pio- 

^«í^M^^e ^^^^^^^^^ ''Deyí^^lvase pptlm- 

pro<5edente.'' 

De propósito me he ab|^tepi(jo d<^ s^lguna^ co|p^i,dgj:a- 
ciones políticas, porque las considero, aunque de mu- 
pho pesoy extrañas á la p^q^'tiqjilsiridad de ^stf negopjio^ 
y pprque me bastaria, ^emitir á quien desee conppojfl^s^ 
\ los bnlUntes discyrso^. del C. Piputa^o Rio^ y V^- 



B^: nol^iñ.yfb 9ÍM» <l«}iJd, q^uei ha bablaícip del a$l. 
8.^ de la Q|{^iw. ]^y como deolaratom del 10 1 deJa 
Q««Si^^ffÍ9»» iQiC.nafi nap^jpd^ <í*kdftj!»jB, ¿Beheria- 
pfeftSsg 41^1^0 §1^ ^ ? ^J QftíQ %^tjBiiof á»l jnim pa- 

|¡^i)ft49í ^J?St%fflantQ?' Tal es te QtíeítfioD que p«- 
4wat ^lírgk. 3& (IH^ ^PéiijiMíAtó 6 gufbndtes tíazbsi pa^ 
I» pM^f^bT UJluiodi oMieoioq qjiMtpndÍQi>a opaoei;i iio 
li. ciencia^ no k| buMa £^, fáno |a malicia 4 la ig^no- 

¥o, Skeflo», isesolveré afiróaativ^mente tai cuestión; 
e8 depir, s^atendífói qxxe^ eNrt. S>. 9 áet la nueva ley, que 
niega el amparo eo- negocios judiciales, debe aplicar- 
se al caso anterior del' juicio referido, sin que por és- 
to se diga que tiene efecto retroactivo ,D¡je mal^ 

Señor; no la resolveré yo, sino los autores cuyas doc- 
triftf jit p^kSift 4i9pppD^r cgn larMedíidi 

fis.' indjudíble que el atrtículo 8.^ deia nueva ley 
de aofitparo ea dec^urativA del lOt de |a (Constitución. 
Yea^QSí qué DOS dio^i algawps au^Qres sobre el^patti- 
c^ulaar, tratando precísame P'tk la mateiita> d^ retroactiví- 
4^ ide la^: leyjes: 

1^\ juii^consuko Duf>JQ, hablando de las escepciones 
(leí principio de no reíroactíviidatJ, ya sancionadas por 
^erfübo ronmno dice; "Las leyes declarativas se ha- 
llan en estt oasóé*^ Bn efecto, en él no sé trata tnn- 
X%.^ lft;i9jt^f:;^^^iQ^ Quaalc d?í iaJeyí mi^ JLa 
l^oRPy'PW?^ ^íiW^ ei^jPíc^. ri^SOftptiv^j p^ro;>tfijpiienri<K 
h }ll^m^<^Í9f^ ^^^9^}fiy *'^ifiaisentfi: pea: odojetoieil: 
<iwW^ ftS?r I» ^\h», 4(il?id©. entendfiííw V'^wapnra 
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en taló cual sentido/' y ser ejecutada *'de tal ó cual 
manera/' es evidente que ella debe por esto solo, '^ar- 
reglar todos los derechos no irrevocablemente adqui- 
ridos en la época en que viene á aparecer." 

El mismo autor cita á Gayl, á J. Voét y á Bacon: 
el primero d& por razón de su doctrina, que en casos 
semejantes^ propiamente hablando, no se hace una "dis- 
posición naeva.sino que se explica una disposición ya 
hecha." £1 2?, que la razón dicta que se aplique una 
ley á las cotias pasadas, todas las veces que no se 
trate de añadirle algo nuevo sino que mas hien se 
procure interpretarla, y, por último, Bacon en su afo- 
rismo * 51 se espresa asi: ''Toda ley declaratoriai aun- 
que sus palabras no se refieran á lo pasado» por la mis* 
ma fuerza de la declaración, deben aplicarse á él. Por 
que la interpretación no solo comienza cuando ''se de- 
clara, si no que se hace como contemporánea á la mis^ 
mavley." 

De esto debemos concluir con los autores espre* 
sados, que el artículo 8. ^ de la nueva ley declarati- 
va del 101 de la Constitución, negando el juicio de 
amparo en los negocios judiciales, no ha hecho sino 
esplicar el sentido de dicho articulo constitucional; 
que nada ha creado nuevo dicha declaración; y que, 
al decretarse que no se abre el juicio de amparo en 
este caso, no se haria sino aplicar el mismo articulo 
101 de la Constitución, del cual es aquel contempo-^ 
raneo, en virtud de la declaración que contiene. 

Se deduce rectamente de los principios sentados, que 
el C. Juez de Distrito carece de poder y jurisdicción 
para conocer en negocios de amparo relativos al poder 
judicial; y como un Juez que traspasa los límites de su 
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jurisdicción se reputa como hombre privado, y aún 
pueden resistirse sus disposiciones, según principios bien 
conocidos de jurisprudencia, es indudable que en este 
estrafío negocio de amparo en materia judicial, ni se 
debe reconocer como Juez al-citado de Distrito, ni de- 
ben, cumplirse sus disposiciones relativas, sean cuales 
fueren, como la atentatoria á la soberanía del Estado 
que acaba de dictar, suspendiendo los efectos del ve- 
redicto de acusación. ¡Qué! ¿oó comprenderá el C. 
Juez que así ha puesto en sus manos la facultad de 
quitar y poner Gobernadores á su arbitrio? ¿No com- 
prenderá la gravísima responsabilidad en que ha in- 
currido, violando el artículo 40 de la Constitución ge- 
neral, que garantiza la soberanía interna de los Esta- 
dos! ¿No comprenderá que el acto de poner ó quitar 
Gobernadores es inherente de los poderes exclusivos 
de aquella soberanía? Es, pues, indudableí que la 
suspensión de los efectos del veredicto es atentatoria, 
es arbitraria, y debe, no solo desatenderse, sino resis- 
tirse, por todos los medios legales. 

Pero suponiendo, sin conceder, que el juicio de am- 
paro estuviese legaime&te abierto, ¿era por eso el Gran 
Jurado del Congreso con quien debiera entenderse 
aquel? Es este el tercer punto de que me propuse 

hablar. 

Las disposicione» vigentes previenen que los proce- 
dimientos del juicio de amparo se entiendan con la 
autoridad inmediatamente ejecutora. Y ¿qué dice el 
veredicto en cuestión? Que el C. Gobernador Bus- 
tamante ''es culpable" de tales 6 cuales injfracciones 
constitucionales. Y tal declaración ¿es ejecutada, por 
ventura, por alguna autoridad? No, no; en vano se bus- 
cará autoridad ejecutora, porque hecha aquella decía- 



i^tion ,pór el Gran Jofrado^ ipsópirt, la misma ley, y 
tyada in&íi qm la Uy oáostitu^iona}, srá mvs a^dto dé 
éjdctfdcyti, se «frrekrgá de est^bleirár qué el biilpable 
^líéKle editando d« su eüipteo, y á díspoiñoioñ Sfiltpo- 
db judí^I, ipdra ^oÍo el ef«otb d« iuipóQérhB te páab. 

mrMb pt/r ae'ftSs sém nit kl l^foífétóffó «él Wt- 
KS-^éVntfdói- btmXÜkt fin jufélb dé álmpíafó éii qtfi§ 'ih 
M»ñ dütíto pai^« ^ m fitttórldad «fféb^oi>«, "^ft^tíé 
etiti)facé% l^hdHá '^"üe f érádtfy izar á IM^sífra 'Cé^A%tÍ>l%f' 
éét, p^l ^üe élBi Silera W fdfóid, <{<(iéSC<o '^ eU^, 
y fab'Máis á!á, ye Hk %neil1^t»& dé éjV^Sr 'el %^f«'- 
<ífcíb afel Girkn íüi^db dé -rftíüsáWÓ'h. 

tatóié'n Tos artfóúlos t. ^ y í5 áé íá fey 'Üá W 
dé Ñovíetííbré (íéníüésfrari que 'tíi él 'tybtréU&, tfi íá 
Diputación, h1 íneríós el Grdüx JUrádd |)üédefi serd&'rt- 
sjaeradoá como ''{íartes en el juicio, pues ellos ij[uié- 
rén qiíé sé cíf'e éñ éí á lá autóridáá *^*résporisát)fé*' pa- 
ra solo el efecto de oiría, y que éu un caso ¿a^b se 
dé cuenta Wl superior de la autoridad Téferidá^ páíS 
q.ue se le exija la ^'respóhsabiíidád" ^ j|)odrafa, aca- 
so seP cónsioérados como responsables la Legislatura; 
la Diputacion/ó el Gran Jurado? 

Claco es q^ie no, po^ijue la 1. ^ ep lin Gu«po irires- 
ppnsabte, y, por otro lado, nada ha hecho conio tal eo 
el Beg:€ndie dé que m tra^appoirque la Diptifaciénit si 
bien responsable de sús^ actos^ ^ropíóo, nárda tiene qti6 
i^er cdn el acfó del V0redl<eto^ qoe m<tii 9^0^ ni de4t 
Lejüblatut^ y^ ^er ültímo^i^drqile él Grán> Ju4rttd6 M 
C/ongfe6(^, & quien nd rep'E^Be^a la> IHpÚtacM^fi, es lam^ 
bien 'áudtaHrioEad ^'irt^eápoiuiÉriiite. '* T citeiidolá leijrá^lé 
SHiténdad Féajaojisablé^r idSmb pddFátenefse^porfittí^ta^á 
te qtie tío to »í 
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Los absurdo» palpables que se notan al tratar é&ti 
óuesticn, nacen indudablemente de la violencia que se 
ha pretendido hacer á la ley, queriendo deducir de e- 
llo un recurso de amparo qucí repugna su testo, y 
que no ha debidd adirñtirse consiguientemente. 

Ademas, las atribuciones de la diputación perma- 
nente, constantes en la Sección 5- de leí Carta del 
Estado, son en ei^tremo limitadas. En la fracción 6^ 
del artículo 33 solo sé lé dá facultad ' para ''dictaminar 
sobre todüd losasufatos que se ofrezcan en el tiempo 
de su periodo, ^'sometiendo después sus dictámenes á 
la deliberación del Congreso;'^ por manera que, si bien 
puede la Diputación dictaminar en este negocio, . su 
dictamen nada valdrá sino después que sea someddo 
á la deliberación de aquel Cuerpo. 

No qniero focar los puntos constitucionales que ju&- 
ga atacados en el veredicto el apoderado del C. Bus- 
tamante^ no porque los considere sólidos, que en mi 
concepto ppenas merecerian ser refutados, sino porque 
no debiendo haberse abierto el juicio, ni siendo parte 
en éste el Gran Jurado del Congreso, según creo ha- 
berlo demostrado, es, inútil, y haata impertinente, to- 
car la cuestión en lo principal. 

Toda.vía: es sensible vist que el C. Jaez de Distrito 
se baya périnitido haoerá la Diputación un gravísimo 
insulto^ en el hecho de señalarla como conducto para 
dirijifse ' tal Oran Jurado: porque insulto es querer ^o- 
nerta ccfmo'un tardío de pisotear la soberanía del Es- 
tado; infsüho es proponerle que infrinja el artículo 12 
de la ley número 17, conforme al cual se disolvió a* 
q^l Cueri^o para b¿ volverse i reunir por el mismo 
negocio; é insulto, y muy grave, es el decirle sustan- 
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cialmente;. *'Tu primer deber, por la Constitución, es 
veiar por la observancia de las leyesj pero yo te pre- 
vengo que me acompañes en mis aberraciones, y que 
infrinjas aquellas." No^ Señor: la Diputación perma- 
nente comprende la altura en que se halla colocada; tiene 
en sus manos el. precioso depósito que se le ha cop6a- 
do, de velar por el cumplimiento de las leyes, y lle- 
nará sus deberes, á pesar de cualquiera autoridad que 
pretenda hacerla cómplice de sus atentados. 

Concluyo, pues, .sometiendo á la deliberación de es- 
te íí. Cuerpo, las siguiente^ resoluciones^ que no se 
tendrán como autorizadas confipíetamente, mientras no 

las apruebe el Congreso en sus próximas scv^iones. 

1. '^ Dígase al Juez de Distrito^ con inserción de 

este dictamen, que la Diputación permanente no reco- 
noce en él jurisdicción para que pueda sustanciar y 
decidir ningún juicio de aarparo que se refiera al Po- 
der judicial del Estado: que el Gran Jurado, además, 
no siendo autoridad responsabíe, ni ejecutora, no pue- 
de ser considerado parte legítima en el pretendido 
juicio de amparo contra él veredicto de acdsacion; y 
que la misma Diputación, en nombre de la Legislatu- 
ra, protesta formalmente contra todos los procedi- 
mientos verificados y por verificarse en dicho juicio, 
los cuales el Estado' no acatará en muñera alg-una, por 
qué esto redundaría en mengua de su soberüBÍa in- 
terna. • 

2. ^ Publiquese este dietáriíen, y circúlese al So- 
berano Congreso de la Union, átl Supremo Gobierno, á 
la Suprema Corte de Justicia y á las Legislaturas de 
•Ip/g. Estados. 

Sala de Comisiones, Febrero 1,^ de 18Q9, r^Pedro 
Dionisio de ¡a Garza y Garza. . . 
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Lo qu6 tengo él honor de insertar á V. por acuer- 
do de la misma Diputación, devolviéndole el expe- 
diente que se sirvió acompañarcne, en las mismas fo- 
jas á que se refiere su nota del 29 del próximo pasa- 
de Enero. 

Independencia y Libertad? San Luis Potosí, Febrer 
ro 1.® de l869.-TrIsidoro Bustamante, Dipuifido s^cxe-. 
tario.--^C. Juez de Distrito del Estado. — Presente. 



^ í 
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Protesta de la Diputación Permanente, 

''Secretaría dt?l H, CqngresiO constitucional cjel ins- 
tado libra y soberano de San Luis Potosí. — I)ipütacion . 
permanente.— Por mi nota de antier relativa al juicio 
de amparo promovido por el apoderadct del ex-gober- 
nador G. Juan Bustamante, se habrá impuesto V.de la 
protesta que la Diputación permanente ha hecho á 
nombre de la Legislatura contra los procedimienfos ve- 
rificados y por verificarse en aquel eslrafio juicio, así 
como que el Estado noacataiia tales procedimientos 
como atentatorios á su soberanía interna. 

Como se habrá notado, aquella protesta la verifi- 
có á nombre de la Legi.^latura cuja aprobación se 
requiere por la ley; pero C(»mo conviene á la soberanía 
del Estado rechazar desde luego los actos atentato- 
rios protestados, que hieren cruelmente nuestras ins- 
tituciones generales y particulares, y siendo, por o 
tro lado, el primer deber de la Diputación velar so- 
bre la observancia de la Constitución y las leyes; ha 
acordado en sesión de hoy se diga á V. por mi pon- 
ducto, como tengo el honor de hacerlo, que la Dipu- 
tación por sí misma y para que produzca inmediata-. * 
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mente sus efectos, hace también la espjre,sada pror- 
testa con todos los conceptos que espresa la 4)r¡nQe- 
ra de las resoluciones que aprobó en su sesión or- 
dinaria del día 1- de lo cual ya tiene V. coaocimien-^ 
to. 

Independencia y Libertad. San Luis Potoí^í, Fer:. 
brero 4 de 1869. — Isidoro Bustamdnte, Secretario.— r- 
C Juez de Distrito del Estado.— Presente.^' 



SUPREMO TRIBUNAL DE JUSTICIA DEL ESTADO, 

PEDIMENTO FISCAL. 



Ciudadanos Majistrado?. 
El jFiscal dice: que el Ciudadano Ju^z de Distrito 
ha remitido al. Supremo Tribunal una comunicación 
en la que !e participa que el C. Lie. José iMaría 
LoZiano con podei de \). Juan Bustamaute, ha inter- 
puesto el recurso de amparo, que dicho Juez, con la 
audiencia del C. Promotor Fiscal, ha mandado abrir el 
juicio, y que para suspender los efectos del veredicto 
prununciado por la H. Legislatura se lo conaqnicaba á 
esa Siuperioridad. Este respetable Cuerpo dispuso se 
interpelase al C. Juez de Distrito para que explicara 
si su objeto, al remitir al Supremo Tribunal su comu- 
nicación, habla sido el de sustraer á Biistamante de la 
Jurisdicción del mismo Siipreoio Tribunal, y el expre- 
sado Juez contestó insertando un pedimento del C. Pro- 
motor, de acuerdq con el cual proveyó un auto en que 
afirma que, positivamer^te el fia de su comunicación fué 
que las cosas rqspectp de D. Juan Bustamaute, queda- 
ran en el eats^do que estaban al tiempo de maudar sus- 
pender el veredicto pronunciado, por la H. Legislatura 
(3el Estado; y ^1 expedieatQ, con todos estos anteceden- 
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tes, dispuso esa Superioridad que pasara á este Minis- 
terio para oír su opinión* 

Coa a)ucho gusto, anoqpe con gravísimo tensor de 
equivocarse ea un^ materia^ taa delicada y desepnocida 
en Ja práotioa hasta hpy en nuestra Repüblicar por s^r 
el caso primero que se presenta de igual naturaleza, se 
ocupará en emitir su humilde opioipn qup sujeta siem- 
pre á la sabiduría d^l Supíemp Tribunal. 

Mucho ha sorprendido á esjbe Mi oisterio. que el C 
Juez de Distrito, c^yra repasa y cirpunspe^cion son 
tan conocidí^, baya incurrido ep unajígereza; comp^ 
la que contiene el, autp, que inserta á esa Superiori- 
dad. Y le llama ligexeíia pofj tratar con indulgencin 
el procedimiento del funoiopauip federal, pero verda- 
deramente es un atentado Qoi^tra la soberanía, de i^ues- 
tro Estado, porque env.i(e],ve nai^a menoS: que la ^utpen - 
sion del ejercicio d^l Podei;^ Judicial, para cuyo proce* 
dimiento no lo autoriza esa ley de 30 de Noviembre que 
cita en apoyo de sus providencias, ni ninguna otra de 
cuantas se han promulgado en el pais dejare el estable* 
cimiento del régiioaen federativo hasta )a fecha. 

Su últinxa contestaQÍon lo empresa teroiinai) temen te; 
pues pretendiendo que las co^as^ que^i^n en el est^idQ 
que lenian antes del pronupoiamijento del veredicto, en 
cuyo tiempo Don Juan Bust?iautnte na estaba, soineti- 
do á la Jurisdicción de ese. S^pr^mo Tribunal; es bien 
claro que su objeto fué quitar á este individuo de la po- 
testad que en la aQtua,lidad tienp. sobre él esq. Superio- 
ridad, y semejante acto eB^ como he dicho atite^, un 
verdadero atentado contra la soberanía del Estado de 
San Luis PotQ?í, y up^iav^gion de la autoridfi^d federal, 
sobre el ej§rQÍcÍQ de su a^miniístracion. 
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Diversas cuestiones entraña el auto del C. Juez de 
Distrito, y todas ellas de peligrosa resolución, que por 
lo mismo deben tratarse con la prudencien y madurez que 
se necesita para evitar colisiones entre las autoridades 
supremas de un Esiado y los empleados dé la federa, 
cion> asi como para que no se (establezcan practicas 
desarregladas ó absurdas. 

No se ocupará este Ministerio de la indebida cita- 
ción de la Legislatura, haciéndola parte en este nego- 
gocio, siendo un poder soberano é irresponsable de 
sus actos como Jurado, ni dé haberlo hecho contra una 
entidad que tiene una vida transitoria y que ya no exis- 
te; ni de la irioporiunidad de la promoción del recurso, 
porque no !o hay contra la soberanía de los Estados, ó 
de la Nación. Se reducirá solamente á lo que corres- 
ponde á ese Supremo Tribunal qué es á lo fínico qae 
tiene que ceñirse conforme á su deber. 

Lo primero que conviene examinar, en concepto de 
este Ministerio; es el objeto con que se dínje el Juez 
de Distrito al Supremo Tribunal, y esté objeto nos lo 
refiere yá la misma comunicación en que inserta sú au- 
to, que es para suspender los efectos del veredicto de 
la H. Legislatura en que declaró culpable al C. Juan 
Bustamante por algunos delitos oficiales. Para «saber 
si el Jaez de Distrito estuvo acertado en Puspqnder ta- 
les efectos, es necesario examinar otra cuestión, y es, 
la de que. si el veredicto ya repetido tiene mas efectos 
qne la simple declaración de culpabilidad. 

El Ministerio encuentra alg:una diferencia tratándo- 
se de trámites, como el presente, en suspender los efec- 
tos de una resolución y el evitar la contiouaciOQ de un 
juicio. En el primer caso puede caber potestad en el 
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Superior dul que dictó la resolución; en el secando no 
hay poder alguno establecido que pueda impedirlo. Si 
él C. Juez de Distrito pretende solo susper\der los efec- 
tos del veredicto prouunciado por el Poder Legislativo, 
podrá () no tener derecho: esta cuestión no le corresponr 
de al Poder Judicial. Pero si se estiende á impedir la 
continuación de qn juicio, sin. que el acto anterior haya 
sido declarado insubsistente, esta pretensión es ilegal, 
es atentatoria á la soberanía de los Estados y ataca en 
su base á la Federación, por que acabala indepen- 
dencia de aquellos, quedando sometidos á la voluntad 
de un agente juvlicial del Gobierno del centro, que por 
irrisión se Uamaria de la Federación. 

Cualquiera que conozca la índole del sistema demo- 
crático y la estructura del Juicio por Jurados, sabe muy 
bien que el Pueblo es quien juzgn á un alto funciona, 
rio, y por lo mismo sus resoluciones contienen la po- 
testad soberana de donde emanan: que por esta mis- 
ma razón es improcedente el juicio de amparo porque 
no hay potestad superior al Pueblo: que en esta clase 
de juicios hay dos declaraciones iraporta.ntes y diver* 
sas: la una es la de la comprobación del hecho, ó 11a- 
mérnosla gravatoria, y la otra que es la d^ derecho, 6 
nombrémosla punitoria, que es en la que se aplica la 
pena ai culpable. La primera que no mira sino á la 
instrucción del juicio, para la comprobación de un he- 
cho prohibido por la ley, no contiene mas efectos que 
la declaración de haberse cometido ese hecho y ser el 
acusado delincuente; por lo mismo no tiene, como to- 
das las cosas morales, mas ejecución que publicarse, y 
es la primera parte del juicio por Jurados. La segun- 
da es el acto por el cual se declara que el acusado de- 
be sufrir determinada pena; y aunque entre sí tienen un 
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eAlacea^bas refiolucíoDes^ porque las dos constituí eit 
el juicio político de responsabilidad, »o producen, sin 
eAbargo, los mismos efectos; Dorque uno^ es ejecutado 
píó'r el Poder Legislaiivol por la Simple y nuda jdeclaia- 
cion, y el otro loes por él Poder Judicial, por la aplica- 
ción de ía pena cortespondiétite> siendo para obrar tan 
itídependíeiites énti-e síy tstn^beranos en su potestad 
él litio emno el otro. De aquí Se infiere rectamente, 
iijne de' ios actos de uno no puede ser responsable el 
otro; y por la mii^ma razón, si el recurso se ha intentado 
cotiti*a el Veredicto pronunciado por la HÍ. Legislatura, 
nada tiene que ver el Suptemo Tribunal con este pro- 
cedimiento, principalmente cuando los efectos del ve- 
redicto no son otros; que la simple declaración de cul- 
pabilidad. 

Está visto pues, que el veredicto de la H. Legislatu- 
ra, 6 mas bien dicho, la resolución del Jurado de acusa* 
cion, no produce mas efectos que la declaración de cul- 
pabilidad, no tiene mas ejecución que el pronuncia- 
toiento del veredicto; concluyendo desde luego las fun- 
ciones, del Poder Legislativo como Jurado y acabando 
en el mismo momento su existencia. 

Si el C. Jue2 dé Distrito ise aventará á impedir, con 
lá suspensión que pretende, la audiencia del C. Juan 
Bustatóante y la aplicación de la pena respectiva que 
merezca conforme á sus faltasi embarazando la erección 
del Jurado de sentencia, esto importa tanto como im- 
pedir el ejercicio dé las facültade!* ¿onstitu'cion'ales del 
Tribunal; y para esto no le cóticéde ninguna ley [aí Juez 
de Distrito] potestad de ningurta especie; de consi- 
guiente ataca el ejercicio de las füncibnes dé los Pt>- 
déres del Estado, ó lo qtie'es lo niismO; el uso de 
su soberanía. 
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Por otra párb, e^te Ministerio no vé ni la proice- 
deDcia del amparo ni el motivo plausible en q\ie ha- 
ya podido fundarse; pues las garantías concedidas por 
ia Constitución general á los ciudadanos y Habitantes 
de la República, son puraniente individuales y lád 
dtsfrotá el ciudadaiío cuando el hombre sé Kálla en 
calidad de particular, sujeto por lo ntitímb á toda clase 
deautorid<ades del fuero comatí; peifo las garantías dé loa 
públicos funcionarios cuando se juzgan por responsabi- 
lidad, estftii «ometidás al derecho público de los Esta* 
(los en sus respectivas constituciones. Las prerroga- 
tivas dé los Gobernadores de San Luiá estátl consigna- 
das en el título 6^ de su Constitución, donde tambied 
está sefialádo espresámenté el Tribunal que debe cono- 
cer de sus faltas ó delitos. 
' Además diBesto, los recursos pacen de las leyes, y 

las leyes fijan las tramitaciones dé los >uicids: de con- 
siguiente los recuHos participan de la naturaleza de Iqá 
juicios. Si el juicio, pues» es de respons^bildad de un 
funcionario público del Estado por faltas oficiales 
como tal funcionario, las leyes del Estado son las que 
deben marcar los trámites y los recursos. ¿Por qu^ ra- 
zón, entonces^ un juez de la federación se introduce, á 
un juicio que solo deben sustanciar y resolver los Po- 
deres del Estado? ¿en dónde está consignaida el recurso 
de aiáparo como 'procedente, páralos casos de responsa- 
bilidad, en las leyes qUe nos rigeci? éii cdál de es£is le- 
yes está declarada la intervención de los funóionarios 
' federales? ¿se ignora acaso cuál es el Tribunsil que juz- 
ga á los gobernantes culpablest — Este Tribunal es .na- 
da menos que el mismo pueblo representado en el Jura- 
do de acusacíoá por la Hobor^ble Legislatura, f, er^ el 
Jurado dé sentencia por el Supremo Tribunal de Jos- 
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ticia. ¿De dónde, pues viene al juzgado de Distrito la 
potestad de dar amparo contra los actos de un pue- 
blo entero? ¿por qué el mismo Juez pretende inter- 
rumpir las funciones del Suprenoo Tribunal, si el re- 
curso se ha intentado contra la Legislatura, y cuando 
en esta clase de juicios políticos la ley no concede re- 
curso de ninguna especie ni contra los veredictos del 
Jurado de acusación ni contra los que pronuucie el Jurado 
de sentencia? ¿porqué razón, si el mismo Juez de Distri- 
to no considera al Supremo Tribunal como parte, supues- 
to que no le pide informe como previene el art 79 de la 
ley referida se aventura á embarazar al mismo Supremo 
Cuerpo las funciones que le encarga la Constitución y 
las leyes del Estado? ¿No es esto invadir la autoridad fe • 
deral la soberanía del Estado y atacar el uso legítimo 
que de ella hace al juzgar i un funcionario culpable? 
Estos errores provienen de que se han confundido las 
garantíasde los simples ciudadanos con las prerrogativas 
de los altos funcionarios, el proceso criminal de un de- 
lincuente vulgar con el juicio político de responsabili- 
dad contra estos mismos funcionarios, y las resolucio- 
nes legales de una sentencia común con los veredictos 

inapelables de los Jurados. 
Dé lo espuesto se infiere que el recurso intentado 

por el apoderado de Don Juan Bustamanle, es improce- 
dente- y no cabe en los juicios políticos, precisamente 
porque las garantías de los funcionarios públicos de 
ios Estados, no son objeto de las leyes generales de la 
federación, sino de las constituciones respectivas de 

cada Estado. 

La ley de 30 de Noviembre de 18*1, en la que apo- 
ya sua providencias el Juez de Distrito,! fué promulga- 
da para los casos en que alguna autoridad violara las 
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garantías individúales, y no para las de los funciona- 
rios públicos de los Estados, sobre los que no tiene q[ue 
velar la federación. Es cierto que til funcionario pú- 
blico no por serlo deja de ser igualmente ciudadano, 
pero también lo es que desde el momento que disfruta 
una alta elevación, ya no e^tá sujeto á los abusos que 
pudieran cometer las autoridades del fuero común con- 
tra su persona ó intereses: su misma elevación lo pone 
á salvo. Por lo mismo, esa ley no tiene aplicación pa- 
ra los casos en que t\o se trate de garantías individua- 
les, riño de tramitaciones en los juicios políticos de un 
funcionario público, casos que están sujetos & otras dis- 
posiciones en las que no tienen ni deben tener ingeren- 
cia alguna las autoridades federales. Por esto al pre- 
tender el G, Juez de Distrito que suspenda el Supremo 
Tribunal sus funciones ed el Jurado de sentencia con- 
tra el Gobernador declarado culpable, no hace otra co- 
sa que infringir la Constitución general en el caso se- 
gundo del articulo 101, pues que vulnera la soberanía 
del Estado queriendo suspender el ejercicio de aque- 
llas funciones, y para que sea más patente su dcaívío, 
esto lo hace precisamente cuando por la ley de 19 del 
pasado no ^e concede amparo ni aun á loa simples ciu- 
dadanos, en las providenciad que dicten las autoridades 
del orden judicial. Esta ley última, y por lo mismo, 
derogatoria de la de 30 de Noviembre, está infringida 
por el C. Juez de Distrito, supuesto que no ha sujeta- 
do á ella sus procedimientos, no obstante estar publica- 
da y sancionada con anterioridad al pronunciamiento 
de su auto que fué en 28 del pasado. 

El Ministerio cree, que siendo el Supremo Tribunal, 
!o mismo que los otros Poderes, guardián de la Consti- 
tución, no puede permitir se le ataque en el punto mas 



vital que tiene el Estado, 7 es el ejercicio de su sot>fi- 
ranía. El poder judicial, que por su independencia ha 
sido, aun en las épocas nías aciagas de nuestra desgra- 
ciada Patria, ^l asilo y garantía de los opriroidqa, ha- 
ría un papel nauy humillante y la^lioc^oso ^1 dejsirse ar- 
rebatar esa independencia por un fancionario federal 
que ha extralimitado sus atribuciones al imponerle quQ 
no debe ejercer las altas funciones que la ConstitucioD 
del Estado le ha señalado en los casqs de respooss^bili- 
dad de un Gobefi^ante acusado. Un acto de semejante 
degradación seria la mas patente prueba de que, ó no 
se coo|iprendian por el Supremo Tribunal i&us deberea 
ó que no se tenia la dignidad de ^alj^erlos cumplir» y se- 
ria muy triste que cuando ha tenido la resolución de 
arrancar al despotii^mp algqnas víctimas con el incon- 
trastable poder de la ley, al presente no bi^^y^ podido 
conservar su potestad y entereza porque se le ha^ pues- 
to enfrente un empleado de la Fede^ac^on. 

J^l ministerio Fiscal, por tanto, concluye cpn IsjS ^- 
guient$3 proposipiqnes: 

1^ SI supremo Tribunal como poder soberaao del 
l^stadOf no reconoce en el Juzgado de Distrito ni en 
ainguu Tfibunal de la Federación, potestad alguna pa- 
ra mandar suspender el ejercicio de sus funciones co- 
mo Jurado de sentencia» 

2* El miamq Tribunal prote^sta contra la invasión de 
la autoridad federal en asuntos <iue. no le conciernen, io- 
fririgiendlQ el párrafo 2? del art. IQl de la Constitución 
general, el 8? de la Ipy de 19 del pasado y el 107 déla 
Constitución del E&tadp. 

3* El Supremo l^ribtmal cuando funcione como Ju- 
rado de sentencia, no es responSabJle de sus actoa con* 
forme á la Constitución del Estado, porque es el Fue- 



blQ representado len él quien juzga al funcionario eul- 
pable y ^uk resolucipqes son stiberwias y sin recurso. 

Sap Luis Potosí, Febrero 10 de l8e9.-rLic. Ji^m N. 
Qcmzakz 



ARTICULO QUE PUBUCO ÍJL PERÍODICQ 



ÉL ^*ECO POTOSINOJ' 

El editorial corx^spondiente al número 4 d^l ^'£co 
potosino'' SQ ocupa de anali^sar, á SU( modo^ el dip^d- 
men q^ie la Diputación permanente emitió con moti- 
vo del ju»cipc|e aipparo protnovido por el Lie. Lozano, 
como apoderado de D. Juan Bustamante» á/virtud dpi 
veredicto de iicusacioit erj que fué, aquel declaraiio cul- 
pable de varios delitos oficis^les» apoyáncjpse falsamen- 
te el autor dp dicho editi^rial en supuestas infrsicciQ' 
nes CQnstitUQÍpnales que atribuye al Grap Jurado. 

ÍDe estrafiar es ciertamente q^Q e| p! Lie» Lozano^ 
pcuHándo^e b?ijo el seudóninao de los redactores del 
Éco^ porque siin ducja se avergoazaría-de pAner au fir- 
ma al frente de un editorielque i'eve^ n(^whA ignoran- 
cia y no poca malicia, se hays^pexpfíitidp, entre gro- 
seros insultos» desnaturalizarlos hechp^, hacer siipiQsi- 
ciones gratuitas, y de.scoupcer principios que los me- 
nos aventajados en lOf ciencia. n^o .9{3 atreyeri^iQ anegar. 

En efecto, para combatir la 1* razón, qye en . dos .pa-, 
labx;as sentó la H. Dipqtacioq, áffin^de persuadir que 
no. debi6 híal)erse. abierto eljwciodieíaaikparo, porqire 
el Gdran Jurado no se. ocupúi de la individualidad de D. 
Juf^n Bustamante, sino del funcimario publico Goberna- 
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dar, afeóla no ver que el individuo está regido por le- 
yes muy distintas que las que rigen al funcionario pú - 
blico, que una es la vida individual y otra muy diversa 
la vida pública, que la 1* se halla al abrigo de las 
garantías del hombre y demás disposiciones comunes; 
y la otra á los auspicios esclusivos de las leyes que 
forman el derecho público, que bión podríamos llamar 
local cuando se yefiere al gobierno interior de los Es- 
tados. Y bien, si ese derecho público local está ga- 
rantido por el articulo 40 de la Constitución general» 
si á este derecho pertenece clara y evidentemente es 
tablecer, poner, ó remover, conformé á sus leyes, los 
funcionarios públicos de los respectivos Estados, ¿có- 
mo podría abrirse legalmente un juicio de amparo en 
que se atacasen aquellos principios, en que se pusiese 
un Gobernador y se removiese otro por un juez de 
Distrito, echando por tierra la soberanía de los Esta- 
dos? ¿Cree acaso el apoderado dé D. Juan Bustaman- 
te que los poderes federales pueden por sí ó por me- 
dio de sus empleados quitar, poner y remover los que 
corresponden al régimen interior de los Estadow? Que 
tal pensara un conservador,' un imperialista, uni*etrO- 
grado, pase; pero que así piense una persona que se 
jacta de demócrata, que se muestra celosa defensora 
de la soberanía de los Estados, y simula defender las 
instituciones que hace trizas, esto causa desesperación 
y vergüenza y apenas puede esplicarse con una sola 
palabra humillante, hipocresía. 

' Las ideas que hemos manifestado no son abstracciones 
metafísicas, como pretende hacer creer con afectado 
candor el Sr. apoderado' de D. Juan por medio de una 
chocarrería indigna. No, aquellas son ideas objetivas, 
practicadas y que se concretan á tales ó cuales hechos, 
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á tales ó cuales funciones del individuo o del funcio- 
nario. T sí nó: que se demande civilníente, por ejem- 
plo, á un Goberhador, á un Diputado, por una cantidad 
cualquiera, en ese acto veremos al individuo obrando 
bajo la infiuencia de las garantías individuales y del 
derecho común, conforme al cual se decidirá la cuesr- 
tion; pero que dichos funcionarios no se demanden ya 
civilmente sino que sean acusados por delitos oficiales ó 
comunes, entonces se verá que todos los actos de la a- 
cusacion y secuela de la causa mientras se halla ante 
los jurados, no se refíeren sino á la vida publica del 
funcionario ^hombre. 

En efecto, en el primer caso, es decir, en el de acu- 
sación por delitos oficiales de un funcionario, como que 
solo se trata de averiguar si ^ste ha infringido alguna 
ley en el ejercicio de su empleo, todo el procedimiento 
conspira á la aclaración del hecJio de la infracción, 
que el veredicto se ocupa de afirmar . ó negar decla- 
rando la culpabilidad ó inocencia del acusado. . Eo to- 
do esto, como se vé, al hombre-funcionario no se le 
mira sino con relación á las faltas cometidas como 
tal, y nada tiene que ver en el caso de su calidad de 
hombre, sino su calidad de Juncionario, con cuyo oa- 
rácter ha delinquido. Y aunque es verdad que muer- 
to el hombre, muere también el funcionario; también 
es cierto que si muere éste civilmente por destitución 
ó por interdicción política, el hombre queda intacto á 
pesar de la destitución ó interdicción política^ con- 
servando su vida, su libertad y demás derechos indi- 
viduales. jSi creerá el Sr, apoderado que aporque se 
destituya á su defenso del empleo de Gobernador, ya 
quedaría por el mismo hecho sin vida, sin libertad ni 
derechos individuales! ¿Podfá un funcionario píiblico 



ai desóoipaf un pütsto en hs poderek del Estado dejar 
de conservar la naturaleza que Gomtituye su ser? Con 
esta parodia queda contéátiadá la candorosa pregunta 
qué dii?ije én térmiríds opcreetes^ y pOP ello sé pckirá 
caléuiar cuánto valdrü* su fanfa^roiiá^a del ^'risuní té* 
neatis amici" de Horacio, cita que áilnijue bella cuan« 
do es oportiiüa y no sé, vuelve- eri contra del mismd 
que I^ uisa, es pot deiñfeis fastidiosa y mal recibida, á 
fuerza de haberse hectío táo coroiin que sé halla en 
boca/aútl de JáH personas m^ ÍQCultas» 

En^él segundo cásoi esto es, en el de una aciiáaciotí 
contra uñ funcionario ^ox delitos comunes^ el Graá Ju**' 
radono hace sino examinar si hay méritos ba3tántésí 
paro) qupe-áe . proceda cdntra d ác'uiadó, coii<iediendo ó 
negaiido elpertoiso^ á los Tríbütiáíes ordinarios paria 
qué^ procedan ' contra aquel, es decil", el Grau Jurado, 
declanafido qii^é lia lugar á formaeiondé^ cauda, no hace 
sino despojarle de su. carái^ter de funcionario publico, 
y eníti^egarlé al poder judicial 6o mo individuo^ conid 
h&mhfe^ para que v'pot^ todos loé diedios oírdiuerios del eu'- 
jiíieia/miento condene d absuelva' al acusado» lo mismo 
qti^ seB hafée con> los demás «delincueníts^ vulgares; Eft 
éste ca«o 86^ percibe btetí cIsH^adeínte que hasta, la de^ 
cl^ramoQ del #ratf Jurádo; eí^reb estará' sujeto vi dei^- 
chí[)ísptiblicxyílocal| y'quigí puesío yb á di«pos¡^ióirdé Ioéí- 
trib€ii^es':ordiínBii6s; debe ser juzgado pot el bis con^ 
sujeeion^ á Iai9 let^es cousAnes. ¿Dónde, ipú^i, eíéán? las 
pretendidaidíabj^tr^übiotieB tnetáffsicas q\ie caeii tan mB¿ 
en asuntos potítióos? No hay medio, ó scf ignoWn^por^ 
el apoderado los' mas tribiales principios dé derechb^ 
público^; & ha pretendido embbücar á los incautos cott' 
menti!^as^y patrañai» de las que él niismp se avergiien^ 
¿a): tuMívo pop el' culailuo^hít' querido prdHijalr sus mis- 



ttfas- ffíodtíctíím*^ iJiÁ ' apafr(?cert cw de la^ redáoto- 
resv ' \' ' ' 

Cc^cedití^püí üti tñotfaeiito' el 'Sr. apoderada que iaí 
dí^utdcibfi díjetií Itoiíy l)^ el pritüBr fandk-i 

nrténttí de'su díttófb^i, y sé prégtititá ''¿quéi sütíétíeñtf,^ 
srái'codí8ectifeti<iiapd¿í Veiíeditíto se le iitapMéírla' al C' 
Gobernador fiastamante, la pétiiel dW cuatro afíbs dé 
pri^Gn qúfé éiátáíbíé'tíé^ él 'áttícnlo 26 deí decreto nüm'e-, 
ití'li\dfé'\k kci^^^ ¿A' quién' '¿6* Te impórí:; 

dtíd^lá periaí;^ái C Buábmariíé; coú ¿u tiátórisáezá :d'e 
Gobernador ó\Úl tHIBúStóttlaTíttr con sü natitrilfesá de 
hjtrtnbife^*^ P^té^ eéííát poi' tíerrr^^ seíiiejánté 'modtí^ de' 
argü'ñr' cohitíiTí¿aíréihoV' p6r negarl¥'aP apódferadd -qué' 
püfeÜa^á][>H'cárser'a! 'e¿-g'óbernadinr ' otta » penai qiie^ ñó seía 
la sitnpté'^'d!^8l!íftífcib!í conio cortseéueñcia^del vmdittd) y 
que^h^i có)imtiá6 ^fí^u discurso uHa peticibn dV pX^n- 
clpió/daijyo pótdétíiíostrádb lo' qué* antes, detíia proÉíal-,. 
es detíir; i\\ié coftío coHséctlenciíi del veredicto de acúsactari, 
podid 'ifriponerise ó* su' défehso cuatro añosde prisión: 

Y ¿pocíHa "et'St. apoderado; probar con el artíéulo 
que cita ú oti'o, que debía imponerle á' aquel' la peua 
referida díEf^cúatro'afíoií de prisitfrí? N¿, porqué -si bren 
ha sidA dtíctáratít* culpabfé'pot el dícho véredítrtó de 
algtitras itífíátícfónM 'déla Gdrfstitúcrotí^ 
eérabÍé'6e;lá'Íodéyétídéb*órá de' íó^poderés del Efffaáo, 
nbeS tnétróá éiértó q;üé'[ídf dipho' aftícdlo' sólb se ímpo- 
fie*-atjtíetft :peDa cüáifdíí ebMaf infrVóclon bW intervenida 
vióUndcty^tj^'tíÚ iütervíniéudó ésta, solo sé limita á^ 
sMktW^étíérpi^ d^¿tft\ifcion; que sólb afecta ' 
aiTüñciotíkfícr;' y Soló^iál' 'firfbioñfatloi ¿gn qué; quedai 
mOF^ '¿jjbc&fáx^^^ oecéskrtAS; ^w ingeñiosáij 

lo" que todos comprenden 
üOiriun'......?Pero ño, que- 




ésa, preciosa iriveQcion \é saldría ^ las mil oi^ravillas^ 
porque mucho le convendría que el Supremo Tribunal 
condeiiase á destitución á. Don Juan Bustamflníe foto- 
^?Yyíf?4?, pudiendo Don Juan Bustamai}íe original se- 
guir de Gobernador^ engolfándoae á sus aacliuras |5n,él 
vasto campo de de5inoráli^oÍ5),i),^^ íl^gpbjerw) en.qué 
ta»tQ se ha d^tingqido. , ¡ ..,,,.,,. , -. , • . ,. 

Ppupase.ep seguida el citado ¡e,ilitoiriaLde la s^up- 
da raz,op eniitida. en, el dicíáo^n d^;]a. Dipüf^cipn. 
Erta se propuso, déi^iostrar. ^on e\ artículo, relativa 
de Ih ley de 30 de Noviembre,; ¡qu« :r>Q úabiéndofia 
a^a^c^do en .el veredicto de acusa^jiQn ni la persQna ni 
lo? \j[iterese9 del C. ex-Gobernaxior; río debid abrirse el 
juicio de^ siipparo ppr inte;feses pftlílicps del pueljlo. po- 
tosiqp^ como todos los que concierneu áau administjra- 
ción interior., Esto supuestp pregi^nta el JE'co,. ¿i por 
tal 4^claracían de' culpabilidad 3e aplicase al 0. J^uaq 
Bq^tamante la pena, de muerte que indica el art. 31 
del decreto citado^ ¿no atacaría á su persona ó inlere- 
&e$? y así sigpe. discurriendo hasta concluir cpn su pom-^ 
pQso.mwTW tenealis amici. , 

, En esta coñtestacian que. con aire de triunfo, nos ha 
e$petado el defens<or de Don Juan» no solo se. notan ios- 
nf>iamos. vicios dialécticos que hémp^ irjLdica<Íp arriba^ 
sino la mas asombrosa confusión de Ips delitos comunes^ 
cpnlps delitos oficiales,, pues, qom,o sé ha vista ya. en 
los primeros el Gran Jurado np cpnoce de la causa de 
los altos. funcionarios, sino que d^^ ppr depirlo así, el 
pa,so paríf que se instrqya por los/tfibunalefl ordii^arios^ 

declarando si ha lugar á la íprmacion de ella. Pues 
bien, si el veredicto en cuestión se refiere ¿la declara- 
ción de culpabilidad en negocios oficiales, . ípot^ qué sja- 
poner que, como consecuencia de j¿L, ^i^'réa^^^ 



« 

rá imponerse á Don Juati Bustamaqte la pena de muer: 
te á^quese refiere el artículo ciíado, y el 23 de la cons- 
titución general hablando deíoá áeíhos comunes y gra^ 
ves? ¿no ésto burtarse del pueblo potosino é inferir un 
insulto á st|. buen sentido? uio es esto tener en nádá la 
ilustración y; decoro del' poder judicial' de un Estado? 
A nosotros no nos causan Tim\ con Horacio, dislates de 
tanto tamaño; sino que ^os hacen implorar compasiQti 
para tanto rfelíríoy fatuidad. 

AI ocuparse cfl Eco áe impugnar la 3- razón del dic- 
tamen aprobado por k Diputación permanente, razón 
que gflta dédíice áeí tenor del arti 7? de la ley de 30 de 
Noviembre, que no considera parte en el juicio sino á 
la autoridad resporisáble: sienta enfáticamente: 'SCpn 
que por sef irresponsable Ona autoridad nq tiene dere- 
cho un ciudadano i;)árá pedir áníparo para sus actos?" 
HA^amos un lado este rasgo de bella literatiira depara 
amparo para, y de las palabras susactosi, que no sabemos 
á quién reférirús, al al ciudadano ó á !á autoridad, ras- 
go que debe haber dejado aturdidos ^ los[ lectores del 
Eco, y respondamos á éf^a pregunta con este argumento, 
émaóacron de la ley. Ninguna autoridad ifresponsable 
debe ser parte ni oida en un juicio de amparo según el 
art, 7" Luego contra ella fio puede abrirse el juicio de 
amparo. Si el Sr. apoderado pidió que se entendiera 
«I jaicio con la Legislatura y en su receso con la Di- 
putación, pidió indudablemente una cosa ilegal, im- 
procedente y por uisar de su espresíon, disparatada. 

Pero ¿qué mas podia esperarse del celoso defen$pr de 
las instituciones, y' del decoro y dignidad de la Republi- 
ca? ¿no pidió también en su escrito de demanda^ "que 
sustanciado él jucio, se sirviera el Juez declarar que 
la Justicia de la Union amparaba y protegía al C. Jua 



Bustapaante. . . .declarándolo m ^l comj^kf^fl.^ce de ms 
derechos como Cfóbarfmdor (^oji^tflti/^igml deh ¡^^^f^' ' 
¡y quiei) ^stp escribe Uewp bajstí^,^^ 
de' respeto á Ias.¡a8titppiono?5r^de^9Pfc;^]^^^^^ 
de la República! Ataca ibp|M,^p5it9, ^,^as |fl8í;¡tui^j^a,es 
,y aquella dipjd^dhiriepdp. *eflr8ij..^9|9.^ 
derativo, y por safca8piqpQs.dicj?,,quje^jlo,l;i^ 
de las piis|nas.in.sütucioi^p|,,jqa.^, ^^l};ji;9JV yfiSffVWW! 
Devéras que cuando hemos .vl>ífi/*e^ílifl^.a^l39,.píl^^ 
wiba suhtray^da?^ ep que (Je^p]t«j^4i?p4p§jp^,4gl pbjeio 
d^l juicio de a^mp^^P s^tuf^ pir^ 
yerd^a^rck nfíira pai;a.qjíe. sei .4si4?f^fee,,^\jr4Qf^fQ fin el 

completo g^ce de s'^s ^eref}f>f^^c0i^ f^pbjerm^pXidel^E^ 
do^ hemos' espado tenli^do^ de, .de^ix^ |iQl.npia9,»stu- 
diq^que se püsq en ccjiltar el. aifií»^itp^ 4aki§tbwJ.a^.VJPa 

oreja iudiscreta yipo,^ i í^^^^^ ?J^ ^^hMh^h^W '^^^' 
pula, ' . . M 

Pqí, lo d^ipas, la.9t)gQrv,a^9Í.w^ 

respecto supp^iepd^^ .qM;^'sirQl;(>^^n J^rp^do,^^ 
bitr^r¡i|.rij^nt6, iiii^^4af^. apliq^tr^iji^^^^^ ó 

^hprp^i: á un pi^u^^daAO.^iu. ^g^r^si 48,4J«^ic.iq aV9P^^^- 
do la Qippgíitucioa feder£^!^, 'Á^^^ r^?)¥^^- '^'-ríi^Slíf ^o ^^ 
a,p).pato, á 1^ Jus,tip9| 4e U .Pji^iopv. ;t^l; -oíf^^y^Q^ipiid^fe- 
piípos, ^stá^ calcada, bpjq, i^pps^cjqp^si. ^«íí'Tno -po^^an 
adnjltirs^ eji.qipg^p.xa^q..,síf3pp,es .c^^pítp sa^hv^biva 
deseopadfínadp. la aparq^íqt/; yi í?d4w?^ Sptiaíj>lep«:>(ijíaei el 
Gran Jurado. pqPí(Jp .jmpppifn'^.p^a^ á^los, ci^dftitóftPs, 
lo puales^abaurdo;, j^xiW^,Bj[i^Q\sS9loi'd/^^ 
fáí(í(^, y-aán éj?*tp., repap, ^bfjarfijflRÍpp^^í,f)^bli^ps por 
delitos pficiales^,í^wqs^ t!:^4p4(í^Q Ae^eJ^ (p« ^pflij w^pe^.n o 
sólo no imppne/pena algupa,^nq,solc),^np detclara^sies 6 
iro culpabíé' él fúncipnárip, slnp/qup;tQ(Ja{ jajpjex^y pnpjun 
^stá limitada,' 60010 ya se ha notado/ ái»'d9plarT3rqi»é.^h 



diaapos .se. fipcarg^en 4e;,líf|€|9iax|la tHeUwuencia de 
.ajgucl yja,pepaflpeje.450j:íppjjppde^^ 

^s«»;«Wí«W?><i^l«*lí^^ el)^lfK)iiásmtí'mftabQri0f9so 
. w^ |eyy,W[*ijí.MÍÍ!Pulí> ^]^\^eri^}f^m^iiü^mm\ihM w- 

• xii^iÁWlppai^ltyH^j^ ymoiá^'mtéé' 

- t^^i^W^ «iíWBWffJ^ líeía.ii^iiñcHAy jaspJaíBdor de 

]da(íÍ.Sr#|^flfrfiiífehB:aioí^^ pesojá tan ,alta 

autoridad que á la simple apasionada ppipbifiisvya. 

• íEI>:vkd^déik$'d*«p6tWího,f*;itíf^ está, 

. aMreniqu«:)ifojé^¡d^al]^rsé^>^ ée éfáíp^io x^ontra 

Ufñlnx^ 6lcútflMoi^W\}S<í^ sos- 

XñPtrj nealt2ArX}i]K^ fesí^(iietré)i federales ; jungan á a- 

í cábar; concia «blub'^á de^'I^s^^Bsiádtís'j^br'cdti^tícfo de 

., o« Jil8S>de< PilÁiit)(>^;iqiM^^ íféñé^él précWjitb' de 

la ^aartaj fiíndaifian^l^^^c^ b< P^v^nlif^á en ^ artículo 

40. :i©e^ips*a*áiariéfa,^er!i-y^^^^ para adélati- 

tey'«i|ivíez de- *tólfeífti* la ífeístoiBfcthK¿aciom en' vez' de 

afianzar lai^atonóiúíti^t^é Ifa^'Eétktlps'én su rSgítneh in* 

teiíióri)retrbced^íáaítls^^fiti9b 'é^^k^d K la ^arbitrariedad, 

al centralismo, á:iliíidlt«a¥^tí1a' y' h^ká el . détpot|stho, 

con meítffiié Sé tittióWráí s&bib íristitücíoiies. 

Al ocup^rs^ flfl¿Q ,í^ot(iswo\áe íaíaí^on 4^ldpl cliQtá- 
metv de:la,,JQ||9nt^jpn> «^Qiqfier^ia^lÁeli^rqudilat pi^bras 



cuálauiera autoridad- de la ffaccion 1* del artículo loi 
de la Constitución Kabíari'sídb déclarád$s por el ^tí. 8* 
de la nueva ley de álhpttro en' '^1' sentiáo dfe quedar es- 
claida la autoridad jo^didal, nd 'éoin|)rénde cómo lá es- 
presada fracción hdya sidtí ibt&'rptétada auténticamente 
cuando tal interpreíncidn-^n^^ú cótttíepto por ¡supuesto 
— tío existe 'sino cudodo ét Llegisríad6r, qíie espide lá ley 
esplica el sentido que quiere tláflé. Bi^üe después di- 
ciendo: que el Gongreso Gonstituttíbáal nó 7¿a interpre- 
tado la ley expedida por eí' -Oonátitéyénte: que ^é ciñó 
á reglamentan nada mas bs^ «ttículos lOiy'^lOZ- 'de la 
Constitución; f ooocluye def'tódo-^/iidiírfrese él mündó! 
— que el att. 8** de la nueva ley fte^^inpWé ttií ¿«'decla- 
ratorio de ninguno de hs'^queftn-M^i^h de 30 dé JVoviefh- 
bre, y que, par tanta, 'era^ foízaeía- lá'&ptícaci'ón idé las 
sabias doctrinas? de los joítócolfstiftíób ©újíaií. Gáyl/J. 
Voét y-Bacon* • '•■• . * * / "'"."."•'' ■-;■ L • ■ » : ^ 

¿Se quiere ^ufl.:^efSófíieH m^s;^ ilógito en 

todo lo c[^ua ajqabaino^ de yer? > ^ Ja.EdpUitamor nada 
manifestó j^obnre .dpcljaiaíCWn; jcjtf la ley dé 30 dé No- 
viembre: 9i el punto que. irepfteljrefsft refiere á declara- 
ciou de la 1* parte 4?}¡artíjCulo JOI de la Constituóton» 
como lo reconoce e^ rtiíi&mo'Eco P&iú&mái ¿Á qué 'viietíe 
la inconecsa coj>clusion que deduce sobre dicba.ley de 
30 de Noviembre, absolutamente ^straliaá la ouestion 
propuesta que en vaao pre^ndiá paqtefi^aii Tai cues- 
tión, pujes, ha^ qped^dpqua^l: estaba np la hA herido, el 
Sr. apoderado, y. oPíL $u .palabreríai íi^oIo ha venido á 

probarnos su palp^bl^ ipcqos^piieuoia. ^ < ^Ií^ 
Por'lo demás, Dpspfrp^ le je^ji^itiipoB al aator ,4if,4 juris- 



Coagresade la Ünioa es kgUlfidor parece iivdudable que 
' ÍDterpretó aiítpnticap^eiUi?^. e),.art. 101 de la Constitu- 
ciop por el ftr,t. S- id? la l^j. ¿e 20 de jPnerc que restripge 
el smtidp^e k»iMÍgÍ^^.''i}^ de que 

usa aquel á la legislativa y ejecutiva; de donde. qooduiv 
remojs^.fjgnljkBipjaitamí)», qi^e las doctripap de los es. 
priesados.[au|ot€{ií,hgy.j^vfj9,^j y exactamente aplicabas 

al):^S9í; ■• .}) .• . * V ^j -r' . .. • 

§j i^^to.jiq b.^ata«€l.?J iSt/ípo4eri^dQ, puede coygiultar 
1q9 di^cor^CfS. que ba¡/fiquLyfido. ver de los Diputados 
que defeadiefon ,.*) Jftfw^j •í^v^*» f ^7? pensamiento 
domio,ó al ypt¿rsej;y:^i)ued|^ yar también la fracción 1* 
del art. I** de Ja.nuevar, leji^qu^. es» el texto constitucio- 
,, na,l y comp^^ándQlft^^cj^^pij^ ,c(m 8%wnocera 

que este res^ri^e las; pa|a,^|ig . cuaígz^iVra a?/¡/ortWa¿ á la 
legislfttiva.y.?¿eci^tÍY^,<5i^fi,p^^^ no el espíritu 

de dicha fracoipa, s? e^gdia^A la Judicial. ,. . , 

Hecba cata cpn¡^pa^aci9q, .in^rrogue sinceraoieifte á 

su inteIÍgpflcÍ2>í.:?i ^íM^ ^1 ?3 !^ ^9 asplicatiyo de aque- 
lla fraccÍQp,?yj,e8tamps 3íigurp^ de qije su respuesta se- 
rá afirxflativa, .i?i;?lla bíí de i^er. dirijida ppr la verdady, 
por la buena £é.. , 

Ahora, hablando de^ialey de 30 de Noviembre, en* 
contranaos á nuestro. eQ|bj^nder^ upa preciosa confesión 
del Sr. apoderado,^ Pipe asi- ^/'La ley,de 30 de No- 
viembre no er^ buena,, pqi^qn^ .no se cumplía en.sua- 
plicacion cpn el espíritu de. jos .artiQqlos 101 y 102 de 
la Cpfistjtycipn, y el Congjeao,,geueral tuvo que dero- 
garla,. Es así, decimQii nosotros, que el espíritu est^ 
contenido ahora en la úl^o^a ley, especialmente en el 

art 8?,qi)a(po.ajiii^i{;e 1^1 tj^Qlirso de amparo en negocios 
judiciales, ]f. que tal e^piritU; hadebjdp i^iallarse' siempre 
en etl 101 de ^¡.CÍonstitKQJpp.. desde que fué promulgada; 



luegcrapUcáúdosé af taso'-de'^éiíifyáíi» présébíte- d' éíÉado 
art: 8?" nó ité hatá otra -cds«>q«M%ffHetíf'fel'c*pfr?f1i mis- 
nffé'dél'arfe' IGl'de ía^CbnflíííatSirf/ f-^nk éém^úvente 

díy'Micio. • ■ ; ' . 

dtí'qtt*' la" iméyá' ley' sdd' ééá '¿efo^ti%^'9éf*ii^^30' 
de Noviembre. No uos negará, eoTpez'o', qae attü^^'üé' 
derógSifoHai-en'tódb lo rekliVcJ' á c^mpéiériá^^^j^dct^i- 
méütiáiactmks,- que nadla üfeAíen IqÜé; ve* coít^fel'^a'dfr, 
détite'séraplfcadá; desde' él úibmenfbMeti' (tíuiér«^' pühllica^; 
siá que sé' dfga ' q\ie se'fó' hkééi't)ífad-aci'í'_'u'rt éfecfitt» ' re-- 
trt)arctiV'or y'eotAodióhá Téj^^iséí. hal!ábíí"irtfbl!éad^-'ett 'ep 
Ékk&&úe$dé eVZ6 áéVpr&ñtÜá'pb^iX&'-^tiH^'en qíife- 
se^rfecte eiVítfóUfífo ofi^iaf VÍél '^ GM]i¡érttóVe*'e'^y8ñ*é> 
qtfe'el proéediüii^to' y íá; ^M|lít«tiHjfaf^* Xstípbíiií' ét' 
auto de 28 en qué el" Jücz''dlfíH»te?t6^*ÍHÍy^]'jiÜfefb'd8L' 
atn'pairo;:hátt ' sidoirreguíííf te»,' ihjiiífíóái y' aíeMátcíri^.^ 

Cbhid béf liMi'negado^ aút^ íás cdsá%'úi«t8 M^iÉiíé<!i' y 
y sabidas^ y acaso- se'ptfédáícdúdaf';d«';ía(fil'É«M*"d*^ 
nuestros pobres^ jfticiósy nó" afeiíPpdr ^détoáis' ti'íiidtifc1k"eÉ 
seguida un párrafo que sobre esta' materia eísbiíb^ eli 
Jóriscortsuító BeÍHiíe^cft sü 06Íra;'d)é44'»'Hlb46fía^ííl'(}8- 
redjhfOv "fías leyes-, dí<ye^rtfótiVálí'á^'ofg%lm^«rtthi^ji^ 
dfcVfel/á 6ompét6tíc\:iís y ^ pífOciífiSkittiíós' dé'tíífn- -aplí^ 
carsiJ á todos los procefáds f(iitííii&ok'pOiéefi(jí'ikénfé^&^- 
que'eí prínci'pio dtí la áetíía'nak ^éváahtéHbri AW'dti-. 
tribunal dfe I" iustáftfcia juiígdra'Sdéekriaitítítíté-'^'slii^ei' 
cursó un litigio quef eiitra*' éh':sü * tidÜifp'etettCíÉt cómo* ú^v 

timo recurso según el'déríldtíó' ^tíl^sil;' áutllltie*¿tí¿títt'íi- 
ley dtíl 'motnento 'diíl' odtit^tb>hb 'te'4itífii^éíip<HaM(f jui^- 
gap siiity bajo Ía«speét*íi#*i d!é>tim^púM&iV''- ' 
SiSjjiitt esta dóctrihái él'|íuftíiíPdé''atiit>íirt< dfe qtíé tt*- 



tarifóSnd debió habfer^tí abierto, por la doble rrtzrííi dé' 
que erartícolo S^^^de la nueva ley, al niistiío tietópo qüei 
BeréfétídL&Mú'pfocedimentú negal]íái laí cóntpietéHciü ?il 
Júéi di^ Dirtrito éni negocios judiciales. ^ 

Daremos fin á este artículo, ofreciendo ocupáttíí>8 
eir otVd sobr^é los ei'cesoFí que falsía liibíi te se atribuyen 
alGran Jtiíadó, y sdbre la cüestiou ptindipkl dtíl'arh- 
paY», á fin de qtiie seveÉi cuén desacertfído est\ivo e! 
deferfisor, as! al hablat de los' heclrosy como al dedircir 
él derBCüo. 

Nos qtredd él sentimienio, sih erfabafgo, de hábéf 
iñiSéritb estásí linda» con aígiíná acritud} mfiy ageñá dé' 
nUést^s f^oducéionesj peto sirva á ello dé diíídiüiipa la* 
maík-iníjíresion que nos ha eaüsádo' tío sólo la ofi^M' 
qtítf' só báde por el apódoikdo deD: JUah al püeblb' 
poib§iñO' y á SU& atitoridádíEisi sintiloslérríiinosínde!- 
CóirtíiS6¿' cóü ciüe las báilifi¿a asíí én eVEco cbnfb en sú' 
detnaada, olvidándose lastimosaniéhte dé que'Una^- 
gáütí poí sü' propio décióro y dignidád^dfebé abütldfer én 
íBitíüÚ^'j no énlosíiltbs. 

Un defensor de las instituciones. 



2í ARTICULO Ql/E PUfltlCO ÉL PERIÓDICO 

'•LÁ OPINIÓN.'' 



OTRA VEZ EL '*ECO POTOSINO.'^ 

Ofreciólos en nuestrt artículo antertor ocúpatenos 
de' los excéisos qué él '*E<io pótosino'' atHbuyé fálsa:- 
méiíté alGrrán Jurado; y tocar la cuestión déíaníiparü 
éñ lo principal, ya íjué la H. Diputación no sé ocupóh 
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de ella para ser consiguiente con el descooóciaiieato 
que hizo de la Jurisdicción del Jaez de Distrito en 
este y en todos los negocios de amparo que pretendie- 
se juzgar con referencia á actos del poder judicial del 
Estado. 

En uno de los últimos pánafos del artículo que com- 
batimos, dice el apoderado de D. Juan: que en sus 
anteriores consideraciones había supuesto que él Gran 
Jurado obró en la causa de aquel con entera sugecion 
á las leyes, sin .violentar la tramitación, ni negarle al 
acusado el derecho de defensa, y con este motivo a- 
sienta: ''si bajo este supuesto cabe muy bien el juicio 
de amparo ¿qué será cuando el Gran Jurado no ha 
querido oir al C. Gobernador? ¿qué será cuaudo se ha 
abrogado facultades que le corresponden al Supremo 
Tribunal de Justicia según la fracción 1' del artículo 
78 de la Constitución del Estado, declarando culpable 
al funmpnario acusado?" 

Nosotros dejamos para después contestar á la pri- 
mera pregunta, pues ella está íntimamente enlazada 
con la cuestión sustancial sobre amparo que ños pro- 
ponemos examinar mas abajo, y contestaremos desde 
luego á la segunda pregunta diciendo: que es absoluta- 
mente falso que el Gran Jurado se hubiese abrogado 
facultades que corresponden al Supremc» Tribunal de 
Justicia, y, por consiguiente, falsas serán también las 
apreciaciones ó conclusiones que se han deducido de 
aquel antecedente. 

Con toda la malicia qué campea én el escrito que 
combatimos, se ha apelado para aventurar tal despro- 
pósito, á dar una interpretación forzada á la fracción 1' 
del artículo 78 de la Constitución, considerándola ais- 
ladamente y sin referirla á los artículos 105, 106, 107 
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y 108 que la espücan perfectamente, haciendo forma! 
distinción entre el conocimiento y sustanciacion de los 
delitos oficiales, y el conocimiento y sustanciacion de 
los deliios comunes. 

Aquella fracción, al hablar de las causas de respon- 
sabilidad de que debe conocer el Supremo Tribunal 
previa la declaración de haber lugar á^ formación de 
causa por el Gran Jurado del Congreso, se refiere evi- 
dentemente á la responsabilidad criminal, es decir á la 
responsabilidad que procede de la qomisioo de delitos 
comunes, y de ninguna manera á la responsabilidad a- 

vil 7/poUtic2 que resulta de los delitos oficiales, que tie- 
nen qna marcada diferencia, tanto respecto de sus pro- 
cedimientos como en cuanto a su resolución y efecto. 

El artículo 107 es esplícito, quita toda duda y afir- 
ma eo tal sentido \q dispuesto en la fracción que se ci- 
ta del artículo 78 al decir espresamente: que de los 
delitos oficiales del Gobernador y demás altos funcio- 
narios c>onocerá el Congreso como Jurado de acusación y el 
Supremo Tribunal de Justicia como jurado de senten- 
cia. . . .quien deberá proceder á aplicar á mayoría ab- 
soluta de votos la pena que la ley designe. £1 
mismo artículo dice: que la declaración del Jurado del 
Congreso tendrá por objeto declarar si el acusado es ó 
no culpable. ¿Se quiere cosa mas clara y terminante? 

Si el Congreso, erigido eu gran Juiado, por el es- 
preso mandato de la Constitución debió conocer en los 
delitos oficiales del ex-Gobernador Busiamante para el 
efecto de declarar si éste era ó no culpable de ellos, 
¿por qué estraño estravio idialógico ha podido asegur 
rar ísu apoderado que aquel Jurado se abrogó facultades 
que correspondian al Supremo Tribunal de Justicia, á 



quién, .como Jipn^qs yisío, §9lo .corresponde ao^car la 
,pe,E(a ,que Ja ley desigr^a? Y si.pl .Gf^rn^íuij^do iío lisf. 
extralirpiudo.aus fapviUft^^P, y ante? bipn ,^e ba cfiñido 
escnipalosamente a ias que le señala la Q9]:)^;tjUu9on, 
|cómo podría consi^derárs^ie ^cual una persona privada 
én^l negbcioí ¿Cóino podría desconocérsele como grao 
Jurado y resistirse, sin cnaien, su fallo contenido en el 
veredictol Todas estas aseveraciones, son emitidasi 
por la misma malicia (jue truncó á su placer el texto 
Coristitvicionaí para sorprender y enga^ñar á Jos incau- 
tos con falsas deducciones: ó provienen ^de un descui- 
do, de una jgporanQÍa irid¡sciilpa,bles, no yaj)pa un a? 
bogado, sino para el simple escritor púdico. 

Y a,ún suponiendo, por uo instante, que fuera cierto 
que el Gran Jurado del Congreso habia infringido la 
fracción citada de] art. 78 de nuei^tra constitución, |qué 
tiene qae ver la Justicia de la Unión en un casQ en el 
que nó se habria violado ninguna garantía individual, 
ni invadido la esfera dp los poderes federales? ¿no ¿aria 
aquella la que ofiénderia en su parte mas delicada laso-? 
^b&ranía de ios Estados, violando el art. 40 y la fr^ac- 
cion 2* del art. IflJ. de la Cí).q,st¡tucion gjsneraj? jíle- 
^serva^o estabra al apode^rado 4o D.Juan Bi»staWjante 
proclamar que se .diese el juicio de amparo ipor un.a su- 
puesta iívfracciQn 4« íWjeaJra canatitasipn pwíicHlai', 
^.uaoido en su. misma demanda pro.^a se vulq^^i^Q^e im- 
píamente la soberífcnía del Estado de San IiHÍs,,i quien 
deaea pirnerle pn »GQj>ej[na.Qpr,q,up sin duda ,(^Q#YJ^fl4?*^ 
muy |t)ienÁ i5.usiiiies privados, ppro que flo pQítr4 cw- 
venir jamás á lo^ d^rpc^ps é interpseíi pAbíjcos del {^ue- 
:blo potOi3Íno! 

Si l^s expje.sjos atxibuidos al ;Gran JJuradio ppu jp^ii'a- 
míinte quiméricos, y al ppíitf arip, excgspp y ^^y ,gcay;es 



§e ,hjan cpjtijsupado pqr m^otidos d^ínópxatas q,ue han 
yenido^á insultar á los, poderes del ^dE8ta.dp y al pueblo 
qae^9.sjha coj9tf:it,uidp ,9011 su^sa^pgre y sus riquezas á 
Saly^ el có,d¡g,o fBgr^do que hip9pritapapn.te.|^e iuyo- 
ca.pfirja alqaa^ar ,\¡in^ ipiqui;C|ad; pRseiipnps -á . ex^paifl^ir 
^aSiQueslioftes .^n su irelficjon aa^tancial í:pin elJMicio de 
amparo, y vq^^pips, ai en j^&jte re^ipcAto ha sido tanfeü? 
,^1 %.^aip9dei,^do p.0i¿io en todo lo dem^s qi:ie ,die¿ai«ios 
.q(Mite-3tsdQ. 

,P^^a satisffiper.á ,ay9*tro pr^póeito ja^optiareg^ 
^^^que,e|D nuqptro ,conceptp .no^^ea el ¡pías flPiQtódijCp — 
.el ór4en que en,$u 4efQjpsa jesitaUJeció el apode.r^ílo de 
jpipn Ji(an, para.sieñalar 4^u jUjaüera las infraQpjiflnjes 
,fion^tit^ciwaIe,s,,aj;,ril)VÍ 

'!Prii^§ro,4Í<;e, »el j^rt. ^4 í\q la .Cai^tii^tacipn j[e<í§f)al 
pj^eviepe ,que,nadie^pueda sier ¿uzgado .dps ¡y^ccís por 
,^1 íftisajo Ae^lLío, ya .^eaque.an^eil juicio. ?e Je ab?^uel.v^a 
ó.seieísou-dei^ve.'^ -Rn el cftso, iCpatiu4a, el yeiiedicto 
,de 27 de ¡Pici^pibre en ja 15 y íi^ 4e(SU« opj[icliísioi?ei?, 
iba jde parado ,culpfk|b|e jal ^^^^ J5ustaniaJi.te ¡por los .bechps 
.qi?je $e jei^ei;ep^xn;lps^p^rJiafQi8 ,8** y 9^ d^fiJ^^psipte^spo- 
sitiv^, y SQn e:n.su viaytpr piarte los w^deiós de que m 
je abpolvló en el yfirei(pipto de 27j^e jJijlio.fi^^ ©róxi- 
.jq[io. pasado. 

Es falso que en el veredicto 4e Picierp^bjíie liayasi^dp 

^eíClRr^do cjaJpable el C. exn-G oher asidor j^or la ipayor^, 

nijpor 1^ mwipJ parte, pi poj* u^n solo h^cho de Ips .qu,e 

/^é ^ibsueltp j?n.d Vietedictode Juljo. Para p^nuadir- 

.§^ ,4e,egtp b^^ta^rá.qijLeftue^írpg ^ec.^ar,^s sie fijen pn las 

hechos que se refieren en los respectivos yerjadictos. 

ISq ,el vere4icío á^ J.ulio— qujO j(j|e pasp,dixem9S no 
-Cué prpqpnciadoílpgaífftSRte, pue.s¿en laca^sa nía se re-? 
^iJftir^.ía^.qiíieJa^nate 4^Í^ yptl^^foq elflpataíTa— ^n a- 
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quel supuesto veredicto, decimos, se propuso por la 
sección del Gran Jurado la parte resolutiva, consultan- 
do se declarase responsable al citado Gobernador por 
haber impedido se llevase á efecto el cobro de una con- 
tribución que debía satisfacer un individuo: por haber 
permitido que se siguieran haciendo los enteros en la 
pagaduría seis dias después de publicado el decreto 
número 90 que la estinguió: por haber distraído de su 
objeto los fondos del Estado, habiendo invertido en gas- 
tos extraordmarios en seis meses una cantidad mucho 
mayor que la decretada para todo el ano, y por no ha- 
ber hecho la debida justificación de esos gastos: y, por 
último, por'haber dado órdenes contra la Administra- 
ción de rentas para que hiciera pagos para los que no es- 
taba espresamente autorizado por ninguna Uy. Pues 
bien, compárense los hechos á que se refi-ere este pre. 
tendido veredicto con los que se citan en las dos prime- 
ras conclusiones del de 27 de Diciembre referentes i 
los párrafos 8^ y 9* del dictamen de la secdioii, y se 
verá que ni uno solo de los hechos referidos en este úl- 
timo se halla comprendido en los ya anotados del ante- 
rior, y que, por consiguiente, es falso que haya sido de- 
clarado culpable dos veces sobre la mayor parte de los 
hechos, y falsa también la aplicación del artículo 24 
de la Constitución federal. 

Mas para que se vea que no esquivamos ninguna 
dificultad, vamos á señalar las palabras de los vere- 
dictos, que han provocado la capciosa inteligencia que 
se ha querido darles á fin de presentar las apariencias 

en lugar de la verdad. 

En ambos veredictos se encuentra que D. Juan Bus- 
tamante distrajo los fondos públicos, in virtiendo en gas- 
tos extraordinarios mayor cantidad que la. decretada; y 
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como en el 1? se le absolvió, se deduce precipitada-^ 
mente por el apoderado que en el 2\ condenándole por 
aquella distracción, sale ha juzgado dos veces contra 
el artículo constitucional. En esto hay una dolosa 
equivocación, porque la distracción del primer veredic- 
to se refiere á diversas cantidades, á diversos hechos de 
los que posteriormente fueron considerados por el ve- 
redicto de 27 de Diciembre; Este se ocupó de di- 
versas distracciones dé caudales publicáis que no fue- 
ron descubiertas sino después de haberse glosado jas 

cuentas. 

El argumento que hacb el Sr. apoderado confun- 
diendo los hechos, se puede reducir á estos precisos 
términos. 

'*Segun la fracción ultima del artículo 55 de la cons- 
titución del Estado, no puede el Gobernador distraer 
los fondos públicos de los objetos á que están desti- 
nados por lej. Lue^o, si fuese acusado de alguna 
distracion de fondos, y se le absolviese, no pudiendo 
ser juzgado dos veces, queda en absoluta libertad 
para que no se le encause por otros que se hubieren 
descubierto, y para seguir en lo sucesrvo distrayendo 
los fondos públicos, comió le per'ezca sin responsa- 
bilidad. ¿A quién le ocdtrririá semejante absurdo.^ In- 
creible parece, pero lo cierto es que le ha ocurrido 
al Sr, apoderado de Don Juan. Según esta lógica^ 
como fué absuelto éste del cargo de haber manda- 
do al AdmidtradQrno se cobrase á un individuo la 

contribución (|ue le Correspondía, estaría en su dere- 
cho mandando después que ninguno la pagase pues 
no podria ser juzgado dos veces por el mismo deli- 
to de mandar que no se cobrase una contribución. 
Absuelto en el primer veredicto por haber mandado 
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hacnr algdtibs pagaos nó autorizados, deberla permi- 
tirse, por el mismo principio, qUfe continbara eir los 
mílsriib's désiüíiñefe, al' fin- y ar cabo rtó jíodifei ser juz- 
gado doS veces, y era irresponsable; ¡Talefe sertani 
las cobisfiEicüiéhciaa y los dislates á que nos óondu*^ 
ciriá' t^o peregWna ló^íbáf 

¿Por qué? Sold' por no querer distinguir que la dispo- 
sición legal' se' aplfcaá divWsó^héáios, y qué solo cüB:ñ-¿ 
do se pretétíde-é pilcar por ün jiíéz'cómürt esa liiíi^ma áx^ 
pdéicion AÍrñísmvfie'^ñoiescví^tíáo cabe el prinmpidebns- 
titucional de que ninguno puede ser juzgado dos'téCíeís 
por el ítiismo déíito. 

Todavía, si fuera dable suponer contra la veraád 
que en efectt)^el Gran Jurado hubiera incluido eii la 
declaración de culpabilidad alguno ó algunos hechos 
de loí^ ya considerados en la causa de Julio, aun así el 
cargo' quedaría en pié r^spíecto de todos los demas^ y 
seria completamente inútil un amparo relativo de una 
glimntiá' que no podía abrazar todos los hechos. Y 
si esto e^ así ¿qué deberiamos juzgar cuando sabernos 
que los delitos oficiales por los que fué juzgado en Ju- 
lio, aún se hallan en pié, porque no consta en la causa 
el fortnífcl veredicto que debió firmarse por todos los ja- 
radós^ confofrmd á las prescripciones de la ley reglamen- 
taria ná mero 17? 

BáéYé ló 'dicho réí^títo ala gífraotíá" que só'juígtt 
violada debían. 24 de la Constitución fedml Vea*' 
m'Ós'ahota Ib qué haya dicho el Sr.' apüderiadb téápwr* 
to á las garantías del art. 20 délamis'ma'éarfáif y sobré- 
las cuales hizo tatito ruido útíáprbtéstá'ríclíéufá de' xx'ú^ 
-diputado, cuyas' ideas, tátí siri criierio, ha^ proflijaQfaí eí 
defensor de Don Juan. 
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Ante$ dé entrar al foodo 4o esta cuestión, séanosi 
permitido desmentir un hecho con tanta frecaencldi re- 
p^ti,do por el Sr. apoderado ora en sü escrito de de- 
^m^nda ya en el artículo del Eco, que hemos venido 
combatiendo. Se ha dícHo hasta el fastidio que D. jfuan 
Bus^tamánte no fué oidcí en el juicio político dé que tra- 
tamos. La diputación, encerrada en utí silencio pro- 
fundo sobre este particular, solo por no dair motivo á 
9[a^ pueda creerse que se m'uestraparte en el juicio de 
amparo, ha dejado borren desapercibida esta especié; 
imas nosotros qde présénciaiíios la vista del negocio, re- 
cordarlos muy bien que se leyeron algunas' piezas, de 
las que aparecía que Don Juan habia sido citado por tÍq 
término ^erfw/'^río parai que se presentara por sí ó por 
apoderado aijuicio; que el Juez requerido en México 
contestd remitiendo las di(igeñcias relativas en que apa- 
recia que aquel írecibió la citación y ofreció presentarse: 
qué se le remitió' directamente por la sección un oficio 
acompañándole un ejemplar de la acusación para que 
preparara sus descargos^ y aún tenemos ala vista el tex- 
to de ese oficio encabezado con el nombre del C. Loren- 
zo Tég^a, publlcailden Méiico en el núm. 5,141 deí Mo- 
míof correspondiente al Jueves 24 de Diciembre. Oimos 
leer también üñ escrito del Lie. Arriaga en el que, pre^ 
sentando el poder de Don Juan Bustamante^ se negaba 
á representlirlé, suponiendo que era preciso la compa- 
recencia personal, que pedia, del acusado, y manifes- 
tando Bfieriiks que no' le era posible aceptar el poder 
porqué estaba para salir de esta Capital: se leyó la reso- 

*Iución'qu6 recayó á este escrito contraída á que — si 
m^) noio recürdamos— considerándose sin personalidad 
elSr. Arriaga y* e?t^njdp ya nombrado el defensor de ofi- 
cio,, len r,el)eldía, at3r. Bustamante, se declaraba sin lu- 
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^ar su solicitud: y por último, oimos la defensa deí Sr, 
Villalobos. Y esto supuesto, ¿no es cierto que carecen 
de todo fundamento y verdad los destemplados gritoa^, 
de ía parcialidad qué repite con; frecuencia que no se 
oyó al acusado? ¿Ignorarán que el llamamiento jurídi- 
co que se le fiizo en un término perentorio era bastante 
para precederse en la causa pasado aquel? ¿Ignorarán 
que hay contumacia verdadera cuando el citado legítí* 
mámente ó sabedor de la citacíoui calla ó no compare- 
ce? ¿Ignorarán por última, que la verdadera coniuma- 
cía aún en negocios comunes, carece de los recursos de 
apelación y de restitución conforme á las leyes? 

Nosotros respetamos los motivos que el C. Lie. Ar- 
riaga tuvo para no aceptar el poder, y queremos coa- 
venir en que sus actos fueron obra puramente suya, 
y no un medio sugerido por D. Juan para entorpecer 
los procedimientos del juicio; pero de todas manerras 
resultará que aquel fué contumaz, que citado no com- 
pareció en el término perentorio fijado y que por tanto 
debió ser juzgado en rebeldía. 

Hemos subrayado con insistencia la palabra perento- 
rio refiriéndonos al término señalado á D. Juan, por 
que esta; sola destruye todos los jardines formados por 
el apoderado en su demanda, á fin de convencer que 
no habia corrido el término para el tiempo de la vista. 

Además, uno de los delitos oficiales de que fué de- 
clarado culpable el ex^Gobernador Juan Bustamante 
es por haber infringido la fracción 4^ del artículo 55 
de la Constitución^ que le probibia ''salir del territorio 
del Estado hasta un ano después d« terminado su pe- 
riodo, sin previa licencia del Congreso, y en sus rece- 
eos, de la Diputación permanente." Aquel Sr. con 
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desprecio de la Legislatura, se mqirchó para México 
sin la licencia oí mas objeto real que preparar el apoyp 
del Gobierno general para coqnb^tir.Ias tendenciasdel 
pueblo potosino contra su.s desinanes, violando dicho 
sirticulo constitucional, cuyo objeto no ha podido ser 
otro que tener siempre al alcance de la justicia al Go- 
bernador del Estadop La ley reglamentaria númef- 
ro 17 requeria, por esto, su comparecencia personal 
en un brevísimo término, y Bustamante por aquella 
violacion« puso 6 la sección del Gran Jurado en lá ner 
cesidad de citarle, como le citO, para que se presenta- 
se por sí ó por apoderado dentro del perentorio térmi- 
no de quince dias. 

Si, pues, el mismo Bustaipante que pudo permane- 
cer en el Estado, saliéndose de él sin permiso, emba- 
razó su comparecencia personal y preparó así la emer<» 
gencia de que el Sr. Arriaga no aceptase el poder que 
le remitió, no sabemos con qué instrucciones, cosas que 
no habrian sucedido si él hubiera respetado s^quel pre- 
cepto legal, ¿con qué derecho ha podido pretender 
que se le ha dejado de oir personalmente? Si su pre- 
varicato, en su salida del Estado, ocasionó ese natural 
resultado, ¿cómo pretender sacar provecho de su mi$t- 
mo delito contra los mas triviales principios de juris- 
prudencia? ¿por qué no culparse á 6Í mi^nio? 

Sostener tan absurdas pretensiones sería lo mismo 
que sentar como precedente, que el Gobernador que se 
saliese del Estado estaría fuera del alcance de la justi- 
cia con solo negarse á comparecer personalmente, ó á 

poner un apoderado, hallándose garantido por su mis- 
mo fraude, por su mismo delito. 

Es tiempo ya de que descendamos á la 2- violación, 
que se imputa gratuitamente al Gran Jurado» 
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"Segundo, dice la demanda, en el áttículb 30 del 
mismo código — el fandameotal — esjiressl i¡úe el actísaSó 
tendrá las siguientes garantías. Primera— qáe se lé na- 
ga saber el motivo del proc^diflqiientó y Jel hóttíbire del 
acusador, si lo hubiere. Segunda: qué «é le tójiie sú 
declaración preparatoria dentro Be 4á horas contadas 
desde que esté á disposición del Juerz. 3': qde se Té ca- 
r^é con Jos testigos que depongan en su contra. 4'; qdó 
Ké le faciliten los datos que necesita y consten éVi el prb.. 
ceso para preparad sus descargos. 5?: que se hé bijg^a en 
defensa por sí ó persona dé sü confianza, 6, pbr ámbb^ 
según su voluntad. En caso de no tener quiéú. lo de- 
fienda se le presentará lista de \q^ defénsbros dé ofició', 
para que elija el que ó los- que Ife 'convelían." **E'n el 
caso presente, cqntinúa, no i^^i^Xomadq ééclafacttAi 
preparatoria al Sr: Bustamantéj tan^poco sé le ha dádb 
á conocer la acusación; no se Te íia careado con Tos tes- 
tigos que han depuesto en sb contra; no se le han faci- 
litado los datos necesarios que obran en el proceso para 
prepara'r sus descargos; no li^ dado esíbs, y*"pór óTtiftio 
no se le ha oído en defensa, píues aun suponiendo qixe 
hubiese sido el caso de que por ño tener defensor hu- 
biera que dársele de oficio, halbris^ sido precísq que áe 
le presentara lista de Iqs defensoras dé esta clase pata 
que hubiera elegido el que ó los que le convinieran. Se 
vé por lo misnio que se han violado por completo en la 
persona del C. Gfobernador del Estado las gartzntíás 
que asegura á todo atusado el artículo '2Q íde la Cbn^- 
tÍtucion-\,..:. 

'Dar por sentado y éólido lo tni^tao quei es objeto de 
la cuestión y deberlfci probarse, 6 deducir conclu- 
siones 'genérales de premisas particuls^res, son vicios 
muy corrientes en la estúpiánda lógica del apoderado. 
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£ri tiueÉtro artfculo áiiterior notamos una peiioioú de 
{ItitíGipiDis én dod eásM» Ahora notarédibs otra y Mti 
la tercera, así como el malicioso empreño con que h^ trm- 
cado la parte del áhíeuló 20 c^ue nos irita^ comb nos ha- 
bla truncado la bonititficitín del Estado; sé^nh ht^ 
iñoB Visto y% 

¿Es áj^Hcá'ble é\ artfoolo SO deia cénstitbeion á las 
elásaíi políticas ó«éd á ft^QeíUas qae m foriben á loa 
úMq^ [iiüb\mkmkák úh Eát&dopor I^b delitos, fkltas 
ü o^iüíbtí'és %n Iqcfó ineamtn '^n d ^trtició «fe ^ enoor 
gtíl Tal ^ ^ ¿é^ekttd)^ \}Sé «I Sf. apoderado debía 
eifafoináir ántt t6dd, y tío déK)eblá(ftr á fa aplieáisüon d^ 
artfcqlo s\ipdiir69)dQ ^f^notiadQ qae era aplicable lel cbao. 
"Nosot^fo^ nx)^ ocupkreihos ide ella^ aunque >para ^6erló 
té^g^mos qx:k^ refórmros érn paíite á lo6 p^eroikíéimos 
ftmdatneñtos alegado^ pcir la Diputacioq 'permanetit^ 
en su contestación al Juez de Distrito. 

, El citado ártíoalQ SO, independientemente deiotras 
cónsideradonés ¿júa bimti genios, resüejive i>^atri va- 
liente la cuestión. En todoj^i^ÍQ mmmal, dice el at. 
ticulo, el aeusbdq ttadr4 ks siguió n.tes garant^as^^re- 
fiére todas \t^ citada^ ^or el Sr. apoderad<:>-^y oomo el 
jaicio en él que^ deptfra 'la^eoitdueta de ün ítiociona- 
rio público pOF délitoii, faltas ú<>misianes eq el ejercí- 
éto de su empleo no es m puede »ex crimnai^j}, su e- 
sebciii ni en su^bjeCo, forzosamente deberemos'coi|ckiir 
que el articulo en cuestión no pqede ser aplidabla-á p- 
tros juicios que no espresa, como üon los políticos^ . 

Éstos juicios, éq su esencia^ tienden si averiguar sí 
un funcionario público ha desempeñado bien y córiítJr- 
me á íás léyés él ertipteo (í(tí& bctttía, y eh -¿u bbjéto, *á 
Retirar la ómOáifi al'd¿lj^cft)le {íóriliédib de'«i!»Mf<ft), 
déstitugióh, 7 8í(]íti1^t^i^dil$tioD en -fiñí^tíds éfáM^ l«fttl- 
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tando que» como dice Tocqueville, se limiten & quitar 
ft los responsables el poder, y á do aherrojar á los jueces 
con definiciones criminales. 

Y es de advertir que el juicio político en los Esta- 
tos-UnidoSy á los que se refiere el autor, son castigados 
con penas mas severas que las establecidas en el Es- 
tado por la ley número 17, pues cuando allá puQde im- 
ponerse al responsable la pena de impedirle obtener 
empleos en lo sucesivo, aquí la citada ley impone como 
mayor la destitución, Mn ocuparse de la gravísima de 
interdicción que importaría la pérdida de los derechos 
de ciudadano. Y si allá, en donde existe tanto rigor 
en las penas políticas, no se reputan criminales estos 
juicios, ¿no diremos, con mayoría de razoni que me- 
nos deben reputarse tales entre nosotroa, en donde las 
penas son mas suaves y benignas^ Esto nos parece 
que no tiene réplica. 

Nosotros no encontramos diferencia alguna sustan- 
cial entre la legislación de los Estados-Unidos del 
Norte y la nuestra en cuanto á la esencia del delito 
politice; sí en sus formas y en el nombre, porque los 
delitos, faltas ú omisiones en el desempeño del empleo 
se califican allá con el epíteto depoliticost mientras que 
la Constitución nuestra general les dá en sus artículos 
103 y 105 el de oficiales^ de manera que delito poUiieo 
en los Estados Unidos quiere decir lo mismo que deli- 
to oficial entre nosotros. 

Y bi»n: si el código fundamental de la República, 
ba distinguido en el artículo 20 las causas criminales 
de las causas oficiales 6 políticas & que se contraeo lo^ 
artículos citados arriba 103 y 105, ¿por qué cerrar !os 
ojos el Sr. apoderado, á tal distinción, para no marcar 



—49.— 

*$ds diferencias? ¿Por qué aplicar á las causas ofieialea 
lo que es esclusivo de las pnramente criminales'^ 

No parece sino que el Sr. apoderado comprendiendo 
el peligro de esta distinción para los resultados de su 
defensa/ se propuso eludirla de una manera v.erdadera- 
meote pueril, pues en vez de sentar con franqueza y 
y lealtad el principio testual del art. 20 que dice: ''En 
todo juicio criminal el acusado tendrá las siguientes 
garantías &: se permitió truncar los con- 
ceptos qne le dafíaban, diciendo que el artículo citado 
espresa que el acmado tendrá las siguientes garantías 
&c. ¿Gn qué? E71 todo juicio criminal^ palabras que 
cuidó de ocultar para sorprender, y solazarse en una 
argumentación efímera. Confesemos francamente que 
en esto de truncar los conceptos legales, no nos había- 
mos encontrado hasta ahora tanta audacia, tanta mala 
fé como las que nos ha venido á presentar el Sr. apo- 
derado, quien, para colmar su atrevimiento, se permitió 
decir que el juicio formado contra su parte en el Gran 
Jurado presentaba caracteres mas marcados de barbarie 
que los que ^e seguian ante los tribunales tenebrosos 
de la inquisición. 

Pero el Sr. apoderado quiso prevenir los argumentos 
anteriores con una objeción que no pasaremos en si- 
lencie. 

'^Los juicios políticos, dice, si asi quiere llamarse á 
los que se siguen por razón de una responsablílidad 0- 
ficial, no pueden colocarse mas que en una de las dos 
grandes categorias en que se dividen los juicios; ó son 
civiles 6 son xriminales, y como en el presente se trata 
de impedir una pena de las que el derecho conoce con 
la denominación de corporis ajlctiva^ es evid«5nte que 



fio {Mttdd deJAr i^ «er mi j}^i^ (vjqiinal, y ppf lo gijj- 

mo qae «n ti np se puede priy^r j4 ^Kfi^^P ^9 l^ gi^-^ 
ra«tfas á]U|d bu e^tn clAS.e de JU^íq^ ^tj^^f^j^ tocaos jas a- 
«QsadoB." 

¥ Aceptando, por m WPnwnlQ, 1;| dktJi^Kcífifl quf ^a* 
tjce ^ :$ir. apod^ra^do .^tr^ Qegopios ciyUe^ y ^^n^inak^, 
iptobado xomp e«t$ ;9(Oíli^irÍQjr|]]ieo,te qu^Ti^f J^ic^^iiP^poU- 
tricoaiiipitieiieQ cate új»timp .«^K|iCt9r, .^^ :iyn(^.ij^^ c^ue 
ideban coosipreDdeirs/e ^n ^os prjin.eros^ es dcidr, e^ los 
okviiies^ y i|.ae^ poar <cDQ$jg9Í^iite, los acu8%flQ3 d^.aq^e- 
tíPSÁdeütofl oficijtjea.po pwBde.D gfmiLJt 4fi ptfí^s ga^raoU^s 
iipe nosaan las j:alativa9;9d JVÚQÍo ^(yircof^ai^^adas .^a 
la respectisa legi tapian jMIpa 'E^ffii^of. 

Peco .es notéible lia #.ft:;^oii qu9 jkft^^ptA jbI ^aig^e^ado 
paraturntener -lo sontFadoi pu,es dipe q\ie jse ^Irp^tá de 
túnpüQer uaa^pena corporis affiiotim- ^^ ^i^gVfnpusuto 
jc^ este. Toda juicio ^n que pe (trata dp impoaerja 
pena €p^riV<]^¿;/f (;¿^ íps QiligiiapL Es^^i qv|e á ;pi 
^dá&MOiee 4rata dp ifflpflde %)t^ p^na; lu^go ,el j\i¡cio 
. es^erimio alr-maplp o^ogü! 

Mas nosptrps :dpcwnp/?r^ ¿p .cpmpíobftmps coix la ley 
número 17 que solo impone en el caso ^ cmstipn^^ pe- 
)}ií!^v(|p)dfuiti^us'c)n di^l epf^pleqi— -es asi q^i^e no se trata 
¿de iqjppppr ^ 5}i dpf)^n?P ]?^ ^Xi^ cprpqris ofiirMva^^ 
luego, se nos permitirá deducir necesariamente, el 
jjqJQio fqrmado contra aqu^ debe reputarse civil. 

.^deip^s las razones épiitidas por la H. Diputación en 
,8.u, protesta relativa, y lais que espüsimos-en nuestro an- 
tjerior artículo que se. concretaron á la cuestión de si 

d^bia ó no haberse abierto el juicio de amparo, con- 
cluy entes como lo son en este respecto, lo son todavía 
más en ouanto á q^a« debe ser pegado.el apipjáro, 
.ya que indebidamtente .se^abitó .el ji^i^io. >]^ j^fecto, 
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» 

¿i fe'éguft élIás resulta probado que lio debió b^liers^ 
dflidó eíit'rada á semejante joicio eon mayor razón se b'x- 
güe también qué débó ser declarado 'sin Tugar el auípa^ 
ró solicitado. 

* Paáéiííds áíá última íhfráccióh coüsfitucioiíal que s« 
aftribúyé arolrafi Jurado. i .. 

•'Tercero, dice el libelo de demanda^ el arilcalo 14 
dé»lMfismo Código previene qn^ nó se-pbdifí és^f)^dtr nfn- 
g^la-fóytétrbSadtivai y <!itíe'hád¡e puede ser Jtizi^aao til 
séntfeñbtóáb Éíüo piar *ey efe dadas céfb -íiñtérícíWdáViikl 
hétílfó- Eiífe lgá¥«ftrtai íridividuáf sé ha violado laiAbleu 
enl» ilÉ!rÉr6Yi*del Sf. Bus tkfti» Alte, píarqííé Ée Vehajut- 
gadh hüci€fndi> apHcáciofi de la hy ntim'ero IflS éa- 
pftdWá ett 8 de Octubre 'd^l año prSxittlo {jasado, 
esto es, con posterioridad á los hechos sob^e'^e vishr^ 
$ó la acusación^ y por consiguiente, se ha aplipflfdo 
al Sr. mi poderdante retroactivamenle el efecto^ 
una ley ^ publicada con posterioridad á \os hechos de 
la acusación, violándose con esto en su persona i!a 
garantía consignada en el artículo 14.^ 

ií^aísedaaes soWe falsedades! La ley n limero 1 05> 
que habla sobre recusaciones no ha sido aplicada 
en }á causa de D. Juan Bustámante, pues 9\ éU ni mi 
Sr. Aíria^a, entóneos 9u apoderado, nr su defenaor el 
Sr. Virllalobós. recusaron á ninguno, de los iurados» 
¿CómíOj^.pLUQs, ha podido asegurarse que se hizío en di*^ 
cta Cdu$4 ^implicación de tal ley? 

PerQ^ 9U|)ongamos. sin conceder, que hubiera l^fai» 
^o ,. alguna recusación. Sn este caso «ie habria afpHea- . 
do Indisputablemente sin retroactividad la tey mefnorív 
nada, porque tal recusación habria sucedido en los 
días de Diciembre últipiq en que tu^vo lugar la causa, 
y la Itfy éxfííííá ^a desdé el 2 ció Octubre anterior, 
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debiendo regir todos los actos futuros que ocurrieran 
después de su promulgacioo, ¿Dónde está la preten- 
dida retroactividad? En ninguna parta; & no ser que 
el Sr. apoderado supusiese que la recusación debiera 
entenderse hecha con anterioridad al 2 de Octubre, e^ 
decir mucho antes de que se supiera que debia ser 
acusado su poderdante. 

Aun sin estas consideraciones bastaría que la taate* 
ria de recusaciones. esté comprendida en lo que se. lla- 
ma procedimientos para que la soñada retroactividad {le 
la ley quedara disipada como el hamo, porque aque- 
llos tienen un carácter contemporáneo, cuando ménoa, 
á la ley^ que será aplicada en tal caso al presente 
mas no al pasado, que es lo que se reprueba en una 
buena legislación. 

Hemos concluido la tarea qiie nos propusimos, y no 
dudarnos que, en vista de nuestras pobres observacio- 
nes, quedará persuadido el público de que la falsedad, 
la ignorancia, la malicia y el paralogismo han sido las 
únicas guias del apoderado de D. Juan en el ruidoso 
negocio d6 áníparo. El pueblo potosino ha presencia- 
do, con una moderación que le honra, los ultrajes que 
aquel ha dirijido no ya á su toro, no á sus autorida- 
des, sino á la soberanía del Estado, y, por tanto, el 
Sr. apoderado llevará en su intempestiva retirada; no 
los silbidos del pueblo ultrajado, porqae se estima; en 
mucho para descender á ese terreno; pero sí su juicio 
severo y terrible que le condenará siempre como un 
mal liberal enemigo de las instituciones, y de la sobe- 
ranía de los Estados. 

Un defmsor de las instituciones. . 
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OC^CITACION. 

Sello para los anos de mil ochocientos sesenta y o- 
chd y^&jesBnia y oupre-i-ciDco centavos.— Adrñinistra- 
cien principal de la renta de papel sellado del Dis- 
trito.-ir-Joaqmn Zamarripa, Escribano público y actuario 
deIJuzgado 1* de lo civil di3 esta capital. — Certifico 
ydt)y fó: Que en el Juzgado =1;^ de lo civil de es- 
ta Capital que .es á cargo del C. Lie. Isidoro 
Guerrero, se hallan unas diligencias que á fa letra 
son como sigue*— ♦'Un sello que dice: — República 
Mexicana. Secretaria del H. Congreso constitucio- 
nal de San Luis Potosí* — Sección del Gran Jura- 
do,— Con el objeto de sustapciar el expediente reía- 
tivo en un asunto que ha encomendado esta legis- 
latura á la sección del Grap Jurado, se haca muy 
necesaria la presencia del C. Gobernador Juan Bujü- 
tamante, que se encuentra actualmente . ^n esa Ca- 
pital, En consecuencia hemos de merecer á V. que 
se sirva notificar á dicho funcionario para que com* 
parezca, por sí ó por apodeíado, en el improrpgabla 
terminó de quince dias contados desde QSta fecha; a* 
percibiéndolo que si no lo verifica se le juzgará en re- 
beldía por tratarse de un negocio en que está inte^'e- 
sada la honra del Estado. — Esperamos de la notoria 
eficacia de Y. que tendrá á bien contestarnos tan pron- 
to como haya hecho la notificación que encomenda- 
mos á su patriotismo. — Libertad y Reforma. San Luis 
Potosí, Diciembie 11 de 1868. — Ambrosio Espinosa, 
Presidente. — Mariano Barragan, Secretario. — C- Juez 
1^ de Letras. — México. 

México,, Diciembre 16 de 1868. — Cúmplase con lo 
mandado por la Legislatura del Estado Libre y Sobe* 
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rano de San Luis Potosí, haciéndose la respectiva no- 
tifícaciori al CV Goberaádar J^uan Buscamdjite. — Lo pro- 
v^yO j: firaxó el C. Ix^zX- de Ip. civil Iiio, Isi-dero 
GuB|Cr^r<?:.d9y_ fé.-^Qu^íreíu.-^Jfc^ áSaHímmpa, Eis- 

crib(B|np pú,l?[lÁqq.-^Ep iTdejl mÍ8i|io, d^spueis de hat&er 
l;\«5.hQ vvias! b(A?ca?i i^l . Q. (^ol^rnadptr Juao. B(U$4araaa^. 
t^ ep; «I H^pt^) 4^ ^p CláH^^^ y siendo prej^euleel 
Qr^4>^9 d^fO^ Ui^mArse Q^moi v^ expceaado jí^ ser e]( €k>- 
l^eji^nadpr d^aqu^a se^ trajta^ le hÁce^&abec ¡el o&cio y au- 
t|ip, ^^it^ioresx é ioipji^ato dijo lo oye, y fismó: éoy fé: 
— Jifc^a !Pai&ta^nt9p--J(Q^q«io, Zamarri|)a, E&edbaao 

PRb" 




MéTficfo, Diciembre 18 de 1868. — Saqúese copii^ 
certificada de a^tas diligencias á ^a letra, comprobándo- 
se ta firma legaímeote, y fecho renaiíase con ¿tentó ofi- 
cío fi fa Legislatura d^ San Luis Potosí para los efec- 
tos que expresa el oficio agregado, quedando estas di- 
ligwicíáa e'ñí eljuzgadó. Lo provey(> y firmó el C. Juf z: 
doy fé: — Guerrero. — Joaqurn Zamarripa.*^— Concuer- 
da' con su oHjinal á que me remito. Y^^n cump»l¡naieii- 
tó de Ib mandado, y para los efectos indicadoi^ tín el útr 
tiíhó auto insertó, expido el presente en esté pañél por 
interesarse eñ^ el negocio de que^ se trata él Estado 
de San Luis Totosí.-^Méxicó. Diciembre 19 de 1868. 
— üu signo.-^J'oaqui'ü Z^mariripft, Escribano. público^ 

tíoleeió nacional de esp^b^nosi do México,— 4^*9*: d^ 
1868,1— ^iciembja 19 dje 186§.— Lp^,qf*,e;sii^i;i)i?iflaft^- 
certfficapíps fé¿ q^jiel^ ñf^a y^ignp^qijie ^jjjtft* 

ri^aii^ et anteriQr pQrtJLfic^49^. aot^. ck Pftííftra C9inf|f|^< 
ro, Ci Joaquin Zamarripa, quien sje¡ hi^^^ en:Ql €|jen9i* 
ció de sus funciones. Y para constancia damos la 
pre8<efi!e ^leilüda coú el de oficio dé nuestro nacipbal 



c<#g/,»-. Mj?«ioQ, Pi»iemb|e ífí\ á§ l^^r-Vn «dito y> 
firaiaiio A^y,?l;Íp,.RQ]L(^^fl, podrió- p^b¡lÍqQ,-r-.Ote) a^l^jjt 
firrnadftlgpapio Cosíov notáiTiin puWieo, 

JSgi (^tOfWi á&\ ipi^mo ma^ (Diciembre) y por a<6ue^• 
^4íli}^|§^c^^.(i^ QcaD Jurado se. fe'hrd dii#éot4Un«T4- 
t^^ ^f Qi Qf?feefaftíi<íM( ímat? BtiMaimífctB u» Qiuilaia,. 
PftW.: ÜHP : Í^^^9 ^ ^^fifi.^W ^5Wí9dp9i df^d#^ 'Iwy-, íi 

pr^isente p^r sf ó, por apod,^ra(J(;, á. dep)ftifí|r yi cpivíe^.. 
tár sobre lo» hechos' ameritado^en esta averiguación, 
fco anoto para cohsta;ici^. — Barragan^ Secr^ta^io. 

• . • » ■• ■ 

l[.e^^li'e«t Mexácana^ Jttísgade de Drdtríto del 
Estado dte Sáft tute PtfÉósí.— E¿l el juicio í^ ani- 
pai^ proHiovido por el O. Licí José l^f^ría Lo^ar 
n% e«r nombre y representación del C., Juq^q. Bíia- 
ta»iáiiie) se ha pronunciado Ik sentencia siguiente. 

"S^n Luís Potost M^jzftg, dfi,.l,ííQ5^pryi3ttíft 
estos' a\itos, promoyidQs eij 2^ 4© í^il!)?^fl-<ff?;<i<?^iíftC^ 

^^^^,J^^ ®^ ^' íi^<^- Jí^^>^f Wflflft> cpi^p «4WP 
dersiíío es^eci^ipent^, al ^feptA pfíx ^\ C?.. -few B^-. 
tay^nte, pídiend|0 am^ar^^con^a ^Her^dift^ qw^. 
en ST de t)Í9Íerjb?e ^ni,eriqy,^?ftftpiM>tói Ift ÍA, I^*: 
gjslíitíira d^l .Estado,, erij^ifKm g^m %ft4pi.d^-r 
clf^'andó. culpable al últiqíp, de. yar^lips, de^tpa, oí\t 
cíales,, comi) <Gro)bernpdc|r • <?ofl§tv^(j^nal ; á^ V^- 
i^o;poí creer que Qon,^l< hftij[,sJ49,yip]^díi^.,^n Jbn 
pe^o^ili ,d^ ?iii, ?^PWSpw<i^, \m gpaiitías, iaM\k\ 
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duales que los artículos 14, 20 y 24 de la Consti- 
tución general de la República, otorgan á todos 
sus habitantes. Visto lo pedido por el C. Pronao- 
tor fiscal en 27 del misma mes, y lo decretado de 
conformidad el 28^ sobre haber lugar al juicio 
mandando sustanciarlo y suspender todo procedi- 
miento ulterior consiguiente al éspresádo veredic- 
to. Visto el dictamen aprobado en 1. ® de Febre- 
ro por la Diputación permanente de la H. Legis- 
latura, que por su Secretaría se comunicó en la 
misma fecha, devolviendo sin dar curso y con una 
protesta contra los procedimientos del juicio, el 
escrito de queja que por su conducto se pasó en 
traslado al gran jurado, para que informase, por 
no tener éste receso conforme jal apt. 30 de la 
Constitución del Estado, y no haber otra autori- 
dad con quien pudiera entenderse la : sustancia* 
cion. Vista la comunicación del dia 4, de la Se* 
cretaría de la misma Diputación permanente, ha- 
ciendo suya la referida protesta que solo habia he- 
cho en nombre de la Legislatura, cuya aprobación, 
dice, se requiere por la ley. Visto el incidente 
promovido en la propia fecha por el Supremo Tri- 
bunal de Justicia, pidiendo se esplicase el sentido 
del auto del 2S, que declarando haber lugar al jui- 
cio, dispuso suspender los efectos del veredicto; 
lo pedido en él por el Ministerio fiscal el 5, y lo 
resuelto el 6. Visto el escrito de ésta última fecha, 

del actor evacuando el traslado que se le corrió 
del negocio y combatiendo el dictamen de la Di- 
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putacioii; el pedimento fiscal del 10; sobre qu^ se 
abríase. á: prueba el juicio; lo proveído de confor- 
midad el 11; las pruebsis produóidas por : el actor; 
el ^gundo incidente promovido el 15. por el Su- 
premo Tribunal , que con audiencia de las partes 
se mandó agregar a los autos; los alegatos escri- 
to^ presentados el 25 y 1. ® del actual, adhirién- 
dase el' ministerio fisbal a la demanda, y apoyando 
la, 6olieitud;de amparo, á las garantías de los art& 
14, y .2Qde. la constitueion, cuya violación dice ser 
notoria; con cuantas, constancias y circunstandas 
obran en los autos.— x^onaiderando: que en las Re- 
públicas federativas como la nuestra la constitu- 
ción generales la suprema ley á que deben subor- 
dinarse toda$ las demás, y que señalando ella Ta ^ 
estension y limites de cada uno de los poderes en' 
que esta dividida la administración pública/ asi de' 
la Union como de los Estados, todo acto que los 
escede, cualquiera qup sea su naturaleza, e? ipM 
jure nulo y como lo enseñan los mas acreditados 
publici^^tas.^— Que en ellas el poder judicial dí^ la fe-: 
deracion es el esclusivamente encargado de íCqu- 
seryar^ iles^ la constitución geaeraU coiii^ontájibdo- 
la con las leyes y actos de cualquiera atítQri4udf 
siepapre que á ellp s^ exitado ppr un ps^rticular 
que., crea atacadas en su persona ó int^es9s,« las 
garantías individuales; no encomendanidose tales 
iuntiiooies á Jos tribukiale» de los Estados, por que 
la ^variedad des^ le^laoion y práctica harta impo- 
sible la reglilaridad y precisión con que debeles* 
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O0aio<üce Toéc^n&viHe, tomo 1.*' fá^^m (S6d. '^Ú^ 
finar >la «jeeackÉL-delas léifcfs 46 llt 0fti<Ai'á4d^ 
IVíbiiniales iustbindÓB pc$r<és^ ¿u^oS'plíláé^ 

tnangerae. Yio que éB in««í;^ oa'3tt-:£[8foá¿F'ifi> c% 
salánistíte u» 'és^ánlget'o t-éji^k^titañité^é á% ü- 

sobearanía' «le M ^mon tio le <e^i^<^éhl€r iüMb'%ft 
proíveobo de ia 'é& km Hakí^j F<^ «i^c^'liét^éiidfe 

á^ jttl)«€ft e^tírañi^eín»»,' sAlo >i^«toiái^ lí|^%ie;éé pbt>é^ 
le« " <Quffr:'fio-^io^ ^ ^«tíi^ ^fe {kyr^t;^Éfl!é)1$étal{^ 
pte^ »de la ^e»a' y íeg4áó^r% ley tiel Mífe 
ftíéíi^,y i^e^«iibÉ&'a f*¥>e8tíft'pí¿ig#^a'« éEtóftiplíi^! 
d@ilaft^dll«- yiáfpli«addliff«íclli^ ^;áe M^^ás fii^- 

los <«hca»g«i^ delfbdér B^M^é^^dfA^liadn ^^^ei 
s«d^ i§6 f^Saiidiíifo, Qtei ^lá %ui^t¿^iá cbóíó en 
IñíSoS^, y ^r^6^ 4ds4]^i^«reá -áé la mH^- 
ctóll tiefeeii''^ fe ie<^tfl(«éiÓh ^llfeiifel- f ^^^ 
déí^^íéíflíiéíSerlbé^^'íWfe Mi&iéé, ^íoftfft fel^ftíe- 
diér "íítíí^ ^ «Víttflr ■ íá' tebtílittll; püéfe ^ctíiñ^ &!ée' 

elleH<l»!qoB8tiM«Sbii. «s hsa ato<á ifti^éÉrferéTc^tt^ 
deai^H^te -deL^oenpi» It^krltftü^^^ ittfile^lftliS^ 



psra deféfitíiérsé de las empresas del poder ejecu- 
tivo; 'la Üttii^n ípecra hacerse obedecer délos £s- 
thdbs; los 'E6^d«8ip%ra reherir 'las '^eiénsidnes 
ésísgéráda^ dé fe 'Union; él interés púbtico con- 
tra él iiitéí'^ i)ri*ado; él espíritu de eotisérva- 
cion éóiáthla 'iifétábilidád deinotífátíca. =Stt 'po- 
der és'íntóéifeé, • jieró fes tíh J^ér dé éfÉnioh." 
— Kiítié 'tr«félnd*'sé 9él -^dér ^fegisi«ti1?6 y pír 
ser ífréSpttháíHble, Ms áetós i|íié 'no tíélien "íevi- 
sitth iii otro téhiédib, son^jiór lo 'riiiámo, lofeqtte 
lidiáis ilééési^án bel 'éboqué ée ItóB -déme» ,^eres 
páÚL 'cbtótéñéfk> déhtro de *los ¡límites <ioftstítu- 
iéiBi^lés; hiendo él tíaas apuesto, édno conse- 
éitéhcia d;é ^Su irresponsabilidad é sacrificar los 
tférfeélios 'de'lós iáteociádos, biéh ^pbr es^íííitu de 
piktñAó, ^pór tttor ó por intereses, <y' teles son 
las 'áóctririas ^e ííéitl, tetóol. ° página 3W y de 
Stoy ]^áírátb'í8$3.— ^e la ésiiérieñcia yíépéti- 
'dós* Hecíhbs tietien déinóátibdo, Relejes de ^ta- 
cadrse la ko^iéiíihia de la Urtion y ¡la de los 
ír^tádos, pdr k íévisibn jutti^iál de áus le- 
yes oaétós en píbcésós 'párticu}arés,|i3ét afirma 
y i^áiifíéaíhás "y mas, puesto que sería iíoposi- 
'ble su éxisteíicia sin la esti^icita ébserVanéia 
'^del pidcto Yédérálqtie la determina jifera poner- 
\ % eu'tíféi'to "de los ataques de 6tf a cüalquie- 
i^á ¿utiiridíld: y que Sin. tal iiíiiiláción. de ábüso 
'^n^ábttéo Hé^fettia á establecerse ^uiía elítidkd 
'driiitíp^tenté y 'Stijiéribr á *tbdfis las Soberíinías. 
^QiíeMBfe cdérpós legífelá<i?os reVestidps ^ cier^ 



aca- 
tos casos de facultades judiciales^ conforme á sixs 
íeispectivas constituciones, para juzgar como ju- 
rados de acusación á los altos funcionarios^ se 
encuentran en el mismo caso que las demás au- 
toridades, para ajustar todos suS' actos a lo^ pre- 
ceptos de la constitución general; pues no existe, 
ni podía existir, mnguna espepcion á su favor, qué 
destruiría el sistema de gobierno establecido* — 
Que siendo lar queja que motiva el presente jui- 
cio, relativa á la forma con que s^ procedió por la 
H^ Legislatura del Estado, erigida en gran Jura- 
do, 9k] juzgar y declarar culpable de varios delitos 
oficiales al C Juan Bustamante, en su calidad de 
Gobernador constitucional, la cuestión versa sobre 
nulidad de todo juicio en que falta la audiencia del 
acusado, garaptia concedi4a por todos derechos y 
.^spresamente otorgada en el art. 20 de nuestra 
Constitución general en que mal puede sostenerse 
no está comprendido el juicio político aun en el 
caso de que este existiera entre nosotros. — Que 
de la historia del Congreso constituyente por F. 
Zarco tomo 2 f página 630, se vé que fué pro- 
puesto y desechado el juicio político y admitida 
el de responsabilidad de los altos funcionarios en 
nuestra constitución; el cual es fuera de duda que 
es criminal en el sentir de varios respetables au- 
tores y se encuentra comprendido en la defini- 
ción que hace Escriche del juicio criminal en 
general. "El juicio que tiene por objeto la ave- 
riguación de un delito, el descubrimiento y con- 



viccion del que lo ha cometido y la imposición de 
la pena merecida/' "Los jueces y tribunales, di- 
ce el mi&mo autor á continuación, no pueden 
nunca rehusar, impedir ni coactar á ningún pro- 
cesado, ninguno de su« legítimos medios de defent^ 
sa, ni imponerle peiia alguna sin oirle y juzgarle 
antes con arreglo a derecho, siendo personalmente 
responsables de toda falta de observancia de las 
leyes que arreglan el proceso " — ^'EJ Juez 6 tribu- 
nal continua, que en contravención a estas dispo- 
siciones [que son disposiciones d^ todas los tiem- 
pos y de todos los paises pivili«adp3) condenare á 
un acusado sin oirie y juzgarle pon «rreglq á de- 
recho ó sin admitirle los mediots legítimos, de su 
defensa, comete un abuso escandaloso de au- 
toridad, atenta á los derechos de la sociedad 
entera, é insulta de un modo atroz 4 la justicia, á 
la razón y á la humanidad /'r^Que estando pues, 
comprendido, como queda demostrado, en el jui- 
cio criminal, el de responsabilidad de los altos fun- 
cionarios por delitos oficiales, y mas especialmente 
en este Kstado por su legislación íocal, pues sus le- 
yes núms. 17 y 44 de 7 de Diciembre de 1867 y 15 
de Enero de 1868, establecen en su art. 30 aque- 
lla, y único que contiene ésta/ hasta dos años de 

prisión para los delitos oficiales que espresan; en el 
que se siguió y sentencio en Diciembre último con- 
tra el C. Juan Bustamante, debieron respetarse en 
la persona del acusado las garantías que otorga 
el citado £grt. 20 de la constitución general -Que 



por las pruebas producidas y que obran oji los au^ 
tos, está plenameDie probs^do que no se le hi^o sa- 
ber el motivo del prpcedipíií^iito 214 ol nombra de 
su acusador, que no llegó á toni^rsole declar;^qÍQii 
alguna, ni ,á q «reálcele €(» lq$ 4f«ttigft» qífc«! d^ 
pusieroii en su contra; que Jio 1^ lé puopcarciona.** 
ron los datos necesarios y constan^^icn el príoaa- 
so, para preparar sus descargos;. y que por uMpio, 
no se Ife oy4 en defensa pqr sí 6 por persona de 
su confianza, ó por amboSi s«g4in^ su voluntad 
puesto que ñié acusado y se le juzga y 9entenci5 
estándio^ ausente aun del Ustado; resultando vióJii- 
das con tales omisiones . las repetidas garantías 
otorgadas ppr el . referido attícufo 20 de la' Consti- 
tución,— Que por cuanto ala violación de Ists garj^ft- 
tias que otorgan los artículos M y 24 de que 
también se queja ^1 actor , diciendo kaber^e apli- 
cado retroactivamente en el juicio de rei^qnsa- 

bilidad de que se ha hecho referencia, la ley 
número 105 del Estado, y haberse comprendi- 
do delitos de que ya habia sido juzgado y ab- 
suelto el C. Büstamante; además de no haber- 
se presentado pruebas de tales hechos, es ma- 
teria de defensa ante el Gran Jurado, en el ca- 
sq de haber lugar á uñ nuevo juií^io confio con- 
secuencia del piresente, y de excepción igual- 
mente ai^te el jurado de seatencia.— Qvip dese- 
chado el juicio pojítiqí), e^qmo q^e^a didio, y 
subsistente solo el de respans£^Wlid2^d crin^iftal 



paira los delitos o^iaj^,. t^ 591; 1^, (^^i^l^- 
«iftft general. CCITO9 ppfi 1^ d^; Gfí^p, í^o.^^^d^ 
ser 4u4opo q»^ ©9, ejlftg, d^ <í^v§» ^ 

qwp 4 tflí^^ h«9»kQ. »#figwi JP^^' <í<p^t í^: 

so é i^a^pa\^\^fi, qu§ ^^ d^ ^^^r, 9fi^m^ 
ante la ley y ante smj^^^fi^ ^.v^f^ ^rm' ' 




4^ n^í^n^o, qHfi..iiftfl?fep%^ÉPg: fHftUéqnjprios. jpa- 
r^ ^r, jíizjga4bs pgí^. ^ ^ji^flft X I^jj^g, de f5V©r 
?«§ey]osy 4^.5fi?>R,i8$5^R9de.ho?Hroí|% 4|gíJ^Í9ft 
J^.PerJH^icprift^ altgmpfl^e^í, ^q.ff^pi^|;jtH|j4Qi^al^ 
— í^^.en el px^% j»imiífí,?s, ^aííl^,^} 
articujií. a® de Ig 1^^. (Je ^g de ^Hprf^ pr^sjimí^ 

a?ppai-o en nggyc^ Jí^Giflii^. 5^15^ ^?TJ&,4ar- 
le efectp retroap^ji, eqgtra,!^^ af^l^p ^re^ijr.e,fa 
proWbicipn # M%ifío !,< de . %. <}Qj}pti|aiqi^p;. y 
porque el mism9.,a^<aílQ e§i^,mA A^MH 
pretacíqn judicÍEiJ, ^ q^£{^ta. si, d^l^^^^i ^^ ^^^^' 
dej:ars.e declar^í;qfjjQ.d^V IQ^ d^ I|Í 4í«^gjá¡t^¿V, 
conao lo ha^eiileíif3i4q> Díjpi^lsifiiQ^ ¿ejjttiaí^ejte 
en su referido dictamen, siendq^ 9^^'^'^'^^f^. J?^ 
el actor ye) O. Pconjoja^r, fi^a), fjo^idjÍj^Qse el 
juez qup susqribe .B^^'i^0f.9q¿sÍ4^|^,ló.y,^Iic^f;- 

lo como declaptivq, e^^ h p^m PWfeífi/ 
invariable de los i^jiquiiftles» de a^li(<s^f. suiduda 
ni restricci<m aguná'ét citado< artípujto tut áeía. 
Constitución, admm^,^qo, el re,Ci(irso de ^oq^pa^o, 



—64. --^ 
como en él claramente se dispone, contra leyes 
ó actos de cwilquiera autoridad que violen las 
garantías individuales, sin escepcion. Por todas 
estas consideraciones; de conformidad con lo pe- 
dido por el C. Promotor fisóal, y con fundamen- 
tó de lo dispuesto en el artículo 1 1 de la ley or- 
gánica de 30 de Noviembre de 1861, vigente en 
tiempo que se promovió y decretó haber lugar al 
presente juicio, se resuelve. 

1. ® La Justicia de la Union ampara y proteje 
al C. Juan Bustamantei contra el veredicto pro* 
nunciado en 27 de Diciembre último por la H . 
Legislatura del Estado, erigida en Gran Jurado, 
declarándolo culpable como Gobernador constitu- 
cional del mismo^j de varios delitos oficiales; por 
haberse violado con él y con los procedimientos 
del juicio de responsabilidad en qué se funda, las 
garantías individuales que otorga en todas sus 
partes, el artículo 20 de la Constitución general 
a todos los habitantes de la República. 

2. ^ No ha lugar al amparo solicitado respec- 
to de las garantías que espresan los artículos 14 y 
24 de dicho código, por no haberse justificado la 
violación de ellas. 

3. ® Notifiquese este fallo á quiénes correspon- 
de, comuniqúese al Gobierno del Estado para los 
efectos del articulo 27 de la ley de 20 de Enero 

próximo pasado; y de conformidad con lo dispues- 
to en la parte final del art. 13 de ella, remítanse 
los autos á la Suprejua Corte de Justicia para su 
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revisión. — El C. Lip. Gabriel Aguirre, Juez de 
Distrito de este Estado, definitivamente juzgan- 
do, así lo decreta y firma con testigos de asisten- 
cia, por falta dé Secretarios. — Éf -ájfwfrre.*— A,-^ 
Carlos Meléndei.—A.'^Severo LoyaJ^ 

Y tengo éí hónót de insertado a V. éomo en 
ella se previene, para Itís efectos legales corres- 
pondientes. 

Independencia y Libertad. San Luis Potosí, 
Marzo 6 de 1869.-*- G^. idgutVri^.^^Ciudadano Go- 
bernador Constitucional del Estado. — Presente, 
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iMPütíNACIOÑ 

DE LA SENTENCIA DEL JUEZ DE DISTRITO. 



L 

Nos proponemos combatir en el terreno legal |a sen- 
tencia pronunciada por el JueÍ2 de Distrito amparan- 
do al C Juan Bustamante contra el veredicto pronun- 
ciado el 27 de Diciembre último por la H. Legislatura 
erigida en Gran Jurado, declarándolo culpable como 
Gobernador del mismo, de varios delitos oficiales, por 
suponer que en aquel se violaron en el procedimiento 
las garantías individuales que otorga el artículo 20 de 
la Constitución general á todos los habitantes de la 
República. 

Las razones que se emiten en aquella sentencia se 
refieren &' variaa consideraciones. Las cuatro primeros 
considerandos se contraen á sentar principios gene- 



4k\Wá émé^-coMMihna^ne nadie ha rícgado, 
'qífém^a»¿ftreiaü1o eítéticial ^élflalDo, y sdbre fos ijue 
Kpélitt)) c^batfrbniés vvsa que otn^. malb ^plicacioo. 
Loa eoawd^Baqlos «. ^ 7. ©. a ® 9. ¿^ y. J I, ^ .se refie- 
ren todos •áaí©rsu?k4V>í?^i^^^ Gran Juradp del Gbogre- 
^ YÍ/^I^^ ®D ios wíjc^^^ gííírafíitías que con- 

ceáe á todp apusado en ios juicios criniináles el artí- 
cuio 20 de la Constitución. El 10 se contrae a los mo- 
tivos, porque no se ampara á D. Juan Bástátirtaiite lán 
Mm Tos Si^ntíiís ^qjge *é rfeciyiri6 clffiio tráíadas 

^a^^Éfifeéfe^TOTisáiWtóiho tfc^^ y 24 

d^^to^ífonsrtfetóftftk ^J«l. iP/fittatilieiíte, lílS. ° 
y 12.® considerandos,. pro&entan las razones que mo- 
vieron al jaez á nq aplicar en este negocio el artículo 
8. ® de la ley dé2bMÍ9'Énlérb"en que se declara no ser 
'^r(j[q[Mpibk ^el t^^irrs anuparo eti negocios judiciales. 

Tal es la división que nos ha parecido conveniente 

hacer de los diversos -considerandos d^ la sentencia, 

para proceder con el órcftn debido en la tarea que nos 

hemos propuesto, y descartarnos consiguientemente de 

^^^tjuktro' pHd^bá^(ílíé &'Má conducen, y dellO.<=> 

'^^iró'áfe'r^fráiffe^^ fá^dém^alílon ^ile'^páro respecto de 

''íóymí«:X4y"24. 

^f^üelt^o feaíiajb «^mgi^á^übr cbriáígUíenie 1. o á 

combaur. los especiosos funuamenios de la sentencia, 

^¿ofa^énídos'eii Ibs'consícierándos 6»^ 7.^ 8.® 9.® y 

.11.*=^ rPS^ra ique se vea que no h^ habido en el proce- 

dimiento del juictQ contra D« Juan Bustamance/la su- 

puesta violación del articulo 20 de la Constitución ge. 

neral: y 2. ^ á combatir igualmente las rVzo'iiés que 

se^liéah iJoríi Jdfefen W5.^ yl2.<=>>faTio ha- 

^bér líplidád^en^l a8ütó*o »el>áiftiWilo 8. ^ 'de fa'ley ^de 

SO de '- Enero últiitio. Para^alomzar naegtro dbjeto se 



11. 

\ •■ > ' . ■ I. 

Comenzarémo|i por los qufi se relacionan con el am- 
paro otqrgado de lais garantías del artíimlo 20» 

Ep el 6? Considerando dice el Joez: que la qneia aue 
motivó el JUICIO de amparo era relativa a la forma del 
miCLQ que el Gran. Jurado siguió á D. Juan Bustaman- 
te. wie por tanto, la cuestión yersaoa, dice, ''sobre rjuli- 
d|^4 ^^ fq^o juicio- en c^uej^afóa Za a^(^eencta (Jel acusma- 
dQf^ garata, concje^^ lo^s' (Je^epíjios ^ ^s^j^^^^ 

s^ijífl^je otoígi^<Já (5n ej^rt. 2t)'de piíest^a cpnsti^ci^^^^^^ 

¿^^ fl j^íficio ppípiQOf aunen el caso de ^ue este ^fi^s^fferq 
entrarkosQtroSp^ ' / 

. Qiie.^jfxla histprfa dej Congreso Constituiente por 
F. ^aípo--:cqíj?iderando 7?— ¡^éyeia que había 5¿áojpro- 
PUf.?^(i U dcisechqdp el juicio políticq^ y admitido (¡I de 
responsabilidad (Je los altos. funciona ríos en nuestra cons- 
tituciom el cual es criminal en sentir de vanos autores 
y se comprende, diqe, en la deanicion que h^ccj Es- 
cnche dql juicio criminal en ficeneraj^ Que estando, 
en su concento, comprendido pomo cree haber denfipstra- 
do-TT-consiapr^nd^ 8 r— queden el Juicio criminal está 
comprendido el de re?ponsábtUdad át tos funcionarios 
pmltcos por delitos oficiales^ y mas especialmente en 
este Estado por su Legislación local, pues sus íeyes 
mismas 17 y 44 establecen' en su artículo 30 la 1- y 
ep. s^ japi(5jp. l^.í^ h p^efj?^. hj^stigi ^e f^9? ,?ft9s fie pris^pn 
• jfc^a í^9^,4pliíOH ofíQi^hp:, f^^ qfff se simio y. susta^^ic 
en Diciembre qltíiij^p qj^Jt^ D. Ju^tn Bustamftnte de- 
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bieron respetarse en la persona del acusado las garan- 
tías que otorga el artículo 20 de la Constitución gene- 
ral. Que por las pruebas producidas que obran en 
autos— considerando 9? — está plenamente probado que 
no se le hizo saber el motivo del procedimiento ni el nom- 
bre de su acusador: que no llegó á tomársele declarador 
alguna, oí á careársele con los testigos que depusie 
ron en su contra; que no se le proporcifmaron los datoi 
necesarios y constantes en el proceso para preparar sw 
descargos; y que no se le oyó en defensa por sí ó por 
persona de su confianza, 6 por ambos según su volun- 
tad, puesto que fué acusado y se le juzgó estando au- 
sente iun del Estado. GLue desechado el juicio />ofó- 
tico, como queda, dicho— considerando 11? — subsistía 
soio el de responsabilidad criminal para los delitos oficia- 
les, tanto por la constitución general como por la del 
Estado, no podia ser dudoso que en ellos deben obser- 
vaise las formas y reglas establecidas para todos ios 
demás, pues sería verdaderamente monstruoso é inad- 
misible, que fuera de mejor condición ante la ley y an- 
te un Juez el mayor criminal del mundo, que nuestros 
altos funcionarios para ser juzgados por sus delitos; y 
tejos de favorecerlos t/ de ser un motivo de honrosa dis- 
tinción, hs perjudicaría altamente íl fuero constitucional. 
Tales son en sustancia los fundamentos del fallo pa- 
ra sentar en él que se violó el , art. 20 de la constitu- 
ción general y de ellos emanan naturalmente dos cues- 
tiones principales que nos proponemos examinar. 

III. 

¿La sentencia dada por un Gran Jurado contra ó en 
favor de algún alte funcionario es un juicio político? Es 
la primera cuestión puramente de derecho. 
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¿Es cierto. que fuese desechado el juicio político, co- 
mo asegura la sentencia, por el Congreso constituyen- 
te? Es la segunda cuestión de he^bo, ó mas bien, 
cuestioYi histórica. Exanainémoslas por el orden en 
que han sido propuestas. 

Como la sentencia afirma con aplomo admirable, que 
no es juicio político el seguido contra D. Juan Busta- 
niante, se hace indispensable ocuparnos de la primera 
cuestión. 

Sorprende ciertamente que en la sentencia, en la cual 
se ha pitado con insistencia á Tocqueville, se haya sen- 
tado aquella aserción, porque precisamente comienza 
el capítulo 7? del primer torno de su obra, ''La de- 
mocracia en América'' con la definición de aquel jui- 
cio, de la cual pudo deducir rectamente dicha senten^ 
cía; no solo que él estaba comprendido en aquella, sino 
lo que es mas, que tal institución ecsit^te entre nosotros* 

En efecto. Dicho recomendable autor comienza tal 
capítulo con esta definición: '^Entiendo por juicio po- 
lítico la sentencia que pronuncia un cuerpo político 
momentáneamente revestido del derecho de juzgar." 
Y como el Gran Jurado del Congreso del Estado, 
cuerpo político momentáneamente revestido del derecho 
de juzgar, pronunció la sentencia ó veredicto del 27 de 
Diciembre, es forzoso, es necesario convenir en que tal 
sentencia ó veredicto es juicio político y que, por con- 
siguiente, existe este no solo en el Estado de San Luis 
Potosí, sino en todos los demás y en la República mis- 
ma, cuando susf respectivos Congresos se erijen en 
Grandes Jurados, para conocer ora de los delitos ofi- 
ciales, ó ya de . los comunes de sus respectivos altos 
funcionairios. 
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No bk tenido pües/raíoii 14 senteticia para n^r al 
juicio promovifjo conCra D. Juan Bustaitiante su dmi^ 
tural carácter de político» ni mé^ib» para de$ii^Qoter 
caprichosamente la einstencia de él. entre popatros, 
cuando todos los días se está palpando su vida propia 
y vigorosa. 

Que en la RepuDllca no se naya acepta:ao el juicio 
poííuco eüW forma ekábíei^dá en los iKsíados-Üní'd'os, 
es una verdad demasiado sobidia; pero no por serla 
puede quitársele su naturaleza propia y esencial depo- 
Itíiho al eltíütéiíite eúté ' lióMófl-bé. 

'En la .Képúyiíca veaná há^ dos tíáítiárü», toa qtfé 
tíéñé éf Üef^clíb de ácmiáf á tóiá áltdsfirtifcldtíári'ci, y 
dtta 4^6 coMé m tfeéflb b IM^fecióñ coáió tík &m- 

m, es 'déaír, áé u biiipát)iiV(!¿>d m m 6%Mméaéh, 

mto' ¿j^i^éiaído, m?ár » ¿(Mtttt, '(!e^f¿ «tfifiofi ti 

déla iühátííííti'áti'Pá blrt^fí-tít ^éfi lo ^sütf^áiv-b a%<íú 

í^ir^ó de lidhtfí b aé 't'(íri15ám, tjiíéll^tóio iiB^ÍÍÜ^^'sa- 
;^étoé íoÍ¿tifíp'á6Ifeíi'áÍosjtíé¿^órdiliáífds', jiotfó''^^ 
háfc^é Ü álfía's Ífeáptíh%áfefti^gd8s ^ cíviíés ¿ ■ cHtaíiíkíé^ 
éííáh'ááaS ^é 18s teé'chttá cíd'dbifáá^s. Éil niÍbsfro'ó¿fá, 
■ík iiá aistiógÜíáó jj*or Tá é-óh^íltadíbü etftrfe 'Wélitós 

m\m^ y '¿Bímñié:^ dé IBs'áltógm'tMiífóé:' Í¿^á6- 
óioh ÍJO^iitói- f/á?á vác&^Hói; 'el C¿«p^bíeiíld^'p'^i. 

íüeító'dtíKtííái ' ctím^ Mñeéno, ó m}>áBim^(¡M^ 

júiádltí ' dé=^uía8ióii,y M SBpí^ntí míe ¿¿Étí |tiík% 
¿té 'sMnm iitíMé la jiéWa, "tioák'qtíó áüfcelíérí ÍÍSto- 
feféb é^ti í¿k-ÉktSy^ ifeSpbtB dé fós lé¿istiit\íras; trí. 
miHm -de Ji^féíg y ^ iilfds- teSí)%lirfóS itóliiíWó^ 186¿- 




mismo que en los Estados-Unidos, por que salv«9-}t¡iB 



cfó'bttttS* ífífé i)r<H§ütíe él ^mm Ife'lk se{Jtíía«iári del. 

€W{)h!d) y h dé dfe^tittftídn' ó Itítbl-dt^cIiÍH pbfítieá én 

los Estados-Unidos, el acassi36 i^tfédk á a!éj^@éf6i:¿iln 

áelitóa» jütífóliál bíditíárió, í|vríéri 'foffiíd '^ üeíiféilcia 

M iüSü^ éé|ü'n Ibé 'i^His ^^ d'efééhd cfdthfü'd, bl iM 

tü'ibétíoS iiütí e¿r»a 'éé kr& <i<i>h ¿uáh^uiéi'á otró.étQ- 

dlátfafio. IMI'éÜ sbh; á tó.;()iti'é ci^Mók. l&^ diferehctá^ 

■/Wmrfib üéljüitíio ertíámbb^ paik^s, pHh, eaitibúk rtó- 

tá'ft'^éb ahiboS, ¿iíc/jjtfí ^ófe?c<?á iihr^é'átlHt^ tíiúfrítHtáitóa- 

fMrtílí a^l ííéf'e^í^ ¿fe /tózí^rff, piróniítífclau iú áéntótíciá 

ó '^rbidibto, 'dé Ib qd^ t'é^tilta i:iaé ^ áúibos páfi^éé 

¿¿iíltb^l jyfíéib {Jólítíéío, á-dhljué' siíá 'forííítfá ^aíi álfé.- 

' Se ha pretendido en íá sMéHóiá, ^glífe'ndb' los 
principios erróneos de la diemanda de amparo, que la 
pena, cosa accidental que nada tiene qa4 ver coit la 
esencia del juicio, 9^)a 'qu6 4<3teFBaine -«u aat^iFcrl^za 
ó carácter -de criminal, pues^ke cre^ <%Dele^9e.ié -aoel 
hecho de ioaponerse una pena corporis aflictivse, y de 
áiii viene qu'e sé nos <íiga cotí frecuencia -que él jui- 
Cid político es criiuinai, que se trata de responsabili- 
^aa cfñnrnál y cju^ bettios aceptado eí st^teiña eürc- 
péb én*el nüaí en estos liegocibs se imponen todas las 
penas aplicables (íel c<>(Jigo penití» Aún asi no deja- 
rán oe ser juicios polítidós en f^úrppa, aquellá^sen- 
téncíás'prdnuhciadás , por cuerpos políticos revestidos 
itíÓtíiéntáneáméHt'e del derecha 

'%Q nota des^é luego eií ésta argumentación que se 
iByt 'hri aiéoítíétit'e, ccTéo^^^ lá pé¿a, íióí In c'áusá ó ná- 

tsíaTé^- dti jafdíó' ^m,m, 'tmíñm uú^m qué^p- 
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bia analogía entre la pena y el delito^ pues siendo es- 
te político, política debía ser también la pena como 
la destitución ó interdicción, y nanoya ia Qorporis aflic- 

' tivae reservada en el orden común para lojS delitos ver* 
daderamente criminales. 

Esto podrá ser un defecto aún de nuestra legislación, 
que en varios casos habrá mezclado las pepas políti- 
cas con las penas corporis aflictivae; pero ello no hará 
que se canibie la naturaleza deljuicio político. Cuan- 
do bajamos resuelto la 2. ^ cuestión propuesta, ooe 
ocuparemos exprofeso de este punto^ que solo hemos 
tocado de paso para corroborar la idea de que existe 
entre nosotros el juicio político, y que tal es la nata- 

. raleza del que el Gran Jurado del Congreso proQuo' 
ció contra Don Juan Bustamante declarándole culpa- 
ble de varios delitos oficiales. 

IV. 

No es cierto, como dice la sentencia, que el Congreso 
Constituyente haya desechado el juicio político. 

De las razones emitidas anteriormente, confirmadas 
con los moltiplicados ejemplos que han pasado en el So- 
berano Congreso de la Union y en algunas Legislatu- 
ras, conformes con los principios de la Constitución en 
su título 4- sobre responsabilidad de los altos funciona- 
rios, prueban evidentemente que no fué desechado el 
juicio político por la constituyente sino de nombre^ 
pues, conviniéndose en el art. 103 en que sean respon- 
sables los altos funcionarios por los delitos comunes que 
cometieren durante el tiempo de su encargo, y por los 
delitos, faltas ú omisiones que cometieren en elgercipig 
de su mismo cargo, en los arti^i^ulos, 104 y siguientes se 
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establece la manera de juzgarlos; y esa manera no es otra 
oosa que el juicio político, como queda demostrado. 

En nuestro conceptOf las ideas capitales de la comi- 
sióii de Constitución en este particular* prevalecieron, 
quedando incrustadas por decirlo así, <'n ia constitu- 
ción, y no se variaron sino cosas accidentales relativas á 
la forma. Quien, se tome el trabajo de comparar los artí- 
cíalos relativos de juicio político que consultaba el proyec- 
to con el tít. 4? de la Constitución sobre responsabilidad 
de los altos funcionarios, quedará persuadido de nuestra 
opinión en este respecto. 

Eni ese estudio comparativo encontráis que todo 
lo esencial del proyecto en cuanto al juicio político 
fué adoptado en la Constitución; y que solamente se 
omitieron los . siguientes conceptos del proyecto. 
Este consultaba que el juicio se eistendiera á los Jue- 
ces de Circuito, de Distrito y á todos los funcionarios 
públicos de elección popular; y estas ¡deas fueron de- 
sechadasy añadiéndose solo que comprendería á los 
Gobernadores de los Estados para el caso de que in- 
fringieran la Constitución general. 

Consultaba aquél un Jurado de acusación formado 
por un individuo nombrado por cada una de las Le- 
gislaturas, estableciendo como jurado de sentencia al 
Congreso de la Union; y esto fué desechado quedan- 
do en la Constitución este último cuerpo como primer 
jurado, y la Suprema Corte de Justicia como jurado 
de sentencia. 

Consultaba también que el jurado de sentencia de. 

bia limitarse á imponer á los culpables destitución, 
y, en casos graves, interdicción, quedando después 
sugetos aquellos á los tribunales ordinarios; y en su 
lugar se admitió en la Constitución^ que en delitos 



sacio^, y la SqRr«Píft í^!pFtP c.ow», dp ^^tjwigj^^j» 

tipft pplítwp M fí .«'«^^ f? »i9 r«^»''<í?^íi« í^/ww <m^Ht^: 

cima}, ^ Iq^ fiíijüpfqpwips ftpüs^dfts^ ^i;g?d?ud,o, én él 

3»»^ 4^ ppqpeder Hft?ts l?^ spoteijcia de,&iy^;ífíi en to- 
d^f §,ii?, ÍQftta,i>(}iet?, y qi^ ^st^. proc§d,itniep,t9 e^ doj^^ 
debe — lo notaremos de paso — gu^j^d^r^j^ ^stfiqtameáté 
Iq djf pBifistq f B el art- 20 do la. ConstiÍ,URÍq,n tan m^á- 
rp^nte ^pHs^4í>, PW '"^ sentencia á. los ^^Vi^f^ 9ficiales ó 
I)f^íít.ipq8. 

¿Hay a^lgo. ?i? todf^, Iq? corigp,p,$p.s ^^prs^^idog (^ue .no 
fijj^ypn adpiiti4o.a.ppj; 1& Cpíistí^y^pt^, l^a,^; al^o^ de^v 
qíflp,'qvie p|íf4a e^cljj.ii; §1 iuidp. eoslÍM/ÍP H} cus^l cjue'^^ 
d?J|n|4<) ppr T^cqqeyiHe? Rlarp es, gi^e qo, ^orf^e 
sjeppre 6i;f Iqs p^^ps Qtí^rr,^íes §pi)r$, sltog fucj^ipjji^- 
ripf, m ^*^^m. RoW^o ífl9ig?PtÍlípap5u^ inv.?9t44p. 
del derecho de juzgifj:, fif y 9^ró..|jOí |;í», <;jpi}?,tiíjípií>j^. 

mpn< Eíp«HWíl?: íft, s»^t^fff5!f 1 í ?.' m }^^^< %i?p «pe 

t.aUu}6Ío ha||^«MÍ9.. «l^SPc^áS-ft^ríí !CpR?fp?,9 ^S?% 

iBB«^>^ l#Pr^?=4w%4p4p) jpi(j.i« j^}itic<^ pa!ftf?W; 
á que se refiere indudablemente la sentencia,, ó, esmrf», 

mm-. m. 9ppcpptí? pípóif? q, a qí? MgRi^<w^ fííw.rfpp» 

-^yapf^ es$9. §^a, 1,0 (ypíior-rjij^,9> fisey^yf^wp 'dp, 
m^}hsW9 POí «I 9Í?W' ^«Ha^fías, Ift^.p^pdj^c^pift- 
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né» f^rülalesr f étcóüdiéñtáléiá qú<6 ^frieroil ló^s arttcüííás 
r^lktivósf ééí ptofUtító. 

Por li cRc^htí M W qvte joídó púfítico y jÚició d^ róé^ 

stt enire ho'diüibk, y c(a& es üria' ¿beriacíúQ IdhV^^ntábTé 
de la' s<eaténclk,'él ¿i*ei^hdér cbnfdddir <5S^ juibío^, con- 
loa (h rés^MíMmé' (^aé sé sigiiéii' totiívtntúMt^ctiÚ' 
tt& otros éiri^l^o'ii; eb los que nádU tí^néb qué' 6ibbV 
como Jueces los cuerpos políticos sino í^ atrtbli'dUiá'éÉí 
judieiftle» ót^d^i'BlM^s. Lab dófbtirih'á^ dlá'E^cñbh<( du. 
dM'&á por Ik «^«étíeiü'áb refieren, nó'á' i'estk>'nái^idá'- 
dekdé'aHdsf f\!ktt¿?oiiaír¡ef8' sitio á re^pbdi^'biUd^déü- de' 
ottoS btil^eÉIdoárlsi^ prítijéfra^ sé cotitf a'eh: á délitoV pú- 
taatétié [^dlltíbbip, m sie^itdás & lbffcoinilries^ó'¿'i>iüli- 
iraíe^; * 

Bh' éfotltd,^ ctíaWdó mi gtkd jufádo jaig'a' átíti altó 
ftíR¿k)tiyHb pbr'éü'S^díélitbS cotuUheWú otr'óá cóóíé'^id'oé 
et) eféjieMiisiddle'sÜ'emplido, I¿( caeiitiúri qúb sb Veíitíla 
y ¿ó^iJ la' cM ábiñée, és' ptfraétién^é pbltticá; 

Eti- (Ü' ptíiüer e^éldi es d'ebir, en' los delitos' cb¿íá'der{r; 
dé róbb pbr' eíétafíltt, tólb ífe debe résoíve'r eh élVéré- 
dicto 6Í ha ó no lugar á formación dé catt^'. Para 
tte^gát^'á'eátéréJAJÍtádó sb eátsiblá uii vérftadéró' jutbio 
pbíltíbtf bííiSufóWiá'«b^b éh sÜ oBjélo, porqVie ¿qíltf es 
lo'qüb*sb'^íiíMi\itf'y debe e)¿a'míbáií e! Gtúh' J^üVááó p!^- 
r\i'tiiítíét'ítíiiáé\W ábblttAibibbt: Nada ihéobs sí éüistéfn 
a4g^i(éH>dlilbtf>Miátfa el íutibib^aiíib abuMüáo'^itt brébir 
qtt^ «V aMb]<< del rbtíb, y ^'c^llos sbábaslfabtefé'á retí- 
f&m'AmémiHfni^úiiioriiti pár^' qÜ^'el' Jáéíbrdid^río 

pueda proceder en'sti obiíti^- que' es' qiüb'ti'dbba octr- 
iMrW'dtí iíVetfi¿b«t si' eiistb" verdVfüeraiJieht^ el tf^lito 
<íé*'ré/lio/y'feíi^eíAéttóttab eso noré'sptfnsablé de él.- Lá 
<Mé^?ofa^ ^'tíe^; sdgétti- ar G>Ün Juiradb és/coítíó se ha 



i^Utc» la de retirar ó no al funciooario acusado su (aeró 
constitucional. Y nosotros preguntamos, ¿hay en esto al- 
go que no sea puramente poHticot ¿hay algo de criminal? 
¿declara siquiera sobre el delito crim.inal da robo, y so- 
bre la culpabilidad del reo? Evideatemente no, y por 
consiguiente a^un tratándpse en un Gran Jurado de de- 
litos comunes 6 criminales, sus procedimientos, en la in- 
tervención previal q.ue íe dá la ley^, no son mas que pura-' 
mente políticos. 

Despuest cuan^doen vista de su d^clfiracíon política 
por medio de un verediota bá c^uedado destituido de su 
fuero constitucional el acusadp, es cuando comenzará 
el verdadero procedimiento criminal en su contra, es^ 
cuando se instruye la cau'sa también criminal, y cuan-» 
do, finalmente, deben observarse todas las garantías 
concedidas á los reos en el art. 20 de \^ Constitución. 
¿A quién le ocurriría qíie esas mrismas solemnidades^ 
deberían observarse en el procedimiento previo y po- 
lítico del Gran Jurado en que se hubiese destituido de 
su fuero constitucional á un acusado? Ciertamente 
que á uadip que tenga una idea clara de la naturaleza 
de estos juicios.' 

Si la cuestión única q4)e decide el Gran Jurado e& 
asuntos criminales es puramente política, ¿qué diremos 
dol caso en que tenga que decidir del hecho en delitos 
oñcialest La respuesta nos parece sencillísima, pues &i 
en delitos tan graves como los criminales intervie- 
nen «^olo en una resolución política, con- mayor razoo 
debe sucedei^ lo mismo en asuntos de menos entidad y 

trascendencia como en l%oñcia\e8. 

En efecto: S3 acusa a v.n.alto funcionario de haber in- 
fringido la Constitución* ¿qué hace el Gran Jurado 
ai resolver el asunto? Examinar si de los datos q;ae 



jarroja ol expediente resalta comprobada la violación^ en 
cuyo caso declara ai acqsado culpable de eWa^ úmple- 
mente, sin imponer pena alguna, quedando en conse- 
cuencia por nainisterio de la ley separado aquel de su 
encargo. Esta es toda su misión, y deberá estar muy 
ciego y apasionado, en nuestro concepto, quien no 
vea en todo esto, procedimientos paramente politicos^, 
así en su forma como en su esencia. 

En comprobaciou de estos conceptos podremos citar 
al mismo Tocqueville que eo el Capítulo 7" del to- 
mo 1- dice: «'El blanco principal del juicio político 
es retirar el poder al que hace mal uso* de él é impe- 
dir que este C. esté revestido de él eri lo sucectvo...... 

Al establecer los europeos — continfia^os tribunales 
políticos han tenido por principal objeto castigar á los 
culpables, y los nmericvinos, quitarles et poder^ El jui- 
cio político en los Estados-rUnidos es como una provi- 
dencia preventiva, y así no hay que aherreojar á los 
jueces con definiciones criminaks bien exactas, ^^ 

Igualmnete Story, en el numero 406 de su obra, sien- 
ta que esta clase de negocios '<son de una naturaleza 
política; que no se trata en ellos de castigar al culpa 
ble sino de garantir á la sociedad contra las malas 
acciones, mefaits, de los funcionarios; que no afectan 
ni la persona ni los bienes del culpable, sino su capa- 
cidad política solamente.^' 

Y bien, examínese atentamente la intervención que 
par las leyes tienen los Grandes Jurados de acusación 
entre nosotros, asi en los delitos comunes eQm6 en los 
oficiales, y se verá que quitando al acusado eñ lois pri* 
meros su fuero constitucional, y declarándolos culpables 
en Iqs segundos, quedan solo separados de su empleó^ 
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ipso jure, es d,ecir, se les retirq,, como dicen dichos auto- 
res, el poder poruña providencia preventiva, no seles 
castiga como hacen los tribunales políticps europeos, 
ni se tócala perso^ia ni los intereses de los culpables, 
sino su capacidad poHíica solamefite sejjun U escacta es-r- 
presión de Story. 

VI- 

Pero como la w^^^e^ncia^ e» p.^ trr^wio potM^^to és 
q4|pfpié; d^PÍaraíio el jqjcip poJHift^ y- Sdii^rtMb elide 

rftspp[4sat)iU4f^ d9 Igs^ ^hQ^f\m^y>mrm^ ñfirm%q\xe 
ef jjripjiinftl^^tc} jpipio, y q^e, p^f jtídnto es a^diéjabte. «J 
ajrtífiv^lp 20 ^i l^ cprjfítita^jioQ, p0j^ p$^QÍf o ítesoiftOider 4d 

exáq¡n€^ de .^\9 Pí^PtP- 

%i^ ^pm^9;f fcrvJp. ^ nr^teriorjtíiippíft qijp juípi^ .pi^Jí^iiCO .y 

Tí?^^ mfsm^^ qp^si, 0<?íaf«r^ Íf9,>ft5í?)^4p fí'QPP^er .ls^.pyi;€í#: 
tio^ ep esfí^s témtijfiQS, ¿^^/ Qi^jtQj^qmo. ftfifíQja ]» 
ipeptfei^pw, fljae^ el juicip p(i^MMC9 «ea qrÍBiií>^|? Prp- 
curaremos ri9(solvprl?, f pq^fug^rp/^ d^ I^s (^]Bf^m§» 
que ap;5tff ce^Hf 

4^ pufí^^ infe,rij;se, qp.e:rio,p§ ni pqg4^ s^r cri«iiftal 
f^ljuiciq RpJitiw; pe>p ^j|er)4o j68t^ pufitp (al prijqQÍp^l 
enqup desc^psa el awpspQ -PPW#di,dP . dft.Jas gacaar 
tiíis de] ^rt;. 20 de le^ con^tit^pjftn, nos. parece iqapor.* 
tante examinar la cuestión njfeu^tó^iíOirwlQ nuestros 
copppptpp. 

E;ü efefijo? pi ppnio bfíuiQS . pmbado pn uuestro 
bqn;ii]dfi ju¡(jip, pl Gr^n Jüriído de aqusaojan cande- 
naifdp á^Ups ftip(?iop?iwPft.8?.i?3fdq^ d© delito^ c«mu* 
n^« ti P^piftlpa se ppi^p^, d?; cue^jipnfíj naeramente 
pQlíiiqas, y su fallo no ú^m me^ efecto qup separar- 
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lo^ del }xoder, parece cipero qufi nada h^S ^^ seoi^ik- 
tcis jnpgpcjips qup fwedfi iftdj^c^ ^ cxeK^Us é^jP^fniwiliefc 

dijee espr.ewBa,Wjtei» iCQnjw >e Jiabf ^ í^Qjbaídft..|qiiW:<ri:3iW'- 
cío político es como una provideDfMfi #my9iri<ii^ y tn» 
Ivay qup aherreoj^ir A Jps Jufc^ (ípjx d^mcifftie^>arifni' 
tiples bi&i e¡í;aQias,'^ }q xpiffPO dá 4 ^»teíid#r Stpry ^ 
el lnga,r cíta4p, fmt^o jpaíwJB¿;»ia .%fl9 ie# .iwíft afecí- 
ta la p^rspp? qi I<wi l:Me^ei8 delpa cu^^M^ y miii^ 
esplíci.tQ e.9BpbTi9 .Qtto el ^ic^ádia^ de Jiqs, c^Btw^uí'^ 
dos míemivos dja U panciÍ3Íw 4f co^iftitupÚHirTf pági- 
na 4^3 de la i^lstoiii^ del.CQ^g^Afiro CoQ^^ 
F. Zarj50r— cufiadp, al habjAJT.déi juicio políticn^ dii^pí 
''Añádanse iXodg e^q q.ue,Ja. .senteDPia.m ijii ^ftriii?><>^ 
juicio ppUtícQ BO ÍBÍa.Q¡ia,, XH>> iu^c^ . g^jjlHC^ po-i^ 
sa un daño Irreparable, sí no es la d/s^itfiGfiaví 4 ln 
inhabilitación para, que. ejj^rz^ otro cargo, ^,def;i.r« n- 
na infamia, un per;mc¿o ó dafio dd orden, pqitíicQJ^ 
Esto prueba que uq es cnmi.a&I enjuicio ppííiíeí). 
¿Se quiere otra prueba waypré ipcpntr|t§^table? 
La vamos á encontrj^r píil^ mis^a.coiwtiíWclAftgfí^» 
neral, que no podria: ser iqQpiíaie^aueate coo-ja^ na|uca, 
leza del juicio político gue^a,ftdp|ií5^^ 
do, qomp erróncanaente aa^g^uta la s^teJiQ^a. . 

Es un hecho que elja en s^ tíí\i\o r 4, ® ^wtin^uiíi 
delitos oficiales de d^Utes cogj^^iies. ¿Qv^e e^liettde 
aquí por delito^ coniurjes? Evjiiantemente qijp. tpdoA 
aquellos que puedep cpjntxej^erjft^ ciudMí^os, jaajr» áx9- 
tinguírlos de íps qiia. sft.QPwet^q, por \qs ajtoa- fnucj(o^ 
narios en el e;ercicÍQ 4^$u efppko. Y ppoia Jqs delitos 
comunes á la generalidad d^ todci; los bombre^ oo 
son otros que los que ha erigido con el carácter de 
tales la legislación común, que los reconoce como cri- 
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mínales, sérá forzoso convenir en que loá delitos oñ ^ 
cialesy que se refíeren á faltas en el ejercicio del etnr 
pleo de altos funcionarios públicos, no estando coin- 
prendidos en los comanes, son considerados por dicha 
carta como criminales . 

Y es esto tanto mas cierto, que en cuanto á esos de- 
litos criminales ó comuties el procedimiento respecta 
de los funcionarios públicos, es lo mismo que el obser* 
vado respecto de los CG. en general, desde el momento 
en que han sido aquellos degradados del fuero coistitu- 
cional por el Veredicto que los declara con lugar á for- 
mación de causa. Dejan por tal declaración de ser 
funcionarios, y se confunden con todos los demás ciu- 
dadanos, quedando sugetos en todo á las leyes comunes, 
únicas que pueden arrar^carle^ corno dice^Tocqueville, 
la libertad y la vida, 

De manera que á lo^ que sostienen lo contrario, como 
)o hace la sentencia, se les podria argüir con este dile* 
ma. El delito oficial 6 es criminal ó no. Sí lo prime* 
ro, ¿poF qué dársele diverso tratanaiento que á lo^( delitos 
comunes, en los cuales no hacen ma$ los Grandes Ju- 
rados que degradar á los funcionarios de su fuero consr 
titucional? Si lo segundo, es decir, si no son criminales, 
¿por qué sostener lo contrario? ¿porqué .aplicar atribu- 
tos esclusivos del juicio criminal á los que no lo sor»^ 
como los políticos? ¿Porqué finalmente, aplicar á és- 
tos el art. 20 de la Constitución general que comienza 
por decir: ^*Ftn iodo juicio criminal el acua$ado tendrá 
tales ó cuáles garantías? Necesario era enredarse en 
una cadena no iriterrumpida de absurdos para sostener 
tan estrañas como contradictorias ideas- 

Pespues de esto creemos que solo un^[(narcadH objj' 
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tiaacion poJría sostener que el juicio político era crimi- 
nal. 

VIL 

A esto responde la sentencia con estás objeciones, 
i* Que es fuera de duda que el juicio de responsabi- 
lidad admitido en nuestra Cunstitucion, es criminal en 
el sentii: de varicts i^espetables autores, citando especial- 
mente Á flscriche; y 2** Que estando comprendido en 
el juicio efirriinaí el de responsabilidad de los altos 
funcionarios por delitos oficiales, y mai3 especialmente 
en este Estado por su Legislación local, pues sus leyes 
tiúmeros 17 j 44 establecen la pena hasta de dos años de 
prisión para los delitos oficiales que espresan, en el 
que se siguió y sentenció &c.'^ 

En cuanto á la 1*^ ya hemos hecho notar arriba^ 
cuánta es la diferenóia que existe entre el jaicio de res- 
ponsabilidad de altos funcionarios, y el de responsabili- 
dad contra otros empleados, y que Éscriche hablando 
en eí artículo 'ajuicio crimirlaP' de la última responsabi- 
lidad, no 'ha podido referirse, como cree la sentencia, á 
los primeros, pues iodos saben que aquel autor ha es- 
crito^sobre el derecho común, sin meterse al juicio po, 
íítico, que es precisamente, como hemos probado á 
nuestro entender, el que se reconoce en nuestra carta 
fundamental bajo el rubro '*de responsabilidades de los 
altos funcionarios.^' Nos referimos, por tanto, á lo que 
tenemos espuesto ^obre eMe particular, para no repetir- 
nos aquí. 

Por lo que hace á la 2" objeción diremos en primer 
lugar: que es un error patentizado ya por nosotros, creer 
que en el juicio criminal esté comprendido el juicio de 
responsabilidad contra altos funcionarios, ó sea el polí^ 



tiett; y cpíe esotro mayor dtipotiér que porque Iá« íeye» 
números 17 y 44 del £^stado impongan en ciertos caso^ 
hasta dos años de prisión for delitos qficialesi ya por eso 
cambia de nataraleza el juicio, y del político que era se 
eopvíertá en criminal. 

Xa bémós dicho que la pena, cosa accixlentál, no pue- 
die niudar la naturaleza de un juicio, y hemos expendi- 
do las. razones, éá nuestro concepto concíuyentes, que 
cocapru^baq nuestra opinión. Pero en el presente ca&o 
debe considerarse la cuestion.no en logeneraF^ sino con- 
créta)rlá al véredípto de 27 de Diciemfbre. 

¿^9te veredicto ha impuesto aJgpna pena corporal? 
Tod'áviá mas, ¿cómo consecuencia del veredicto espre- 
fiadb dbtierá imponerse áV Sr* Büstamante por' el Jura- 
do de sentencia pena corporal? SupoMiendq que se le im. 
ptisiferá, ¿íiO podía impedirsa el agravio por un reme- 
dio legal? 'í'áles son las cuestiones secundarias á que 
d& fügat aqjiella objeción. 

Ira l^^se resuelve á la simple vista del veredicto referi- 
do, puei^ él soto lia hecho lá declaración de curpabilidad 
dél'a^ü^adb ppr varios delitos ofíciáíes. Es verdad que 
su pi*ítóér efedoes la Beparacioc del empleo que de- 
sempeñaba, pero esta no es per^a, según se ha débaos, 
tradó Ó si' lo es, será dé un carácter político, cohío la 
califica la ildsfrada comisión de constitución, ni láiñpóco 
se fra ,pronünciádo por el" veredicto sino por el átt. l&I 
dé la Constitución,' que quiere tal separación declarada 
que fuese la culp'aViUdaál 

Tampoco el Jurado de senteociapodria imponerle al Sr, 

Bustámaate alguna peña cor poi al,' porque habiendo si- 
dü di^clkradó éul^atóé^ *é4iaiftri'itifj?itfgrd6 laf cotí^ittrtíkjrn 
eti tó litfttt^qué éSíáftléfeé tó'i¿dé(f)étttíWi<!*á dt fóá*jídatt¿ 

dieves^, lit|ue le corres^mle por el^sirt) !^^db^l«i4»y^ nd- 



mero Í7 ek h ;polÜtca Ih áé^tituctón, pues solo T;Uando 
en1a iriFrácción habi(3se in'íérvénido vióíericía debería 
ftópohbi-'sfe ííi Corporal Veáí;e el veredicto, y su lectu- 
ra tósfria 'ptírsb'aSira fc[ue e^'a circUnBtahciá agrav^ntísi- 
tha rio ésfá declarada. Y entonces, ¿córfió jpodria im- 
ponerse pena corporal sin una notoria violación de la 
rey? Tampoco se \\^n deblaríído eín el v^réüícto Iks dir- 
ctirjstárí'ciíis ^¿iráváuíteíí qus rbfidre el árt. 30 de didha 
^eyi y, pOir febr/slgúiente, tampoco poddk ímpdnelrséle ía 
perra c*6rpoí'árá'¿iíí'e se cdfaifráe el decreto nriín. 44 fíór 
lásHií^'tfiás corisitieraícioaiés y dia« aftn. porque no efe »- 
píiBUíJfe al ck^o. 

Más, si cbtíira toda justicia ge le im'plusíerá al- 
guna peña corporal, 1o que tí'» es cíe e.'«jpérafse, en- 
fSncés habría ca^iát» netadc'rtte él recurso de am- 
p'árb conforme á. la ley de 30 de Ñóviembi^e de 6L 
porque se focará su pérsóha y sus ínt^reáfes, qUe es 
cuárido se considéVarían vioíaídías ías garantías del liom- 
hre, Í2Ln ábsürtfaraeíite éstetiflicjás en la defnanda y en 
lá^s'óhíéhícía 'á Tos altos faijCibriarios piíBlicos q\i(e¡[nc 
tíétféh ríia's re^^a dé conducta qué lÜs éstabfecidas por 
sü'r'éspectiVb défé'dho putíficb, bajo cuyos auspicios y 
cdtltfí(í{o'ñ4s aceptaren el puesto. 

És, püíi's, évid^étitb (jue el JiiraÜo de acusación no 
¡rti^dsí) p^ffa 'águila, rii rfliu sít|tiiérd fá política: que 
cotiib c6ñ'áééüéhcía cfél veredicto dl'jufadó de sentencia 
nb puede re^'áfmerite imponer pena' corporal aí'Sr. 
Rúf^tamaote, y qüte ái ló htóiera, entOricés, y río cuan, 
do no lo ha hecho, cabria perfectamente el juicio de am- 
paro, por qtie htíbi'ia ofendido lina g'araritía áel hombre 

VIII. 

r 

Y ylételrh'ós'qüe'fcio lia debido la demanda de amparo 
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haberse eDlablado contra el Gran Jurado, porque aquel 
cuerpo no es autoridad ejecutora del veredicto, ni menos 
responsable, y la ley há querido que los procedimientos 
ci^l juicio de amparo se entiendan con la que está en- 
cargada de ejecutar el acto reclamado, que es siempre 
responsable. 

Inútil sería estendernos sobre estos dos puntos trata- 
dos, en nuestro concepto, con mucha solidez por la Dipu- 
tación permanente en su dictamen relativo^ y solo 
nos concretaremos á notar sobre osto que la sentencia 
hizo punto omiso de tales consideraciones tan capirales. 
¿Quién, se preguntará acaso, era la autoridad ejecu- 
tora, y responsable al mismo tiempo en el caso en cues, 
tion? La respuesta la encontrará quien desee verla en 
el articulo 14 de la ley núm. 17, la que no considera au- 
toridad ejecutora á ninguno de los jurado» de acusación 
y sentencia, sino al Gobernador del Estado. Sus tér- 
minos testuales son los siguientes. ''El veredicto pro- 
nunciado por el Jurado de sentencia es ejecutable des- 
pués de notificado, y en su contra no es admisible nio. 
gun recurso, iacluso el de indulto. Será en consecuen- 
cia exactamente ejecutado, remitiéndose copia de él al 
Gobierno para a\x cumplimento." Si, pues, el Goberna- 
dor era quien debiera ejecutar la sentencia y seria la á- 
nica autoridad responsable, ¿no es verdad que para el 
tiempo en que se entabló el juicio de amparo no existía 
autoridad contra quien pudiera reclamarse el acto? ¿no 
era por esto extemporáneo, por lo menos, el pretendido 
recurso^ 

De aquí há nacido tanta vacilación en el apoderado 
como en el Juez, pues cuando el uno pretendía que se 
entendiera el procedimiento con la Diputación en el 
receso del Congreso, el otro se diiijia á esta soloco- 



—85.— 
mo un conducto para que informara el Gran Jurado. 
Uno y otro luchaban interiormente sin saber en 
qué fijarse, no hallaban la autoridad ejecutora y res- 
ponsable que exigía la ley, y, en su ct)nfusion, cada u- 
no caminó por su lado, á la ventura, festinaron el a- 

■ 

sunto, y hé aquí que se ha formado uo juicio mons- 
truoso, y á todas luces nulo, por falt^ de audiencia de 
la hutoridad á quien llamaba la ley. 

En efecto, no se necesita de mucho esfuerzo para co 
nocer esa evidente nulidad del juicio de amparo. En 
é], como en todos los juicios, debe haber una audien- 
cia de parte legítima, requisito ecsigido por todos 
los derechos^ como que tienen por base un precepto 
del derecho natural que no puede bí debe atacarse 
por ninguna legislación. 

En los juicios de amparo está prevenido en el artí- 
culo?. ^ de la ley de 30 de Noviembre, que la auto- 
ridad responsable sea parte para solo el efecto de 
oiría. Y coni© en el promovido por Bustamante que 
dio el resultado de la sentencia que combatimos, no 
se citó al Gobierno que seria la única autoridad res- 
ponsable, según queda demostrado, ni era posible citar- 
le puesto que se festinaron los procedimientos antes de 
que pudiera pronunciarseyefectuar.se el fallo del Ju- 
rado de sentencia, es de todo punto claro yjevidente 
que no se oyó á la única parte legítima en¡tal juicio, 
y, por consiguiente, que es nulo y de ningún valor ni 
efecto el procedimiento, nula y de ningún valor ni 
efecto la sentencia pronunciada por el Juez de Distrito. 

Increible parece la injusta increpación de la senten- 
cia respecto al Gran Jurado, á quien echa en cara fal- 
samente que no oyó á Don Juan Bustamante en el 
juicio del veredicto^ de 27 de Diciembre. ¡Hacer tales 



I 
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iaci:ep4CÍone9 ciando san falsas, cuando ei iMíán\o. ui- 
crepaate es quien se inaoot^ii^ co.ü las violacioae^ que 
imputa, sustanciando y d,ecidiep,(;lo ui?, j.uicÍQ sin au- 
diencia de la part^ legitinj^a! í^stp mereció np una in- 
crepación, sinQ una cosa m^s grave^ u,p.a c,aus^ 4^ t^r- 
ponsabilídad contra quiei? h.^. coa)^.tidQ tfu r,^pugpaft- 
le violación, tan grave atentado co^itra* los dqre<:);ij9;5, 
mas santos. 

El Gran Jurado del Congreso en la causa de D. Juan 
Bustameote no guardó todas y cada una de las garan- 
tías del art. 20 de la Constitución, no solo porque no se 
trataba de un delito común ó criminal que es en los que 
están concedidas aquellas, como se ha demostrado ya,^ 
sino porque no era posible observarlas todas con lin re 
beldé, y porque so le dio la audiencia compatible en los 
procesos que no son criminales, citándosele dentro de 
un término perentorio, d anclóle á conocer la denuncia 
política,' y la persona del denunciante, así conao á su 
defensor todos ios datos de la causa, como 'coasta de au- 
tos. 

Ahora, si !a malicia del apoderado, aprovechán.4Q^o, 
de que no se citó a la autoridacl responsable ó partg le- 
gítima, y de la negligencia punible dei un pT.Qrfl9t.9jr 
fiscal que no comprende sus deberes, :?ac0.1^^. const^^p^-r 
ciás que le parecieron de la causa y omiúj^ tqdí^ l%s, 
que pudieran dañar á su intento, esto no. es co3a q\\e 
pueda increparse al Gran Jurado del Congreso,, sinp. á| 

Juez que sustanció y falló un juicio sin audi^iUOÁa d^ la 

parte legítima? y al prQílíptor fiscal que omitió hacer lo 

uue era de su deber para evitar la superchería déla 

malicia* 
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Sí^eUNPA PARTE: 

IX. 

Ex?kDftinsKÍ^,s. \i^i^^, a.qu.í laji, ovieftioiieü princif)ales y 
secundarias emanadjíifl, (Je los considerándosele la son- 
lepiCia re(ere4ííeí^.4ba*ber.&e v.iioladi) las g-aranúasdel art. 
2Q d^ la CQíísritu€ÍQA, pasará osiojí i oxí abamos d© la se- 
gu-nda p^iríe^d»» njiífáitso Uahajo. q^ue tiene. [>ar objeta 
coH^laaUr Ua wotji^asentadaa.pjar el juez en los cons^- 
deJr^%(ÍQ$._5. ^.. y-.l^. ^' piaí:a .escusa Kíie de aplwar en el 
ju^íjip dft.a|Qp^ro.elaüU9ub 8°* die la Jey. de 20 de Ene- 
rq újti^9,.. 

Aqqí^Hftei. coA^^ide fondos, diceo:. ''Que los cuerpos le 
gÍsla)ji.YpS; r^VresU<í<>3' en. cientos? casos d-e facultades ju- 
dlcv%les cíjrífiwjnííQ á.sus .reKp,(¿ativas. con&titucionas^, pa- 
ra* JH^gs^í cQgig». j.oTAdos.de acusación, á los altx>s fun- 
cionarios, se .eJxoAií^liilraa.. en eLmisnwD c?^so cjue la^yd^e- 
m^g ^^\qtxhí^'s^^^».^^'d> QyUiUüT to^^^ á los pre- 

ceptos eje 1^ Cooatilíttcion . gsineral; p.ües. no existe ui 
pQdráv existir ningmhou esc^pciojí en su favor, que destruí- 
rícket\ ^sisícmOi dd. Gobietyio establecido.. Que eu-elpr».^- 
seat^, juiaÍQ n,aa&..apUQabltí al artíoukr R*^ de la ley dt» 
20) dq.í^ip.rí) fxtQxiuJO pa>ado que declara inüdrnissibltí 
el. recurso dq ,a<pp%íií en - nagocios juíli<?ial-0>;; porque 
serí?i|, da^Jp ^feciia retroactiva contra la absokcta y es- 
pre^^^. PVftlíi^iciqvv d^l artjícu^tQ 14 de la Cvonstitucion; y 
pqi;(|Ufa ^.l^niúsm^ a(tío,ulp e^Aá ^ug^^o á^la inter.ptetadori^ 
;z^í^tfÍ(í?.eD cua^r^tp. á si d^^óm cansideraue.adamtoria 
del. 101 d^. la.. ConttituÚOfir ^Qiíno la háveniendido la 
Dipbiit£^c\9tt .permaaante ei^ su referido dictamen (íon- 
trariajdo par el actor yporei G: Pfomotor íis-cal' /wn- 
dándose el Juez que suscribe para no considerarlo y aplí- 
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cario como declaratorio, en la práctica invariable de los 
tribunales de aplicar sin duda ni restricción alguna el cz^ 
tado artículo 101 déla Constitución, admitiendo el re- 
carsí» de amparo como en ella se dispone contra le- 
yes ó actos de cualquiera autoridad que violen las 
garantías individuales sin escepcion." 

Nacen de aquí las siguientes cuestiones I.'" ¿El 
artículo 8. ® de la ley de 20 de Eoero es aclaratorio de 
la fracción 1. ^ del artículo 101 de la constitución? 2* ^ 
¿Aplicándose dicho articulo 8. ^ en el juicio de am- 
paro en cuestión se le daría efecto retroactivo, como es- 
presa la sentencia? 3" ¿Puede el poder judicial una vez ' 
declarado por el Congreso el sentido del artículo 101 
de la constitución, puede decimos^ desentenderse de 
aquel? 4. ^ ¿Deroga una ley cualquiera costumbre ó 
práctica en contrario? Tales son las cuestiones que 
provocan la^ conclusiones de la sentencia en sus consi- 
derandos 5. ^ y 12. ® que hemos copiado. 

Nosotros no ponemos en duda, lo mismo que no ha 
puesto en duda la Diputación permanente en su dic- 
tamen, que, la disposición del articulo 8. ^ de la ley 
de 20 de Enero que declara no aer admisible el re^ 
curso de amparo en negocios judiciales, sea aclara- 
toria de la 1.^ fracción del articulo 101 del Código 
fundamental, por que sabemos que lo& principios de 
jurisprudencia universal de acuerde con la razón filo- 
sófica, no han podido menos que admitir como segu* 
ro é indudable que mas debe atenderse al espíritu 
déla ley sea cual fuere, que á las palabras, por quede 

otra manera vendriamos & parar á los absurdos mas 
desprociables. Y ¿en donde podremos penetrarnos del 
espíritu que guió á la Constituyente al aprobar aque- 
lla 1.^ fracción? Indudablemente en los debates que 
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precedieron ásu aprobación, y es loque nosotros va- 
mos á investigar en la historia parlamentaria de una 
época por mil títulos memorable. 

Los sabios miembros que compusieron la comisión, 
— éntrelos cuales se hallaron los malogrados Oc ampo 
y Arriaga, honra de nuestra Patria— arrojaren en su 
dictamen una luz imperecedera que reflejará siempre 
sobre nuestra Constitución; y entre la variedad de hus 
pensamientos sentaron el siguiente. [Historia del Con- 
greso Constituyente tomo 1. ^ página 459 J *'Si nos 
fuera posible reasumir, decian, en breves y concisas 
palabras toda la teoría, y todo el mecanismo del sis- 
tema federal lo bariamos en esta sencilla fórmula.'' Pa- 
ra todo lo concerniente al poder de la federación desapa 
recen, deben desaparecer los Estados; para todo lo 
que pertenece á éstos, desparece, debe desaparecer 
el poder federal." Posteriormente en la discusión de 
dicho art. — página 501 tomo 2? — combatiendo el Sr. 
Aranda como inútil el participio que consultaba la co- 
misión de las autoridades de los Estados en los juicios 
de amparo, se espresaba de esta manera: ^'Si la que- 
ja se reñere á algo relativo al régimen interior de un Es- 
tado la cuestión toca esclusivamente á l(»s tribunales 
del mimo Estado; si se refiere á intereses federales 
son competentes los tribunales de la federación; así 
no tiene objeto, decia» la unión que el articulo consul- 
ta* . . .*' El Señor Arriaga en la cuestión del Jurado 
que consultó el proyecto, contostando — pagina 509 to- 
mo 2. ^ — al Seíior Olvera que deseaba uo jurado na- 
cional, decia, **que no comprendia lo que esto querría 
decir, por que nacional era un adjetivo (^ue denotaba 
cent I aposición con esirangero y no se quería en el sis- 
tema de la comisión que hubiera extrangeros en loa 
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joradoB. Si sé quiere que lo nacional consista en 1^ 
representación d:; todos Icis ítitóresiávS feüyrtfl'és habr^ 
que recurrir al Congreí^q, y entonces éste tíüérjío téh- 
dria que decidir sbbre cueátiohe's purftnieírítfe lóCaks, 
como las que se stíséita?i cóh Tñbitbo de la órúén afhitra- 
ria 'de iiñ Alcalde, lo cual dcúbaHa con la ilíÜeRBtitféfíci?. 
de loá Estíado??;' Y bián, ^i para tcido lo con f-eirril^rité'á 
los Estados desaparece, debe ¿ffe^feapatíic-fer él-püdér fe- 
deral, cbmü defcia la <^bthisi5h dé ^cdrtstitÜfeiWíi, ¿po- 
dría estar eh el espíritu defl 'ConNtitüj^htfe cdné'tí'd-ér 
el ampárb en ri-égacios judiciales, parli habferl<3íg inter- 
minables, y rhéi^j aún, para dar do gdlp*? ftidísirtto á ía 
independencia de lo^ Esrtiídó's ^tíh ÜHk cdíatBft e?"í*«ri- 
cralnienté dfe stt fegi «Te rí inferior réí^^éítt) del cüfelád- 
be desapafrpcer elptidér federül? ¿Nt> s^ría éstt) pólítír 
en contfudicción el artícuto 101 <íon él 40'y '41 M 
C6drgo" fdndariietítaf?S¡ -lá qtiéj^^ decía él Sí^flbrA- 
randa, si lu q[i'iéj^a-Hs^bré 'tttiniptírb — tíé r^fierb 'á-á*%5 
relativo arr%ifñ'cti iüféritír 'éíéu-D Éfetádó, l^xiiíéis^itln 
íoca éscíijsívlartfente ríWs l!^ibilh&!é^ dt^I iSÍi^ojiy'éó- 
mo ]a atltiiini'fft'r&t^icíri d% justicia mtth m% vm^ii- 
vos míémbf*ñs cortdiWfié á sü régí^tm intertoT, -^e^ 
claro que las cütístiaríes rdktivas tttean SU stfs tritiun'fei- 
les locales^, que tambíeti tienen obligtaíióh de curfi- 
plircoíj los prefeefítdé d^e^líi Cóti'-stH'ricionígeíiWffl, pt^es 
de otra maneía sfe>éstablécéi*ífci óoftío Üeciá uh Di^pXita- 
do, e! fík] pfétíétJéñte de cjue^serfifese el /uicib de am- 
paro contra el nrisriló atti^jttádár. Estás- 'rfiféth^á^ctíti- 
clnsíoDés se deducen de to nyáhiféstátíó póí el Se%6^ 
Arri'áig^ en qtié ha-ce iltttár él rudo atáqiíé' qüe^ «te 
daría á la s?o*)eráni'a dfe ü'n Estado* sí '^fe pyiHiíttóra' re- 
claTtiar por anapáVb haííta lá/ótdfe^ álHbi^Wlría dé uti 
Alcalde, cüyoíséüperioTes^ésttíh éh el'd^bét dé ctíV- 



fBgir siís aVtiitVíiitédyaes sin' necesidad' d'tí ocüiWif' ál 
impertinente tutor federal. 

Er árgMéritó^ qde HííctJrt lb¿ qué pierífeád dé ól'rá Aia- 
ilfert' pri^dd' ré-du^^ir^ al siguiente. LaP fratóíoiín? tfá 
árt. íor dfe la dódyfittícion ¡Jr'éVÍehe' qu¿ lU líribüiikfék 
de ía'f^dtíHtí¡6n CbiibzcáH y feyütílVati en la coiítfoVer. 
ala qué sé gÜefelié'iibi' íéyé^ 6 á6tóá'dÍ3 cualquiera' átitb- 
rídád- q'ue" v'íoM las gaf^ntias-indivídüalés'. Ésásly 
dííféH, q\j'é íbW^ ttiUufiklés / juéc'es d4 los Ésfadoá sbñ 
áútbrírfatfeé*, lllfe^ó,'^ infféreri, loídé ía fédór^ciófí déíién 
réáol'Veír eá' Tas' cbntíroversias' qué' sé süscuen contra sus 
a'6Vo's*'(aiiVi(íó Viot¿'¿' íaW garantías indii^iduales; 

'í^l'ár^tófeht^priie'tóta^to, qtié nada" ^VúéBá^pór- 
qtré'^CtÍD"l^ niVéhaá rógic^ pódrlánids d'é'ci'r úósoiros.' *'Cs 
áéí'qué'Tá'Sü'p'fe'm'á' Cortó" es autoridad, luego íós trit)ú- 
ii'a'fó:í'fedéral'ek''déb^éa conocer y reáólvé'r las cúésíió- 
nes que s» suscitaren! porsuá actos contra íás garantías. 
Déla misma manera podría discurrirse si el Gefb de 
üh mínístéVíov el gobernador dé un Estado, el Acími- 
nístfaaor de rentas ú otro suporior, que también son au^ 
tóndadesy destituyesen á sus empleado^ subalternos sin 
audiencia ni formación dé causa, pues d^eberían cono- 
cer y resólV'erlósT^ribunálés federales sobre las contro- 
versias quépÓrtafes actos pudieran susóitar lo^ déisti" 
tuidos que creyeran atacadas sus garantías indiviüúaíe^. 

fistos* ejemplos prúeWn ló absurdo de tal argunien. 
tacion. 

El error consiste, en que no se fijan los que tal cosa 

pretenden en una distinción capital, el procedimiento 

Contra el honibre y el procedimiento contra eljuficiona^ 
rio 6 empicado; ei\ que en el primero pueden ofenderse 
las garantías individ'ublés/ y no en el segundo s^I desti- 
t^iV át ciá^íeáStó, pues soló' se lé retira la confianza, se 



le quita un empleo en el cual no se cree conveniente 
que siga. 

En el domicilio de un individuo, éste es un soberano 
en el orden y economía doméstica, y ni la municipali- 
dlad en que vive, ni el Estado mismo pueden imponer- 
le ios criados que deban servirle, siendo libre para des- 
pedirlos cuando le plazca sin que aquellojs tengan el de- 
recho de quejarse. El £]9tado tien« también, como in- 
dividuo moral, su domicilio encerrado dentro de los lí- 
mites de su territorio; es fibra y soberano en el régimen 
y economía doméstica interior^ y piiede despedir sus 
empleados cuando le plazca conforme á las reglas que 
él n>ismo se haya impuesto, sin que tenga que mezclar- 
se en esto ningún otro Estado, ni la federación misma. 
Obrar de otra manera seria atacar los sagrados dere- 
chos de domicilio, de libertad v de soberanía interna 
de los Estados. 

Estes eran los resultados de Ta estraña inteliger^- 
cia que se estaba dando, antes de la ley de 20 de E- 
nero, al artículo lOl de la constitución, por la gene- 
ralidad de aquellas palabras cualquiera autoridad, 
contra el espíritu, contra la intención Je la constitu- 
yente, que hemcs visto ya, no pensó éñ que se es- 
tendiera el juicio de amparo á los actos del poder 
judicial. Por consiguiente el artículo 8. ^ de la úl- 
tima íey es declaratorio del 101 de la constitución,, lo 
cual ha negarlo infundadamente la sentencia. 

Pero esta sostiene que no podia aplicarse el art. 
8. ^ en el juicio de amparo, porque seria darle efec- 
to retroactivo, contra la absoluta y espjesa prohibí- 
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ción del artículo 14 de la constitución. Hay en estq 
un grave error; la interpretación declarativa del sen- 
tido de cualquiera ley — como lo prueba el dictán^en 
de la Diputación permanente, — aunque en realidad 
sea posterior, forma pane de la ipisma ley interpre- 
tada, es, por decirlo as|, la rpisma ley que ba debi- 
do entenderse y ejecutarse siempre en el sentido der 
clarado, y, propiamente hablando, no se hace unaf 
disposición nueva, sino que se explica una disposi- 
ción ya hecha como, en el caso, era ya el art 101 de Ist 
constitución que es el que se aplicaría en el citado 
juicio, Y ^ste art, data desd^e Febrero de 1857, y ¡na 
podría aplicarse á un proceso que n^ció ayer, en el pre- 
sente año de 1869! El articulo 8. ^ de la nueva ley 
es el espíritu, el mismo 101 de .la cor^stitucioa: se tra- 
t^ de decidir un caso posterior ¿puede siquiera con- 
cebirse retroactividad? no eg posible, y, por (sonsi-^ 
guiente, mal puede asegurar h setitencia que apli- 
cqrndo dicho artículo 8.^ se infringía el 14 de la 
constitución^ 

Mas se dipe; que el Congreso de 1^ Union no tier 
ne fs^cultad para variar ni niodificar la constitución: 
que osto es obra del poder constituyente qu^ fué 
quien la dio: que ese poder está' conferido no solo al 
Pongreso de la Union, sino é las Legislaturas. Con- 
venidos, estamos conformes en estas ide^s; pero ¿el 
Congreso de la Union en el artículo 8. ® ha modifi- 
cado ó reformado la carta futldamental^ Evidente- 
mente no, pues se ha limitado n interpretar el artículo 
101 déla Constitución, y lo verificó siguiendo el es- 
píritu de la constituyente, y bien se vé que de refor- 
mar á interpretar hay una distancia inmensa. 

Se ha llegado hasta afirmar, y á eso conspira una 
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lillas rszopes délos consid^ra^ic^QS d,e la süptqncía, 
QUfi. eLCongreso de la Union no puede interpretara^ 
qiiel códísfo: que esto es facultad esclusiva del poder 
Judicial federal, quien al aplicar jas leyes sp^ciiijda- 
rias tiene que compararlas, y juzgarlos, por decirlo 
así, y e;x:aminar si en algo se opdpcn 4 la constitu- 
ción para ne£:arles su cumplimiento. 

A eato contestamos, len primer lugar, como ya 
tenemos indicado, que al Congreso no sé le ba neg^* 
dp ia interpietacioh sino la reforma, la modifícaciori 
de nuestra 'carta: que en el artíciilo 8. ? no hizo o- 
tra cosa que restringir el artículo 101 al s^tidc q.uo 
íe dio la constituyente, y que es un error creer que 
es facultad esclustva del poder judicial interpretar la 
constitucipn. 

En efecto, cuando la Suprema Corte, RQr cgenjplo, 
examina una ley secundaria para ver si se opone .a{ 
Código fundamental, de lo cual se ha querido dedu- 
cir su facultad "esqiusiva" dé interpretarla, no hace, 
efi verdad, sino un juicio comparativo entre ambas 
leyes, pero po interpreta, aunque nadie le negará <9s- 
te derecho en qasos dudoso^^. Pero de aqui no puede 
inferirse que el Congreso d,e la Union carezca de la 
facultad de interpretar aquel Código en casos dudo- 
sos. 

Stcrr en el capítulo 4. 9 investigando cuál 96a el 
Jyez definitivo dé las controversias sobre la constitvi- 
cion, en el núgnero 217 de sus comentarías al código 
fundamental de los Estados-lJnidQs, dice; **Así, puéí?, 
razonando según los térmicos de la constitucipn y los 
rafipips^ Q9^ns^a^gi;.a^^ po^ ' nuestra 'juri^^^ se 

llega á QOUifW que el padqr jiid.\cia^l ^1,0 Jos E^t^- 
^fl-UAÍdos es ?1 irfjtérj^re^te aefipitj^tjo, ?n últimp reaur- 



sp, .de tacja? ías d.i,^cviltEldes qfie tienen un carácter 
j'ffdicid.» y 0,pl^9^bip s^t^^do ^n el núwejrp ^H' pl 
fin- "Ppr .otro Jadp ej rgs^Jtado jpap eQoi^so ^«» 

lí^ de hacer necesaria la interve^Qiqfi ¡del PpngtfSQ Ó 
como último recurso, la intervención del poder acor- 
dado á los Estados jdc: proponer la modificación ne<- 
^mm ,f?a» Jtfiparaj ||f jpjugíjcifts." 

i^e yé^ p»ep, ppr Ja pjr '«nej a pit^ q^e ^^ pc^er j^i- 
4i,9j^l s,i bien ,es ^v^ inté|pj:^te definitivo i^ ,Ia cpn^- 
fij;jiQÍflji,l.o ^s t,^9 sp;o.r^s||pcío íe .todas la^ ,difi- 
Cjfjffi^eíi -qtf^ ^ifi^e^ un .Wá^ter luiicicil; pi^r^ftjer .que 
íjq píifiíi^ ,í|9'^yej(iir ^\ %x^, ^. ^ líJe \^ ¡ey d,^ 20 ^9 B- 
iipjr^.ci^mp ps ffl4}34^)e, y M <^»íe .^^bp ^iigeíf^pí! .*sft 
mispw RQ|ie|c judipj^l. 

|;8f;»ú^^ifl^.>ftif|ijmj|(l^.í§.4e(Jp(j4 iSQtfti^erjjtp 4e .1^ 

?.«* qitti, 1^ pu^ ,%í} m^tp fl^§ iipport^te fiuantí) que 
^lU s» f^n^í f ff l/^SultA^p^ ftp4!°g9'' t|W© }?|a pfrs44o 
4?lilSr?PÍ^4ftaí6Píe -pi)<re |iií?afiWP''f 

-P d^-rórd^p, el ír^^tpiup g^p^Cftl qw se. lwij)ia. \^, 
gfiriflp §a j^l saqo jft(ljci^l ^p los E^mloí fiop "xOt 
tifo 4e If^ ffij?? jníQJigep^i^ íjacl» a) a^íU^Hlo 4QI (^e 
la GwftíitpetoP. «r|^, 9p}fl« ¿ii}§ §t(ir.y, «Z rfsjíZ/a<?p. »f»as 
eao^^d qqp pí^ffiííjrftQ ftCíirr^fk? las d^isipoeis del ,pp- 
dor jqdiéifil, y.W9 ti(|lí^po in,^!|4al)|^nveflie de qtt« ?.9 
oenf riera -é 1« «jíí;?«ir»(|.«í/erí?^pta« <íc/ Qbttgt:esq .j^slí,^^ 
que r(^8QlYiQta, cgi||i«TftS(>Jvi<i I§ queip^^í^ ep ^el.^^í- 

culo 8? de }a nueva leyi sin nec*j^i^^4 l^f; 9^fí'SÍ^ i^i 
paflex poa«ti|íi;^ent§ f;reftd|p pqr n^ei^X^r^ Qqj;js1í^^ucí9d, 
ppuque WP iftQij'ificftbft, ro j^f^r^iaba ^ ?MfMQq¡io ,101 
de nua$tr« cc^tta, sitK) qw h |K(eQÍ§pi^, «^p^i^a^do $u 
v;«fdadeTO wpírHu, el Qffiííitu (Je la. Ci^giflfa ccjnsti^u* 
)i?R^- 1^ QJ?^ ^^H^^tid fl^^ 6^ Q)ugresg de h UnJQQ 
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ha podido constilucionalmente declarar e] artículo LOl 
de la ConstitucioQ, y que el poder judicial está en el 
deber de acatar tal declaración que en nada modifica 
ni reforma el espíritu de aquel, al que debe atenderse 
mas que & sus palabras 

XI. 

La sentencia cree, sin embargo, que oo ha debido 
aplicar el citado artículo 8"* como declarativo del consí* 
titucional referido, fundándose, dice, en la práctica 
constante é invariable de los tribunales de aplicar sin 
duda ni restricción alguna él i^rtículo 10 1 déla Cons- 
titución. Este fundamento revela que la sentencia ne 
tiene ¡dea exacta de lo que es una costumbre 6 prác- 
tica legal, porque nadie ignora que para que el uso, 
ó práctica produzca una costumbre que pueda ser con- 
siderada como ley, entre otras variar cosa?, se necesita 
que el uso sea útil y no perjudicial: que sea consentido y 
no contrariado por el soberano; y que se observe por 
diez afíos mediante resoluciones judiciales dadas den- 
tro de este término; y, en el caso, siendo claro é in^ 
dudable, como lo es, que ei uso alegado era perjudi* 
cialísimo y de graves consecuencias: quo fué contrarii* 
do por el Soberano Congreso de la Union en el artícu- 
lo 89 di* la ley de 20 de Enero, y que no han pasado 
en ese uso los diez años necesarios; no puede soste^ 
nerse que ha existido una costumbre legítima que pu* 
diera reputarse ley. 

Y aún suponiendo su existencia legítima, ¿no po- 
dría legalmente ser derogada, como cualquiera otra 
ley, como lo verificó el artículo 8* tantas veces citado 
de la ley de 20 de Enero último? Esto nadie puede po- 
nerlo en dudaí y, por consiguiente, ese último fundaiñen^ 
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to del fallo es contrario á los mas obvios principios 
de jurisprudencia^ viola varias disposiciones del de- 
recho eomun, y aumenta la ya gravísima responsabilidad 
del Juez. 

XII. 

» 

Nos ocupafémo.^ é*n seguida, para completar nuestro 
trabajo, de algunovS otros defectos de la sentencia. 

En el considerando 4? hace esta una pfisima aplica- 
ción de las doctrinas de Kent y Story, *pues bastará 
puntualizar tales citas, siquiera sea la del último autor 
en el párrafo 893/ para qué se persuada cualquiera de 
()de las observaciones de éste se refieren á los actos 
6 leyes de una legislatura) y no á los de un Gran Ju- 
rado, que son por su naturaleza judiciales. Nadie 
desconoce que sea conveniente, antes que la lucha en- 
tre dos soberiainías qué se mueven — la federal y la de 
los Estados — un poder que anule el acto en contradic- 
ción con el código fundamental; pero de ninguna ma- 
nera debe estenderse esto á los actos del poder judicial, 
de los que no habla el autor. Otros dos y itiuy graves de- 
fectos, fuera de los señalados en la 1? parte de este es« 
crito, son el haber procedido en el juiqio de amparo sin 
resolver antes los artículos de incompetencia, y de no 
parte que provocó el dictamen de la Diputación, defec- 
tos consiguientes á la falta mayor de no haber esperado 
á que obrara el Gobierno como autoridad ejecutora y 
responsable, para darle la respectiva audiencia, y cada 
uno de estos cargos forma un capitulo de responsabili- 
dad contra el autor del fallo. 

XIIL 

Habiendo probado en nuestro concepto, que el juicio 
del veredicto de 27 de Diciembre es político: que exis- 



t^'ésttó^jUicfo^Ot^íífuéíitirii^con^tiftlcfótí, ^knú^ü falso qué 
lÜibifefe sidtí'désréfcltóao po^ él Congregó óbüitííiiyéutet* 
¿0 Á^' tímmhtéí (Téséiíííi toda itJfea értifliiftfr;^ ^dé* p6V 
consiguiente^ no es aplicable el art. 20 de la C^áátitíi& 
cion general; que la audietitík acordada para las causas 
DOt criaiioales se otorga' al funcionario acusado' en- los 
términos' prescfritos por nuestra legislacioa cóutrá los le- 
beldes: qjie' el procedí miento y fallo del juicio dé ánE>pa- 
rosón nulo.% a^i por falta de audiencia ¿ la autoridad 
ejecuforaí re^spjonsableí como por laí incompeteníciá de*"; 
Juzgado* para' conocer .en asiintos dé amparo relativo» - 
al ppdér'jadiciHl: que' el Juez es responsable' por taa 
graves abusos:- apereíaru 8- de la' ley de 20^^ de Eneida- 
últioiio' es aelarat^orio del lOl de la Constitacion, para*! 
cuya declaración na tenido facultad el Congreso de la 
Union:^ qqe el poder judicial está en el imprescindible \ 
deber de aplicarle sin qi^e produzca efecto retr'oactivo ea - 
el caso propuesto r que no ha exi<slido^ costumbre legijtim^ 
en contrario, Y si lá hubiera/ ella estarla derogada por ^ 
efipjesádo arir 8^, y fioalmentey la; inconauceucia de las 
citas que^ liace la «entencia; ponenios fin á nuestra tarea 
cn^jsrando íundadamíente que el pública y los Supremo^ 

Poderes nacionales y de los^ Estados harán ímparcial 

• ■ • • «• ■ ' ■ ■ . ' * 

justicia á las autoridades supremas de éste que ha 
procurado conservar ilesa su soberanía interna* 

San Lui« Poto&ív Marzo 18 de \^9:— Pedro ^Dio1mio^ 
Garza y Qérzu. 
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